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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron las señoras y los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de Economía, Fomento y Turismo, señor Luis Felipe Céspedes Cifuentes, y de Desarrollo Social, señor Marcos Barraza Gómez. 
Asimismo, se encontraban presentes los Subsecretarios de Pesca y Acuicultura, señor Pablo Berazaluce Maturana; de Evaluación Social, señora Heidi Berner Herrera, y el Director Nacional de Pesca, señor José Miguel Burgos González. 
Actuó de Secretario General el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:17, en presencia de 12 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Las actas de las sesiones 24ª y 25ª, ordinarias, en 20 y 21 de junio de 2017, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores hasta la sesión próxima para su aprobación.
IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).-  Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Dos de Su Excelencia la Presidenta de la República:


Con el primero retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación del proyecto que modifica la Ley General de Telecomunicaciones, a fin de establecer la obligación de una velocidad mínima garantizada de acceso a Internet (boletín N° 8.584-15).



Con el segundo retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación del proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (boletín N° 7.963-06).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República:


Con el primero comunicó su ausencia del territorio nacional desde el 29 de junio al 1 de julio del presente año, para dirigirse en visita oficial a la ciudad de Cali, Colombia, con el propósito de participar en la XII Cumbre de la Alianza del Pacífico.



Informó que durante su ausencia sería subrogada por el Ministro titular de la Cartera de Interior y Seguridad Pública, señor Mario Fernández Baeza, con el título de Vicepresidente de la República.



--Se toma conocimiento.



Con el segundo solicita el acuerdo del Senado para nombrar comisionados integrantes del Consejo de la Comisión para el Mercado Financiero a los señores Kevin Cowan Logan, Mauricio Larraín Errázuriz, señora Rosario Celedón Förster y señor Christian Larraín Pizarro, por los períodos que indica (boletín N° S 1.941-05), haciendo presente para su tramitación la urgencia del inciso segundo del N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Hacienda.



De la Honorable Cámara de Diputados:


Comunica que ha aprobado, con las enmiendas que indica, el proyecto despachado por el Senado que modifica el artículo 37 de la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, a fin de establecer nuevas obligaciones a los proveedores de crédito y a las empresas de cobranza extrajudicial (boletín N° 10.226-03) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Economía.



De la Excelentísima Corte Suprema:


Emite su parecer, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, sobre el proyecto de ley que modifica el Código Civil en lo relativo a la revisión judicial de contratos civiles y mercantiles, en los casos que indica (boletín Nº 11.204-07).



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Expide copia de la sentencia definitiva pronunciada en el control de constitucionalidad del proyecto de ley sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía (boletín N° 6.499-11).



--Se toma conocimiento y se mandó comunicar a Su Excelencia la Presidenta de la República.



Remite copia de las sentencias pronunciadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las siguientes normas:



-Inciso 1° del artículo 470 del Código del Trabajo.



-Inciso primero del artículo 7 de la ley N° 19.946, que modifica la Ley Austral en materia de crédito tributario y establece la ampliación de la zona franca de extensión de Punta Arenas a la Región de Aisén para bienes de capital.



-Inciso segundo del artículo 768 del Código de Procedimiento Civil.



-Artículo 8, numeral 9°, segundo párrafo, parte final, de la ley N° 18.101, que fija normas especiales sobre arrendamiento de predios urbanos.


-Artículos 19, inciso segundo, del Código de Procedimiento Civil y 370 del Código Procesal Penal.



--Se manda archivar los documentos.



Adjunta diversas resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las siguientes disposiciones:



-Artículos 43 y 450, inciso primero, del Código de Procedimiento Penal.



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y del inciso segundo del artículo 17 B de la ley N° 17.798, sobre control de armas.



--Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Contralor General de la República:


Responde inquietud, planteada en nombre del Senador señor García, acerca de la situación funcionaria del ex Director de Vialidad de La Araucanía y del estado de las investigaciones iniciadas en su contra.



Del señor Fiscal Nacional (s) del Ministerio Público:


Atiende solicitud, expresada en nombre del Senador señor Navarro, para nombrar un fiscal especial que investigue la muerte de las personas individualizadas en la comuna de Los Sauces, Región de La Araucanía.



Del señor Ministro de Defensa Nacional:


Remite respuesta a solicitudes, enviadas en nombre del Senador señor De Urresti, sobre las siguientes materias:



-Autorizaciones para la extracción de áridos desde los ríos San Pedro y Quinchilca, en la comuna de Los Lagos. 



-Antecedentes sobre la eventual autorización otorgada a la empresa Océanos para fertilizar las costas del país con hierro.



Del señor Ministro de Hacienda:


Adjunta antecedentes sobre los presupuestos asignados, en los períodos indicados, al Fondo de Administración Pesquero; materia consultada en nombre del Senador señor Chahuán. 



Del señor Ministro de Obras Públicas:


Contesta peticiones de información, manifestadas en nombre del Senador señor Chahuán, en relación con los siguientes asuntos:



-Inicio de las obras de resalto y señalética en la Ruta E-39 de La Ligua, en los sectores de “La Chimba”, “Placilla” y “Quínquimo”.



-Razón del término anticipado del contrato de la persona individualizada, que se desempeñaba como profesional en la Dirección de Obras Hidráulicas.



Da respuesta a peticiones, expresadas en nombre del Senador señor Horvath, acerca de:



-La constitución de una mesa de trabajo para materializar la construcción de un recinto penitenciario modelo para Coyhaique.



-La participación del Cuerpo Militar del Trabajo en la ejecución de ciertas obras en la Región de Magallanes.



Envía información del Plan Nacional de Accesibilidad Vial Portuaria para el año 2017; materia consultada en nombre del Senador señor Navarro.



Anexa antecedentes, solicitados en nombre del Senador señor De Urresti, acerca del número de arranques necesarios para el comité de agua potable rural de Las Gaviotas, en la ciudad de Valdivia.



Remite datos relativos al estado de la construcción de la autopista en el tramo Carmen Alto-Calama; materia consultada en nombre del Senador señor Araya.



Informa sobre el estado de avance del proyecto de doble vía de la ruta Freire-Villarrica; consulta formulada en nombre del Senador señor García. 



Adjunta antecedentes, ante petición expresada en nombre del Senador señor Pérez Varela, sobre los recursos contemplados en la Ley de Presupuestos del Sector Público año 2017, para el programa de “Agua Potable Rural”, en cuanto a estudios de pre-factibilidad, factibilidad y diseños. 



Envía respuesta a consulta, expedida en nombre del Senador señor Bianchi, acerca del estado de los proyectos individualizados de la Región de Magallanes.



De la señora Ministra de Salud:


Responde inquietud, planteada en nombre del Senador señor Matta, sobre las medidas y políticas de atención de enfermedades mentales, especialmente en jóvenes, y acerca de la tramitación de una iniciativa legal sobre apoyo a la salud mental.



Informa sobre la fiscalización del comercio de pescados y mariscos a nivel nacional, además de los protocolos aplicados y denuncias recibidas; consulta formulada en nombre del Senador señor Navarro.



Contesta consulta, expresada en nombre del Senador señor Chahuán, acerca de las medidas adoptadas para impedir que el sector de Lajarilla en Reñaca Alto de Viña del Mar se utilice como vertedero ilegal.



Envía datos reservados sobre situación de salud de la persona individualizada; consulta efectuada en nombre del Senador señor Prokurica.



Del señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo:


Responde requerimiento, formulado en nombre de la Senadora señora Von Baer, para incorporar a la Unión de Funcionarios Municipales de Chile al Directorio de la Academia de Capacitación Municipal y Regional.



De la señora Subsecretaria de Derechos Humanos:


Remite respuesta a solicitud, enviada en nombre del Senador señor Horvath, para la instalación de una unidad regional del Instituto Nacional de Derechos Humanos en la Región de Aisén. 



Del señor Subsecretario de Pesca y Acuicultura:


Da respuesta a planteamiento sobre revisión y actualización del listado de titulares de la asignación artesanal de la especie merluza austral en la Región de Magallanes, para permitir el ingreso de nuevos actores de la provincia de Última Esperanza; petición formulada en nombre del Senador señor Bianchi.



Del señor Superintendente de Seguridad Social:


Absuelve requerimiento, expedido en nombre del Senador señor Navarro, acerca de la situación laboral de los trabajadores de la empresa de alimentos Fruna Ltda.



Del señor Superintendente del Medio Ambiente:


Atiende preocupación, manifestada en nombre del Senador señor De Urresti, en relación con las medidas adoptadas ante la denuncia efectuada por la comunidad indígena Riñinhue de Pargua debido a la destrucción de un humedal por parte de la Piscicultura Pargua. 



Del señor Intendente del Biobío:


Entrega respuesta respecto del estudio de ingeniería del proyecto de toma de aguas por medio de punteras para el poblado de Rancho Grande, sector San Carlitos, en la comuna de Tomé; consulta realizada en nombre del Senador señor Navarro.



Del señor Intendente y Ejecutivo del Gobierno Regional de La Araucanía:


Adjunta antecedentes relativos al estado en que se encuentra la ejecución del convenio Gore-Vialidad para asfaltar el camino ubicado en el sector Quechocahuín Bajo; materia consultada en nombre del Senador señor García.



Del señor Alcalde de Corral:


Envía información, solicitada en nombre del Senador señor De Urresti, en relación con las indagatorias realizadas por el Ministerio de Obras Públicas por presuntos daños patrimoniales y hallazgos arqueológicos en las cercanías del Fuerte Corral, en el proyecto “Muro de Contención Castillo San Sebastián de la Cruz de Corral”.



Del señor Alcalde de San Fabián:


Emite opinión en relación con el anuncio realizado por la empresa eléctrica La Puntilla sobre el aplazamiento de la puesta en marcha del proyecto “Central Ñuble de Pasada”, hasta el año 2022; materia consultada en nombre del Senador señor Navarro. 



Del señor Alcalde de Tomé:


Responde solicitudes, expresadas en nombre del Senador señor Navarro, para informar sobre lo siguiente:



-Presupuesto estipulado para el desarrollo del proyecto de luminaria pública del camino rural del sector San Carlitos hacia Rancho Grande y las denuncias por hechos delictuales recibidas en el último año en dicho sector.



-Estudio de ingeniería del proyecto de toma de aguas por medio de punteras para el poblado de Rancho Grande, sector San Carlitos, en la comuna de Tomé.



Del señor Director del Servicio Electoral:


Remite cronograma electoral para las elecciones presidencial, parlamentaria y de consejeros regionales 2017.



Del señor Director Nacional del Servicio Civil:


Informa sobre los procesos de selección para los cargos que indica en el Servicio Nacional de Aduanas; materia consultada en nombre del Senador señor Navarro.



Del señor Director del Servicio Electoral:


Entrega antecedentes requeridos, en nombre del Senador señor Navarro, acerca de las medidas que se adoptarán para permitir que los reos voten en las próximas elecciones, y el número de la población penal de cada recinto carcelario que cumple con los requisitos para ejercer este derecho. 



Del señor Director Nacional del Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura:


Anexa datos sobre las medidas adoptadas ante la denuncia efectuada por la comunidad indígena Riñinhue de Pargua, respecto a la destrucción de un humedal por parte de la Piscicultura Pargua que está interviniendo el río que desemboca en la bahía Tique; materia consultada en nombre del Senador señor De Urresti.



Del señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero:


Atiende petición, expresada en nombre del Senador señor Navarro, para informar sobre la tasa de mortalidad de las abejas causada por enfermedades y uso de pesticidas en los últimos cincos años.



Del señor Director del Instituto de Salud Pública de Chile:


Remite respuesta a solicitud de información, expedida en nombre del Senador señor Navarro, acerca de la vigilancia de elementos disruptores endocrinos.



Del señor Director General de Aeronáutica Civil:


Responde inquietud, planteada en nombre del Senador señor Horvath, sobre la posibilidad de proveer de combustible a las aeronaves en el aeropuerto de Mocopulli, en la ciudad de Castro, especialmente para situaciones de emergencia y para asegurar una buena operación aérea en las Regiones de Los Lagos y de Aisén.



Del señor Director del SERVIU de la Región del Maule:


Adjunta datos sobre la situación en que se encuentra el terreno donde se emplaza la sede social de la Unión Comunal de Juntas de Vecinos de Chanco; materia requerida en nombre del Senador señor Matta.



Del señor Director Regional (s) del Instituto Nacional de Deportes del Maule:


Atiende preocupación, manifestada en nombre del Senador señor Matta, para otorgar un nuevo comodato, por el período indicado, al Club de Rayuela Estadio, de la comuna de Cauquenes.



De la señora Fiscal Regional de Los Ríos:


Da respuesta a preocupación, manifestada en nombre del Senador señor De Urresti, sobre el sumario administrativo y la investigación penal que desde el año 2014 lleva adelante la Fiscalía por la sustracción de barrotes de celdas, puertas y techumbres desde la ex cárcel de Valdivia.



Del señor Secretario General de Carabineros:


Contesta peticiones de información, formuladas en nombre del Senador señor Navarro, acerca de los siguientes asuntos:



-Controles carreteros efectuados en la Ruta 5 Sur, entre Castro y Quellón, desde el año 2016 a la fecha.



-Particulares armados que realizarían controles de identidad a mapuches en la comuna de Tirúa.



-Acciones realizadas en el marco de la campaña “Todos Somos Peatones” que comenzará a implementarse en la Región del Biobío.



Del señor Presidente Ejecutivo de Codelco:


Atiende preocupación, manifestada en nombre del Senador señor Navarro, en relación con los planes específicos y los montos que se requieren para diversificar la producción de litio. 



Del señor Presidente del Banco del Estado:


Informa respecto a la posibilidad de disponer que un funcionario concurra al domicilio de la persona individualizada en la ciudad de Temuco, a efectos de entregarle la suma que tiene ahorrada para los fines allí descritos; consulta realizada en nombre del Senador señor García.



Del señor Coordinador Médico del Departamento de Licencias Médicas de la Superintendencia de Seguridad Social:


Contesta petición de información, manifestada en nombre del Senador señor Navarro, con relación a los plazos establecidos en la ley o en circulares para dar respuesta a una reclamación o apelación de la calificación de una licencia médica.



Del señor Gerente Zonal de Atacama de la Empresa Eléctrica de Atacama (EMELAT):


Entrega datos acerca del estado de las cuentas de los servicios de los municipios de la Región de Atacama; materia consultada en nombre del Senador señor Prokurica.



Del señor Gerente General de la Empresa Portuaria de Valparaíso:


Envía información, consultada en nombre del Senador señor Chahuán, sobre el eventual pago por el importe de la concesión que efectuaría la empresa concesionaria Zona de Extensión de Apoyo Logístico de Valparaíso.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión de Minería y Energía, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea un mecanismo de estabilización del precio del cobre para la pequeña minería (boletín N° 10.995-08) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 3).



Dos de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaídos en los siguientes asuntos:



-Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que instituye el primer sábado de septiembre de cada año como el “Día Nacional del Circo Chileno” (boletín N° 10.662-24) (Véase en los Anexos, documento 4).



-Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que establece el 19 de marzo como el “Día del Maestro Obrero Constructor” (boletín Nº 11.221-04) (Véase en los Anexos, documento 5).



--Quedan para tabla. 

Mociones



De los Senadores señores Quintana, señora Muñoz y señores De Urresti, Navarro y Quinteros, con la que inician un proyecto de reforma a la Constitución Política de la República con el objeto de reconocer a los pueblos originarios y garantizarles cargos de diputados y senadores (boletín Nº 11.289-07) (Véase en los Anexos, documento 6).



De los Senadores señores Walker (don Patricio), Girardi y Zaldívar, con la que inician un proyecto que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, con el objetivo de promover la participación ciudadana en el proceso legislativo (boletín Nº 11.291-07) (Véase en los Anexos, documento 7).



De los Senadores señores Walker (don Patricio), Girardi y Zaldívar, con la que dan inicio a un proyecto que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, a fin de establecer la obligación para los senadores y diputados de rendir una cuenta pública individual (boletín Nº 11.292-07) (Véase en los Anexos, documento 8).



--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Senadores señor Montes, señora Von Baer y señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar, con la que dan comienzo a un proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales con el objetivo de simplificar el procedimiento de calificación de las elecciones de las juntas de vecinos y organizaciones comunitarias (boletín Nº 11.293-06) (Véase en los Anexos, documento 9).



--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Del Senador señor Chahuán, con la que inicia un proyecto que modifica el artículo 194 de la Ley de Tránsito, respecto de la sanción aplicable al conductor que maneje un vehículo que requiera tener una licencia profesional determinada, sin cumplir esta exigencia (boletín Nº 11.308-15) (Véase en los Anexos, documento 10).



--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

Declaración de inadmisibilidad



Moción del Senador señor Navarro, para la creación del Ministerio de Gestión del Riesgo de Desastres y Emergencias.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, conforme lo dispone el inciso cuarto, número 2°, del artículo 65 de la Constitución Política.

Comunicaciones



De los Senadores señores Chahuán y Ossandón, mediante la cual informan que este último dejará de integrar el Comité Partido Renovación Nacional a contar del 1 de julio del presente año.



De los Senadores señora Pérez San Martín y señor Ossandón, por la cual comunican que este último integrará el Comité Independientes y Partido Amplitud a contar del 1 de julio de 2017.



--Se toma conocimiento.

Solicitud de permiso constitucional



De la Senadora señora Goic, para ausentarse del país a contar del día de hoy.



--Se accede a lo solicitado.


El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la Cuenta.
ACUERDOS DE COMITÉS
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señoras y señores Senadores, los Comités adoptaron hoy los siguientes acuerdos:



1.- Remitir a la Comisión de Hacienda el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que perfecciona la justicia tributaria y aduanera (boletín Nº 9.892-07), para la elaboración de un informe complementario, autorizándola a que informe mediante certificado, y tratar dicha iniciativa en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana, miércoles 5 de julio.



2.- Analizar en el tercer lugar de la tabla de la sesión de hoy el asunto signado con el número 5, esto es, el proyecto de ley iniciado en moción de los Senadores señora Pérez San Martín y señor Tuma, en primer trámite constitucional, que modifica el artículo 54 bis de la Ley General de Cooperativas en lo relativo al límite de descuentos voluntarios a favor de cooperativas (boletín Nº 11.199-03).


3.- Autorizar a la Comisión de Defensa Nacional para discutir en general y en particular durante el primer informe el proyecto que modifica el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas y la Ley Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, para efectos de aumentar el plazo de prescripción de la acción disciplinaria en el caso de los funcionarios de dichas instituciones (boletín N° 10.623-02).



4.- Citar a sesión especial para el próximo miércoles 12 de julio, a las 15:30, a fin de conocer el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar comisionados integrantes del Consejo de la Comisión para el Mercado Financiero a los señores Kevin Cowan Logan, Mauricio Larraín Errázuriz, señora Rosario Celedón Förster y señor Christian Larraín Pizarro, por los períodos que indica (boletín Nº S 1.941-05).



Nada más, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Gracias, señor Secretario.

)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Pido autorización para que pueda ingresar a la Sala la Subsecretaria del Ministerio de Desarrollo Social, señora Heidi Berner.



--Se accede.
V. ORDEN DEL DÍA
CREACIÓN DE SUBSECRETARÍA DE LA NIÑEZ
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Corresponde continuar la discusión en particular del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que otorga nuevas atribuciones al Ministerio de Desarrollo Social en materia de niñez y crea la Subsecretaría de la Niñez, dependiente de ese Ministerio, con segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización e informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (10.314-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En primer trámite: sesión 55ª, en 29 de septiembre de 2015 (se da cuenta).


Informes de Comisión:


Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 33ª, en 20 de julio de 2016.



Gobierno, Descentralización y Regionalización (nuevo): sesión 88ª, en 8 de marzo de 2017.



Gobierno, Descentralización y Regionalización (segundo): sesión 24ª, en 20 de junio de 2017.



Hacienda: sesión 24ª, en 20 de junio de 2017.



Discusión:



Sesiones 2ª, en 15 de marzo de 2017 (se aprueba en general); 25ª, en 21 de junio de 2017 (quedan pendientes la discusión y la votación particular de los números 1), 3) y 5) del artículo primero transitorio). 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Cabe hacer presente que en sesión de fecha 21 de junio la Senadora señora Von Baer solicitó votación separada de las siguientes disposiciones del artículo primero transitorio:



-En el numeral 1), párrafo primero, la frase “los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos” (página 20 del boletín comparado).



-Del numeral 3) (página 23).



-Del numeral 5) (página 24).



Las referidas normas son de rango orgánico constitucional y requieren para su aprobación 21 votos favorables.



Ruego a Sus Señorías dirigirse a la página 20 del texto comparado, donde aparece el artículo primero transitorio -en realidad, comienza en la página anterior- y respecto del cual se ha pedido votación separada, en el número 1), de la frase “los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos”. 



Esa disposición hace referencia a la planta de personal de la Subsecretaría de la Niñez.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra la Honorable señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, voy a explicar la votación separada que hemos pedido.



Aquí lo que se está haciendo es facultar al Presidente de la República para que, a través de decretos con fuerza de ley, dicte normas que debieran dictarse mediante leyes.



Explico.



Con respecto a la fijación de las plantas del personal de la Subsecretaría de la Niñez, la disposición señala que se establecerán por decretos con fuerza de ley “los requisitos generales y específicos para el ingreso y la promoción de dichos cargos”. Sin embargo, con el Senador Espina hicimos reserva de constitucionalidad sobre ese punto, porque no se puede delegar la facultad constitucional contemplada en el artículo 19, número 17°, de la Carta Fundamental, que dice: “La admisión a todas las funciones y empleos públicos, sin otros requisitos que los que impongan la Constitución y las leyes.”.



O sea, el establecimiento de requisitos generales y específicos para el ingreso a las plantas de la Subsecretaría de la Niñez no se puede realizar a través de un decreto con fuerza de ley; se tiene que hacer mediante la dictación de una ley. 



No obstante, aquí se está entregando todo a la discrecionalidad del Ejecutivo de turno y, por lo tanto, se vulnera el artículo 19, número 17°, de la Constitución, que -como indiqué- dispone específicamente que los requisitos generales para ingresar a las funciones y al empleo público deben establecerse por ley.



En consecuencia, señor Presidente, por creer que en este número se está vulnerando la Carta Fundamental, hemos pedido votación separada y, adicionalmente, hacemos reserva de constitucionalidad.



Gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, ¿podría el señor Secretario señalarme cuál es el artículo de la Constitución que determina que las plantas tienen que ser fijadas por ley?



Lo pregunto porque me parece que este es un tema bien importante al momento de adoptar una resolución. 



Aquí está en juego una cuestión bien de fondo, señor Presidente -lo digo teniendo presente que usted ha presidido dos veces el Senado, por lo que me gustaría conocer su opinión-, y nunca tomamos la decisión que a mi juicio es la correcta. 



La verdad es que algunos señores Senadores no le dan mucha importancia a este tema, pero es crucial para nosotros: estamos estableciendo un precedente desde hace muchos años conforme al cual las plantas pueden ser fijadas por el Gobierno sin que su estructura pase por el Congreso -no me estoy refiriendo a los detalles-, no obstante que el artículo pertinente señala en forma expresa -en este momento no lo encuentro, pero lo alegamos en la Comisión- que ello debe realizarse mediante ley.



Este, entre paréntesis, es un problema del Gobierno actual, del pasado y también del anterior. Recuerdo que el Senador Viera-Gallo dio en su época -fue el primero en hacerlo- duras batallas con varios colegas sosteniendo que era inconstitucional establecer que las plantas pueden ser hechas exclusivamente por el Gobierno mediante decreto con fuerza de ley, al margen del Congreso. 



Esta es una cosa increíble: ¡Fíjense que el Gobierno tiene facultad para establecer la planta que se le ocurra! Es decir, nosotros aprobamos la creación de la Subsecretaría de la Niñez, por ejemplo, y el Gobierno, cualquiera que sea, puede fijar la planta a su libre albedrío: los cargos que quiere, las direcciones que quiere, los puestos que quiere. 



Tengan presente que ustedes el día de mañana pueden ser oposición.



Yo sostengo que esto es una arbitrariedad enorme y es inconstitucional.



No he logrado encontrar el artículo que lo señala, pero hay una norma expresa sobre el particular -la está buscando el señor Secretario- donde se consigna que esto debe ser materia de ley. Sin embargo, lo otro se ha hecho una costumbre.



En consecuencia, voy a hacer reserva de constitucionalidad en el mismo sentido argumentado por la Senadora Von Baer.



¡Miren! Acaba de encontrar el precepto el Secretario de la Comisión de Gobierno. Fue más rápido que todos nosotros. El artículo 38 de la Constitución dispone que “Una ley orgánica constitucional determinará la organización básica de la Administración Pública, garantizará la carrera funcionaria y los principios de carácter técnico y profesional en que deba fundarse, y asegurará tanto la igualdad de oportunidades de ingreso a ella como la capacitación y el perfeccionamiento de sus integrantes”. Habla de una ley orgánica constitucional. Por tanto, es una ley la que debe establecer cómo se fijan las plantas.



Aquí los Senadores están abdicando de un derecho básico. El día de mañana cualquier gobierno les podrá señalar: “En un decreto con fuerza de ley yo voy a fijar la planta a mi pinta”. Claro, el gobierno de turno lo encontrará fantástico, pero ¿qué haremos los Senadores? La Subsecretaría de la Niñez se trabajó seriamente, y resulta que ahora no hay nada que decir con respecto a cómo se compone su planta.



Me parece un profundo error, y además es inconstitucional. 



Este es un tema que se ha debatido durante mucho tiempo y no podemos abdicar de un deber constitucional. Yo no digo que fijemos el detalle de cada cargo, pero sí el esquema de la planta, el número de direcciones, la forma como se va a configurar la Subsecretaría. ¿Se va a constituir en regiones? ¿Va a tener al menos un representante en ellas, o nos da lo mismo que exista o no un representante? Se habla de regionalización, de traspaso de competencias, y me gustaría saber cuántos de estos cargos van a estar fuera de Santiago. Claro, esta noticia no vende, pero cuántos representantes habrá en regiones, cuánto de esto no será simplemente una institucionalidad centralista para que la Subsecretaría de la Niñez, que deberá trabajar con los menores, no termine sin presencia en ellas.



Por eso, señor Presidente, hago reserva de constitucionalidad y voto en contra de esta norma.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, muchas veces hemos escuchado a un colega que se sienta dos filas más abajo referirse a un excesivo presidencialismo. Incluso usa otro concepto y habla de “monarquía” en esta materia. Y lo cierto es que hay determinadas atribuciones que sí son del Congreso y otras que pueden delegarse.



Yo asumo mi responsabilidad, en tanto miembro de la Comisión de Infancia, por haber dejado pasar esto. Sin embargo, leyendo en detalle el artículo primero transitorio, entiendo que quiere resguardar los derechos de los funcionarios que van a ser traspasados a la Subsecretaría de la Niñez. Eso está bien. Creo que la ley debe resguardar cierta continuidad en los derechos de quienes van a ser traspasados al órgano que se crea.



Sin embargo, si uno mira con detenimiento la redacción de su numeral 1), comprueba que presenta cierta ambigüedad en un tema que ha sido motivo de discusión, no solo en este sino en muchos gobiernos.



Quiero recordar que la Sala ya había adoptado un criterio al respecto. A mi juicio, cuando se delega la fijación de “los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos”, se está yendo más allá de lo que es posible delegar. Por eso, yo invitaría al Ejecutivo a repensar los términos del numeral.



Este es un debate antiguo. Desde hace algunos gobiernos -lo quiero decir porque durante muchos años no se procedió así-, se ha querido obviar de parte de la Dirección de Presupuestos el sincerar la estructura de las plantas o por lo menos sus requisitos básicos: cuántos funcionarios van a ser administrativos, cuántos técnicos, cuántos profesionales, cuáles serán las funciones.



En esta materia, señor Presidente, yo no voy a entrar a la discusión de fondo en cuanto a si el precepto es constitucional o no. En mi opinión, hay un área de discusión ahí. Pero es poco prudente -voy a decirlo de esta forma-, porque las otras normas de defensa de los derechos de los trabajadores están bien.



Por lo tanto, le sugiero al Ejecutivo reflexionar sobre cómo se está procediendo en este punto, porque algunas de las atribuciones que está pidiendo son excesivas para lo que debe ser una buena convivencia entre dos Poderes del Estado. Creo que lo mejor sería que recogiera el guante para evitar que, a renglón seguido, le posterguen la votación del proyecto.



Conociendo nuestros hábitos y costumbres, me parece que sería bueno dejar pendiente el pronunciamiento sobre el numeral l) del artículo primero transitorio, hasta ver si se puede fijar algún criterio de mejor convivencia en cuanto a cómo abordar esta materia.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, considero que la discusión que se ha planteado es bastante interesante y, tal como han indicado la Senadora Von Baer y el Senador Espina, es muy importante que nos pongamos de acuerdo en el punto para evitar problemas posteriores.



Es cierto que muchas veces hemos entregado facultades al Ejecutivo para la fijación de la planta de funcionarios de determinado servicio, de determinada repartición pública. 

El señor LETELIER.- ¡Encasillamiento!

El señor GARCÍA.- Lo hemos hecho muchas veces. El asunto es que, en esta oportunidad, no solo lo estamos facultando para fijar la planta, sino también para establecer “los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos”, concretamente en las plantas de personal de la Subsecretaría de la Niñez. Repito: para establecer “los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos”.



La discusión que se plantea es si aquello no representa una modificación a la norma del artículo 38 de la Constitución, que dispone que los requisitos para ingresar a la Administración Pública deben estar contenidos en una ley orgánica constitucional. Específicamente expresa: “Una ley orgánica constitucional determinará la organización básica de la Administración Pública, garantizará la carrera funcionaria (…)”. ¡“Garantizará la carrera funcionaria”!



Entonces, fijar mediante decreto “los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos”, ¿puede hacerse sin afectar la ley orgánica constitucional que determina la organización básica de la Administración Pública?



Es un debate muy, muy interesante, en mi opinión.



Y concluyo diciendo simplemente lo siguiente.



Creo que la Mesa debe resolver si el número 1) del artículo primero transitorio es de rango orgánico constitucional, pues, de serlo -la Senadora Von Baer me señala que así es-, claramente se incurriría en el vicio que aquí se ha mencionado y estaríamos faltando a nuestro ordenamiento institucional, por lo que no deberíamos aprobarlo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, recogiendo lo planteado por el Senador Letelier, deseo aclarar que nosotros no pedimos votación separada del artículo completo, sino solo de la frase “los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos”.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Solamente de esa frase?

La señora VON BAER.- Sí.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Conforme.



Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, en nombre del Comité Socialista, pido aplazamiento de la votación para que pueda revisarse la norma.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Por pedirlo un Comité, queda aplazada la votación. Y les pido al Ministro y a los Senadores que revisen la disposición porque, efectivamente, tiene un tema que podría llevar a una discusión sobre su constitucionalidad. La frase transcrita podría significar que fuera de rango orgánico constitucional, por lo que, en aplicación del artículo 64 de la Constitución, no sería posible su delegación. Así se lo he hecho ver al señor Ministro, a objeto de que revise la disposición.


Por lo tanto, queda aplazada la votación.


--Queda aplazada la votación relativa al número 1). 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- En segundo lugar, se pidió votación separada para el número 3) del artículo primero transitorio (página 23 del comparado), que dice: “3) Determinar la dotación máxima del personal de la Subsecretaría de la Niñez, a cuyo respecto no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo”.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.-  Señor Presidente, cuando uno lee que “no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004”, queda con la sensación de que no es tan importante que dicha disposición rija. Sin embargo, ella establece que “El número de funcionarios a contrata de una institución no podrá exceder de una cantidad equivalente al veinte por ciento del total de los cargos de la planta de personal de ésta”. 



Por lo tanto, lo que está planteando el Ejecutivo es que, en el caso de la Subsecretaría de la Niñez, sí se podrá exceder tal porcentaje. Siempre hemos expresado que resulta importante que no se exceda el 20 por ciento de funcionarios a contrata en una institución. Y aquí, explícitamente, el proyecto borra dicha determinación. O sea, el Ejecutivo está anunciando abiertamente que se podrá exceder el 20 por ciento de funcionarios a contrata. 



En nuestra opinión, no es posible seguir precarizando el trabajo en el Estado. Estamos creando una institución nueva, estamos diciendo que va a ser potente, que se va a preocupar por los niños, pero en los artículos transitorios advertimos que, a pesar de que va a ser una institución potente, etcétera, podrá tener sobre 20 por ciento de funcionarios a contrata.



Consideramos que eso no puede ser. Nosotros, como Congreso, como Senado, no podemos avalar, con nuestro voto, que se borre el límite de trabajadores en esa calidad dentro de una institución.




Como me dice el Senador Prokurica, si apoyamos al Ejecutivo en esta materia, estaremos precarizando el trabajo de los funcionarios públicos. Por eso hemos pedido votación separada y esperamos que los Senadores y las Senadoras nos acompañen y entre todos defendamos el decreto con fuerza de ley N° 29, del año 2004, que establece que en una institución pública el número de funcionarios a contrata no puede exceder el 20 por ciento del total de los cargos de planta.



--(Aplausos en tribunas). 



Es bastante increíble que el Ejecutivo intente, de manera explícita, borrar dicho límite en un proyecto de ley.


Por eso, hemos pedido votación separada y esperamos que los colegas nos acompañen votando en contra del número 3).





He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir a continuación el Senador señor  Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, al escuchar la opinión de la Senadora que me antecedió en el uso de la palabra, uno recuerda que en esta misma Sala, hace exactamente tres años, todos los proyectos que se aprobaron en el Gobierno de Sebastián Piñera contaban con la más absoluta y discrecional libertad para fijar las plantas.



Yo reclamé en esta Sala diez veces, veinte veces, porque el Senado le concedió fijar las plantas a su absoluto criterio, o descriterio. No existía el límite del llamado “80-20”. Se le dio libertad absoluta y además se instauró una glosa en la Ley de Presupuestos que año a año establecía la más completa discrecionalidad del Ejecutivo para fijar las plantas como lo estimara pertinente, violando flagrantemente el límite dispuesto por la ley.


Seamos claros: este es un criterio que ha sido violado por todos los gobiernos. Y debiera haber un mecanismo mediante el cual, junto con los Senadores que nos piden votar a favor o en contra, asumiéramos un compromiso.



Efectivamente, yo no estoy disponible para ninguna reforma más a esta precaria, decadente y maloliente Constitución. 



Del mismo modo, no estoy disponible para seguir aprobando bonos que no signifiquen cotización adicional a la remuneración, de tal manera que se imponga por dicha bonificación y no siga aumentando el déficit previsional de los trabajadores.



Y, en este caso, tampoco estoy disponible para permitir un mayor porcentaje de funcionarios a contrata que implique elevar la precariedad de los trabajadores dentro de las instituciones estatales. 


El Estado, que es un mal empleador  -lo hemos dicho siempre, en el Gobierno que sea- y que ha diseñado políticas para pasar al personal a honorarios a la calidad de contrata, no puede pretender aumentar infinitamente los funcionarios en esta última condición. Hay servicios que tienen a más del 95 por ciento de sus trabajadores a contrata, entre ellos la Alta Dirección Pública, que evalúa a las personas que postulan a importantes cargos del Gobierno.



Es por eso que pido coherencia en aquello. Comparto la idea de no seguir aumentando la precariedad del trabajo de los servidores  públicos. Y me gustaría saber si el Ejecutivo -está el Ministro de Desarrollo Social- nos puede ilustrar en esta materia.



Entiendo que se quiere avanzar en un organismo tan importante como es la Subsecretaría de la Niñez, pero no es posible precarizar el trabajo de los funcionarios públicos cuando en el SENAME el efecto de este fenómeno hace que el 25 por ciento de su personal se encuentre con licencia médica. Es decir, de sus 4 mil empleados, hay mil que cada día no asisten a trabajar por estar en precarias condiciones de salud o de vulnerabilidad. Lo anterior da cuenta de que la institucionalidad del Servicio Nacional de Menores no logra proteger a los niños y mucho menos a sus trabajadores.



Por lo tanto, eso no lo podemos repetir en una legislación que busca superar tal problema y establecer una verdadera protección para la niñez. La situación del personal de planta es muy importante: funcionarios que estén mal pagados, que sean maltratados, no van a poder ejercer las labores que buscamos en defensa de los niños.



Compartiendo el criterio, quiero decir que estamos frente a una práctica permanente de todos los Gobiernos. Y espero que en este proyecto podamos superarla. Por eso, me gustaría escuchar la opinión del señor Ministro respecto de cómo se abordará esta materia. 



Cada vez que se plantea la creación o la modificación de un servicio o un ministerio -en este momento se está discutiendo, a propósito del Servicio Nacional de la Biodiversidad, la situación de los guardabosques, de los guardaparques, y la inexistencia de una CONAF pública-, se presenta el tema de que el Estado debe tener el tamaño necesario para ordenar a la sociedad, para que no sea el mercado el que controle todo, y poder contar con una adecuada regulación y fiscalización. En este caso, se requiere que tenga el tamaño indispensable para brindar un buen servicio de protección de la niñez: en la Defensoría, en la Subsecretaría y en todos los organismos que estamos creando para poder proteger, de una vez por todas, a los niños más vulnerables, ya que el Estado es el responsable de su abandono.



Es cierto que el Gobierno ha avanzado -y en esto debiera haber consenso total- al crear esta institucionalidad, pero ella debe presentar fortalezas y no fomentar la precariedad.



Antes de tomar cualquier decisión de voto, señor Presidente, me gustaría que el Ejecutivo -felicito al Ministro de Desarrollo Social por estar en la Sala, porque la presencia de los Secretarios de Estado se está volviendo rara aquí: vienen poco- nos diera su opinión sobre el particular.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No tengo inconveniente en cederle la palabra al señor Ministro, pero primero debe solicitarla.



A continuación, puede intervenir el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, me sigue resultando, ya no penoso, sino irritante, volver a constatar, una vez más, cómo el Estado es un muy mal empleador. Lo hemos denunciado largamente. Sin embargo, hay Senadores que cuando yo señalo que el Estado es uno de los peores empleadores, dicen que miento. Pero qué mayor constatación que esta: un Ministerio de Desarrollo Social que precariza absolutamente la situación laboral de quienes ejercerán allí una importante función.



Y no solo eso, señor Presidente.



En la medida en que aprobemos el número 3), lo que haremos será, en primer lugar, estar haciéndonos parte de la precarización laboral en que se encuentran mujeres y hombres que trabajan para nuestro Estado, y, en segundo lugar, precarizando absolutamente la situación en que se van a jubilar el día de mañana.



¡Ni siquiera se da cumplimiento a la norma denominada “80-20”!



¡Efectivamente, hay instituciones, servicios en los cuales casi el cien por ciento se encuentra en una figura de absoluta desprotección en lo laboral, sin posibilidades de tener resguardos en materia de salud, en materia de vacaciones, en materias previsionales!



Entonces, excúseme, señor Presidente, si uno debe tener consecuencia entre lo que dice y lo que hace, a mí me resulta imposible votar a favor de esta norma. ¡No es posible! Porque, al hacerlo, estamos precarizando absolutamente la situación laboral.



¡Cómo el Ejecutivo, cómo el Estado no tiene la capacidad de asumir que efectivamente las plantas han crecido! ¡Se necesita de estas funcionarias, se necesita de estos funcionarios! ¡Se necesita que el Estado entregue empleabilidad dando el primer ejemplo, y no en esta condición!



Por lo tanto, en un acto de consecuencia, yo no puedo votar favorablemente. Más aún entendiendo que a través del Ministerio de Desarrollo Social estamos abordando una labor que es fundamental.



El país ha conocido y ha constatado de manera penosa la situación que atraviesan muchos de los niños y niñas vulnerables. Quienes se van a hacer cargo de una labor tan importante como esa se encuentran en una condición laboral extremadamente vulnerable y precaria, y con el voto favorable precisamente profundizamos bastante más esa situación.



Yo quiero un Estado robusto, pero que sea un buen empleador y no que incurra en estas prácticas que atentan contra la estabilidad laboral y el futuro de las pensiones el día de mañana.



--(Aplausos en tribunas).

)-------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Señores Senadores, a petición de su titular, solicito autorización para que la Comisión de Hacienda sesione en paralelo con la Sala por un tiempo breve para despachar un tema relacionado con el proyecto que crea el Ministerio de Cultura.



¿Habría acuerdo?



Acordado.

)-------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor BARRAZA (Ministro de Desarrollo Social).- Señor Presidente, sin perjuicio de que se aplazó la votación del numeral 1) del artículo primero transitorio, me asiste el deber de señalar que no entendemos que dicha norma no se ajuste a constitucionalidad. Insisto en ello. Es una materia que se verá en una próxima sesión. Hago presente que más bien hay fallos del Tribunal Constitucional que refrendan lo que he señalado. Pero me pareció importante dejarlo consignado.



Ahora bien, respecto del numeral 3), específicamente sobre las plantas, lo que se busca con esta norma, podríamos llamar de única vez y de excepción, es proteger el traspaso de los trabajadores que vienen del mismo Ministerio hacia la Subsecretaría de la Niñez. Se trata de una norma de protección. Está lejos de ser una disposición vulneradora. Por lo mismo, deseo mencionar que ese criterio se utilizó para la constitución tanto del Ministerio de Desarrollo Social como de la Subsecretaría de Prevención del Delito, iniciativas que se aprobaron en el anterior Gobierno y que respaldaron la Senadora Von Baer y el Senador Espina.



Me parece que es de justicia señalarlo, toda vez que a nuestro entender no tendría por qué no aplicarse el mismo criterio de protección de los funcionarios que hoy día están en el Ministerio y que pasarían a formar parte de la Subsecretaría de la Niñez.



Gracias, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No hay más inscritos.



En votación el numeral 3) del artículo primero transitorio.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, hago presente que la norma tiene rango orgánico constitucional.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer para fundar el voto.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, en alusión a lo que planteaba el Ministro, efectivamente esta es una norma que en muchas otras ocasiones se ha votado a favor. La pregunta es si eso es correcto o no. Y yo creo que no lo es. Y al igual que en la norma anterior, en que nosotros planteábamos que no le podemos entregar esta materia al Ejecutivo -no lo debiéramos hacer ahora ni después-, pensamos que no es posible apoyar una disposición que dice que se va a borrar el llamado “80-20”. Nosotros tenemos que defenderlo. Constituye una buena norma para el funcionamiento del Estado y para la no precarización de los derechos de los trabajadores.



Por lo tanto, independientemente de lo que plantee el Ministro respecto a si esto ocurrió en otras ocasiones o no, la pregunta que hay que formularse es si esto es correcto o no. Yo pienso que no lo es. Y, dado que no es correcto, nosotros debemos defender la norma conocida como “80-20”.



En tal sentido, invito a los señores Senadores y a las señoras Senadoras a que rechacemos esta parte del proyecto, porque precariza los derechos laborales de los funcionarios públicos.



Por esas razones, señor Presidente, votamos en contra.

El señor BARRAZA (Ministro de Desarrollo Social).- Señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Señor Ministro, está abierta la votación. No puedo ofrecerle la palabra, salvo que usted se haya sentido afectado y quisiera aclarar algunas observaciones que se han formulado.



Tiene la palabra, señor Ministro.

El señor LARRAÍN.- ¿Por qué se podría sentir afectado?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Va a aclarar un punto.

La señora VON BAER.- Yo no le pregunté nada.

El señor LARRAÍN.- Nadie le ha hecho una consulta al Ministro.

El señor COLOMA.- Sea riguroso, señor Presidente. No hay preguntas.

El señor BARRAZA (Ministro de Desarrollo Social).- Gracias, señor Presidente.



¿La calidad del empleo -hablando de empleo decente- es una aspiración de este Gobierno? Por cierto que sí.



No creemos que la calidad del empleo de los funcionarios públicos se resuelva con este proyecto de ley en particular, que es lo que la Senadora Von Baer plantea.



Entendemos que lo que estamos haciendo es precisamente proteger el empleo de los funcionarios que, perteneciendo al Ministerio de Desarrollo Social, se traspasan a la Subsecretaría de la Niñez.



Por lo mismo, así como este criterio ha sido útil para otras institucionalidades que se han creado -entre ellas, la Subsecretaría de Prevención del Delito y el Ministerio de Desarrollo Social-, nos parece que sigue siendo útil como punto de partida para la Subsecretaría de la Niñez.



Gracias, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza el número 3) del artículo primero transitorio del proyecto (12 votos en contra y 9 a favor).



Votaron en contra las señoras Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Bianchi, Coloma, García, García-Huidobro, Hernán Larraín, Navarro, Pérez Varela y Prokurica.



Votaron a favor la señora Muñoz y los señores Araya, Harboe, Montes, Pizarro, Quinteros, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, la última votación separada se refiere al número 5) del artículo primero transitorio, que dice: “Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de la facultad no serán exigibles a los funcionarios que sean traspasados a la Subsecretaría de la Niñez…”.
La señora VON BAER.- Señor Presidente, retiro la petición.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se retira la solicitud de votación separada de la referida disposición, que queda aprobada con el quorum constitucional exigido.



En consecuencia, está pendiente para mañana la disposición respecto de la cual se pidió aplazamiento de la votación.



--Queda pendiente la discusión particular del proyecto.

MARCO NORMATIVO PARA ESTABLECIMIENTO Y ASIGNACIÓN DE CALETAS PESQUERAS ARTESANALES A NIVEL NACIONAL

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula el desarrollo integral y armónico de las caletas pesqueras a nivel nacional y fija normas para su declaración y asignación, con segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura e informe de la Comisión de Hacienda, y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.063-21) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite: sesión 13ª, en 4 de mayo de 2016 (se da cuenta).



Informes de Comisión:



Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura: sesión 47ª, en 7 de septiembre de 2016. 



Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura (segundo): sesión 24ª, en 20 de junio de 2017. 



Hacienda: sesión 24ª, en 20 de junio de 2017.



Discusión:



Sesión 47ª, en 7 de septiembre de 2016 (se aprueba en general). 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general en sesión de 7 de septiembre de 2016.



Ambas Comisiones dejan constancia, para los efectos reglamentarios, de que los artículos 6º, 7º, 8º, 9º, 18, 21, 22, 23, 26 a 31 y 33 permanentes, y los artículos segundo, tercero y quinto transitorios no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones. Esas disposiciones deben darse por aprobadas, salvo que unánimemente se solicite su discusión y votación. 



No obstante, cabe hacer presente que los artículos 18, 21, 23, 26 y 27 permanentes son de quorum calificado, y requieren para su aprobación 19 votos favorables (en este momento se encuentran en la Sala 21 señores Senadores).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para dar por aprobados dichos artículos? 



--Se aprueban reglamentariamente, dejándose constancia de que se reúne el quorum constitucional exigido. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- El mismo quorum (19 votos favorables para su aprobación particular) necesita el artículo 25 permanente, norma de quorum calificado que no tuvo modificaciones en el segundo informe.



Ahora bien, la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura efectuó una enmienda al artículo primero transitorio del texto aprobado en general, que aprobó por unanimidad. 



Por su parte, la Comisión de Hacienda introdujo enmiendas a disposiciones aprobadas en el segundo informe de la Comisión de Pesca: artículos 2°, 3°, 5°, 10, 11, 14, 19, 20 y 24. En todos estos casos, en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado.



Cabe recordar que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión. De las enmiendas unánimes, las recaídas en los artículos 19, 20 y 24 son de quorum calificado y requieren para su aprobación 19 votos favorables.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado donde se transcribe el texto aprobado en general; la enmienda realizada por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, y las modificaciones efectuadas por la Comisión de Hacienda.



Nada más, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Solicito la autorización de la Sala para que ingresen los señores Subsecretario de Pesca y Director del Servicio Nacional de Pesca.



¿Habría acuerdo?



Acordado.

El señor BIANCHI.- ¿Quién va a informar, señor Presidente? 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Su Señoría, ahora corresponde pronunciarnos sobre las enmiendas que fueron aprobadas en forma unánime, y se puede fundar el voto.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, si es necesario informar a la Sala estamos disponibles para ello.

El señor NAVARRO.- ¡Ilústrenos!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Estamos en la discusión particular.

El señor QUINTEROS.- Por eso lo digo, en caso de que quieran recordar de qué trata el proyecto.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se fundamentará el voto.

El señor QUINTEROS.- Hay que tener presente que esta iniciativa fue aprobada por unanimidad en la Comisión de Pesca y también en la de Hacienda.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- El proyecto ya fue informado por la Secretaría. Por lo tanto, lo que ahora corresponde es votar las referidas disposiciones sin discusión.

El señor QUINTEROS.- Así es. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación las normas aprobadas unánimemente por las Comisiones de Pesca y de Hacienda.



--(Durante la votación).
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, quiero recalcar brevemente la importancia de esta iniciativa.



 Fundamentalmente, busca regularizar y fortalecer la administración de la infraestructura que existe en las caletas pesqueras artesanales de nuestra costa chilena, ayudándolas en su esfuerzo por modernizar sus labores y transformarse en unidades productivas, en que también se puedan desarrollar actividades económicas y sociales, e incluso aprovecharlas desde el punto de vista turístico. 



La mayoría de nuestras caletas cuentan con diversos atractivos en lo relativo a sus recursos. Y, ya sea por la pesca, por las áreas de manejo, por la acuicultura o por lo que naturalmente se extrae desde las orillas, en numerosos casos se transforman en centros de desarrollo turístico, gastronómico y artesanal.



Creo que el hecho de que se entregue de manera asociada a los pescadores la administración de las caletas es un avance. Este problema lo hemos tenido durante muchísimos años: no se sabe quién administra las caletas. Las asociaciones de pescadores artesanales, los sindicatos o en algunos casos las cooperativas son los que usan esta infraestructura, pero no  la administran. Y lo que se dispone en esta iniciativa, en términos muy claros y precisos, es cómo se destinan y cómo se asignan cada una de las caletas en su administración.



Se establecen también los derechos que tendrán las organizaciones de pescadores artesanales respecto de las caletas. Lo que se plantea es que no podrán enajenarse ni cederse ni constituirse sobre ellas otros derechos en beneficio de terceros. Es decir, la administración quedará radicada solamente en la organización. Pero sí se podrá explotar, por la vía del arriendo o del comodato, sectores de la caleta o de la infraestructura para otras actividades susceptibles de desarrollar, ya sea del sector acuícola particular, de entretención, de pesca deportiva o de otros.



Asimismo, me parece fundamental que se faculte a los Ministerios de Bienes Nacionales y de Vivienda para regularizar ocupaciones irregulares en bienes fiscales. Esto es muy importante, porque en la mayoría de las caletas no está claro cuál es la propiedad donde se inserta la caleta, la infraestructura. 



Además, se contempla la necesidad de declarar de utilidad pública terrenos privados.



Esto es muy común: en mi Región existen alrededor de quince o dieciséis caletas artesanales que han desarrollado toda una vida de trabajo en el sector y cuyos terrenos, donde ejercen su labor productiva, no están regularizados. Incluso, a veces los terrenos donde viven son privados, y mientras no se declaren de utilidad pública no se puede hacer nada acerca de ellos. Y, entonces, las más de las veces no llega el progreso, no llega la luz eléctrica, no se instalan sistemas de agua potable rural, no se arreglan o facilitan los caminos y los accesos. 



En mi opinión, esas tres consideraciones son sumamente importantes.



El pasado viernes el Subsecretario de Pesca, don Pablo Berazaluce, estuvo en la caleta El Sauce, y luego fuimos juntos a la caleta El Toro, en la desembocadura del río Limarí, y constatamos que esos son los problemas que más aquejan a los sectores de pesca artesanal. Se trata de gente que vive de manera permanente, que trabaja, que realiza una actividad productiva y que necesita el apoyo del Estado para lograr el mejoramiento de la infraestructura, ya sea en muelles, en desembarcaderos, en boxes y en todos los elementos que les permiten desarrollar de mejor manera su oficio.



El sistema propuesto establece que será el Ministerio de Defensa (que fijará la nómina de caletas a nivel nacional) el que entregará la destinación solicitada por SERNAPESCA y este, a su vez, recibirá las solicitudes de destino de las organizaciones que lo requieran para estos efectos.



Por tanto, señor Presidente, este es un avance enorme y viene a solucionar un problema que muchas veces era imposible despejar.



Esa es la razón por la que votamos a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, aquí se dice que se votó por unanimidad en las Comisiones de Pesca y Hacienda. ¡Sí! Suena muy bonito y estoy de acuerdo. Pero ello no fue por obra y gracia del Espíritu Santo, sino porque los pescadores nos pidieron que así fuera.



Incluso, presenté una indicación -se supone que se subsumió- que eliminaba el artículo 10, referido precisamente a la creación de una Comisión.



Por lo tanto, los respectivos órganos técnicos escucharon a los pescadores y a la CONAPACH (parte de los dirigentes con que yo me entiendo).



Señor Presidente, comprendo y comparto el objetivo de este proyecto, que -lo dijo muy bien el colega Pizarro- consiste en concebir a la caleta pesquera como una unidad productiva, económica y social ubicada en un área geográfica en la que las organizaciones de pescadores artesanales titulares de ella y sus integrantes desarrollan sus trabajos habituales.



En la caleta podrán llevarse a cabo todas las labores vinculadas con las actividades pesqueras extractivas y de transformación, de pesca recreativa y de acuicultura de pequeña escala, además de otras como las relativas al turismo, a la venta de recursos hidrobiológicos y artesanía local, a la gastronomía y a las expresiones culturales propias del sector.



Desde esa perspectiva, la regulación propuesta no merece objeciones. 



Ahora bien, nosotros tuvimos aprensiones con parte de esta iniciativa, que en principio confería potestades amplias a agentes estatales ajenos a la labor pesquera.



La entrega de derechos de propiedad, autonomía, confianza e instrumentos necesarios para impulsar la productividad de los pescadores artesanales es la clave de esta normativa sobre caletas pesqueras.



La ley en proyecto concibe la caleta como una unidad productiva, económica y social, dando el sentido de propiedad que requieren nuestros pescadores al objeto de construir un círculo virtuoso para una nueva era de la pesca artesanal, acompañados de la ley que establece una bonificación para el repoblamiento y cultivo de algas -ya la despachamos- y de proyectos actualmente en discusión, como el que crea el Instituto Nacional de Desarrollo Sustentable de la Pesca Artesanal y de la Acuicultura de Pequeña Escala, INDESPA, y de la ley sobre recursos bentónicos y el reglamento de áreas de manejo.



Sin embargo -y hay que decirlo-, esta iniciativa contenía una contradicción a nuestro juicio insalvable: por un lado, motivaba el principio de fortalecer el emprendimiento y la autonomía, pero, al mismo tiempo, incorporaba la creación de una comisión intersectorial con integrantes del gobierno regional y de las municipalidades.


Crear un comité integrado por seremis y representantes del municipio, donde cuatro de sus siete integrantes responderán a confianzas políticas del gobierno de turno, no garantiza la imparcialidad necesaria a la hora de tomar una decisión que incluye el otorgamiento a uno u otro administrador. Este debe ser resorte de un organismo técnico, el cual podrá pedirles informes a los Ministerios e instituciones pertinentes cuando lo requiera. Pero la labor ha de ser de los fiscalizadores, quienes día a día están en terreno conviviendo con las caletas y sus pescadores.


Durante la tramitación de este proyecto las autoridades respectivas (el Ministerio de Economía y la Subsecretaría de Pesca) escucharon las preocupaciones de los pescadores artesanales y de los parlamentarios -de ahí la unanimidad registrada en la Comisión-, y aquello se rectificó oportunamente.



Entonces, ya no se contempla la participación de las municipalidades, que se transformaban en un verdadero poder político.



En definitiva, la transparencia, los acuerdos de asamblea y la revisión y rendición de cuentas públicas son medios que garantizan de mejor modo una buena gestión de las administraciones de las caletas y puertos pesqueros.



Señor Presidente, este proyecto constituye un avance. Existen aprensiones respecto de algunas materias. Pero lo vamos a votar a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la regularización de caletas pesqueras artesanales forma parte de la única salida a la crisis pesquera, situación que ya vivieron Noruega, Finlandia, Islandia.



La depredación de los mares, en particular el fuerte impacto que ha generado la pesca industrial sobre los recursos, que mantiene la pesca de arrastre, va a llevar inevitablemente a que la pesca en Chile deba ser administrada por el sector artesanal, respecto de la capacidad y volumen de la biomasa.



La administración de actividades diversas en las caletas, incluyendo las de producción o de comercialización, constituye un elemento esencial para los pescadores, quienes son nómadas del mar, los últimos cazadores: salen a la mar, pero no saben si van a regresar.



Cuando despachamos el proyecto de ley -fue una batalla grande que dimos hace ya varios años- que regularizaba la situación de ocupaciones irregulares en el borde costero (un conjunto de diez caletas), pusimos un artículo transitorio que señalaba que esta materia debía ser revisada a fin de continuar con el proceso de transferencia de la administración de las caletas a los pescadores artesanales. 



Se estableció la prohibición de enajenar. Y se fijó un plazo: diez años.



La experiencia no ha sido buena, porque en algunas caletas, una vez transcurrido ese tiempo, los pescadores vendieron.



Ningún privado podía hacerse dueño de un espacio en la caleta, pues era del Ministerio de Bienes Nacionales, o de la Armada. Pero luego de que regularizamos el dominio de esos terrenos y de que expirara el referido plazo, algunas personas vendieron, y hoy día tenemos a privados, a comerciantes (fundamentalmente dueños de restoranes) instalados allí. O sea, se les despejó el acceso a las zonas de playas.



Señor Presidente, el proyecto que nos ocupa fija en treinta los años de duración de la administración de las caletas.



El Senador Tuma planteó el punto.



Yo presenté una indicación, la N° 7 (esperaba que fuera declarada admisible), a fin de que la administración tuviera una duración indefinida.



¿Por qué treinta años? 



En verdad, el interés por administrar las caletas pesqueras va a ir subiendo a medida que el recurso escasee. Y en la pesca -Sus Señorías lo saben- se da una cosa que contraría todas las reglas del mercado. 



En la feria, cuando las papas escasean, su precio sube. Pero en la pesca, a pesar de que los recursos son escasos (sardina, anchoveta, en fin), el precio de la tonelada se mantiene igual, o incluso, disminuye. Ello, porque hay un fuerte endeudamiento de los pescadores artesanales con los industriales.



Me parece que treinta años es un número arbitrario. No sé por qué se determinó ese plazo -están acá el Ministro de Economía y el Subsecretario de Pesca-, cuando queremos que siempre -¡siempre!- los pescadores artesanales sean los administradores de las caletas. 



Señor Presidente, hay 70 u 80 caletas pesqueras entregadas, de un total de 463 que se hallan reconocidas a lo largo de nuestro país.



De otro lado, la ley en proyecto establece la posibilidad de que los terrenos aledaños a las caletas sean incorporados dentro del desarrollo armónico que se persigue, a solicitud del Servicio Nacional de Pesca.



Eso es muy bueno, porque significa expansión de áreas de recreación, ya que a veces las caletas son muy estrechas y no permiten zonas de esparcimiento para los pescadores y sus familias.



Por ello, también se faculta a los Ministerios de Vivienda y Urbanismo y de Bienes Nacionales para que el uso de esos terrenos sea reorientado, por ejemplo, al desarrollo de espacios comunitarios. Así tendremos plazas, multicanchas, en fin.



Reitero: soy partidario de una administración indefinida, y, también, de que la enajenación no sea factible. Porque de lo contrario las caletas se van a convertir en un buen negocio, y tendremos a privados en ellas.



Cada día existen menos pescadores artesanales, y no solo porque nacen menos niños. En la caleta Cerro Verde Bajo había familias con 12, 14, 21 hijos. Uno la visita ahora y ve que tienen uno o dos ¡y cierran la fábrica…!



Hay, pues, un impacto en la continuidad histórica de los pescadores artesanales que se va a notar. 



Señor Presidente, le planteo todas esas inquietudes al Subsecretario de Pesca aquí presente, además de lo señalado por el Senador Moreira en cuanto a la Comisión a que se refiere el artículo 10 del proyecto, integrada, entre otros, por el Director Regional de Pesca y Acuicultura, un representante de la Secretaría Regional Ministerial de Economía, un representante de la Dirección de Obras Portuarias pertinente, el Capitán de Puerto respectivo, y que deberá aprobar o rechazar el Plan de Administración.



En dicha Comisión tendría que haber también un representante de la pesca artesanal, o algún actor distinto del Gobierno. De lo contrario, solamente existirá una mirada estatal. 



Me preocupa que en esa cerrada y estrecha designación, donde todos son funcionarios de confianza del Gobierno -¡todos!-, este ejerza las presiones que siempre hemos visto cuando hay que tomar decisiones como la que señalé.



Me gustaría que la referida Comisión tuviera más autonomía y, además, que se estableciera algún elemento que permitiera mayor transparencia. Porque, por ejemplo, si el intendente dice que no hay que aprobar, dudo que alguno de esos funcionarios resista una instrucción de ese tipo. 



En principio voy a votar a favor de este proyecto. Pero yo esperaría que el Ejecutivo respondiera las interrogantes que formulé.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Muñoz. 

La señora MUÑOZ.- Señor Presidente, como sabemos, la pesca artesanal vive momentos dramáticos. Buena parte de las pesquerías están sobreexplotadas o colapsadas.



Por cierto, los pescadores han buscado nuevas alternativas de sobrevivencia. Una de ellas se orienta a los servicios adicionales vinculados tanto a la cadena productiva como, en particular, a actividades conexas (por ejemplo, gastronómicas, comerciales y turísticas) que desarrollan en sus propias caletas. 



Sin embargo, para que el Estado, a través de políticas públicas, posibilite el desarrollo de esa clase de emprendimientos se requiere regularizar la situación jurídica de las caletas.



Según datos oficiales, en Chile, de 461 caletas permanentes reconocidas, solo 64 cuentan con concesión marítima, es decir, menos del 15 por ciento.



Ello es producto, entre otros factores, de la engorrosa y extensa tramitación de las solicitudes. Se hacen eternos los años que deben esperar las caletas para poner en orden su situación jurídica.



Por eso, la ley en proyecto constituye un avance, pues permite la realización de esos procedimientos con rapidez.



Ahora bien, a pesar de haberla votado a favor en la Comisión tanto en general como en particular, deseo formular una observación, que hice presente mediante una indicación que fue declarada inadmisible.



Quiero enfatizar -y esto se halla en sintonía con lo que se planteó en el órgano técnico pertinente- que el convenio de uso para la administración de las caletas, en mi opinión y en la de la gran mayoría de los dirigentes de las organizaciones de pescadores artesanales, es un título demasiado precario.



Me parece injusto que mientras que a muchos particulares en el ámbito de la pesca y acuicultura, así como también en el de las comunicaciones, se les dan concesiones, a los pescadores artesanales se les va a entregar una figura de menor calidad jurídica.



Junto con el Senador Quinteros presentamos una indicación sobre la materia que fue declarada inadmisible y que no contó con el respaldo del Gobierno, ya que no hubo disponibilidad para ello.



Además, deseo señalar que esta iniciativa viene a aliviar significativamente la situación de los pescadores artesanales. No obstante, no hemos logrado avanzar en un tema muy de fondo: la modificación estructural y profunda de la Ley de Pesca, que en la actualidad es fuente de muchas injusticias y de desequilibrios en la relación que se da en la actividad pesquera, cuestión que ha causado mucho daño en particular al sector artesanal.



Por último, quiero referirme al artículo 29 del proyecto, respecto del cual estoy completamente a favor.



Deseo relevar que esta norma reviste mucha importancia para numerosas caletas rurales. Y se halla relacionada con la posibilidad de expropiar terrenos en que están ubicadas caletas de pescadores, especialmente en zonas rurales.



En la Región de Coquimbo, de 33 caletas permanentes, 23 son rurales, la mayoría de las cuales se encuentra en terrenos privados. Ello significa que sus organizaciones de pescadores no pueden postular a ningún instrumento de inversión pública para el desarrollo de infraestructura o de actividades productivas.



Por eso resulta de gran relevancia este artículo, ya que permite la expropiación.



Ahora, dada nuestra experiencia en la Región de Coquimbo en términos de la tardanza que ha habido para llevar a cabo los procesos expropiatorios, quiero poner el acento en que deberían existir -y, por intermedio de la Mesa, se lo planteo al señor Ministro- programas respaldados no solo a través de la Ley de Presupuestos, sino también mediante fondos sectoriales a nivel regional.



Porque en nuestro caso vivimos una cuestión compleja: recién en 2009, con un grupo de organizaciones de pescadores, logramos que se dictara un decreto de expropiación para las caletas artesanales y rurales de las comunas de Los Vilos y Canela, pues son lugares en que se vive en estado de miseria. Sin embargo, hasta ahora no logra regularizarse esa situación, pese a que han pasado ya varios años.



Por eso, considero muy importante, además de este artículo, que es fundamental para sacar de la pobreza a muchas caletas pesqueras rurales, la existencia de un programa de apoyo para que los procesos expropiatorios se lleven a cabo en tiempos normales y no en 7, 8 o 10 años, ya que a los pescadores se los llena de expectativas que ciertamente no logran concretarse.



Voto a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, solo deseo agregar a lo manifestado por algunos Senadores y Senadoras que me antecedieron en el uso de la palabra que a mi parecer este proyecto efectivamente constituye un avance.



Hace pocos días en varias caletas de nuestra región se celebró la fiesta de San Pedro. Y en verdad produce orgullo ver cómo los pescadores todavía siguen una tradición, generalmente muy familiar, que heredaron de sus padres, de sus abuelos. 



Como bien señaló el Senador Navarro, antes las familias eran mucho más grandes que las de ahora. Pero, sin duda, se trata de personas que han seguido en el oficio.



Este sábado fui invitada a El Quisco por el Presidente del Sindicato de Pescadores Artesanales, don Francisco González. Y me dio orgullo ver cómo ellos siguen tan comprometidos con el mar.



Dicho lo anterior, deseo compartir algo en lo que coincido con el colega Navarro: nuestra institucionalidad todavía es muy frágil, pues en todo lo relacionado con temas medioambientales y de pesca artesanal aún es muy proclive al “telefonazo”, al poder del dinero. 



En tal sentido, tenemos que poner énfasis en fortalecer la institucionalidad.



Por ello -sé que nos acompaña hoy en la Sala, pues autorizamos su ingreso-, me gusta el cambio de Subsecretario de Pesca. Creo que se trata de una persona mucho más flexible y permeable a entender la realidad de los pescadores, pues su formación en economía es muy distinta a la formación exclusivamente política de sus antecesores. 



Eso me parece bien, ya que tiene mucho menos permeabilidad al impacto del telefonazo político.



Lo digo porque necesitamos fortalecer la institucionalidad para que nuestros pescadores tengan más confianza en los procesos que se van a llevar a cabo respecto de la instalación de sus caletas.



Por ejemplo, en varias zonas del borde costero de la Quinta Región se están haciendo mejoras o hay proyectos en desarrollo para agrandar las caletas y para que en lugares -con el Senador Chahuán lo hemos visto en terreno- como El Manzano, en Quintero, se puedan vender los productos o instalar restoranes. Existen distintos sectores en los cuales ello se puede realizar.



Además, para los pescadores artesanales el sentido de propiedad, de pertenencia es muy grande. 



Hacia allá debemos dirigir nuestros esfuerzos.



En suma, tenemos que avanzar, primero, en la mejoría de la institucionalidad, a fin de que sea siempre muy transparente; segundo, en el derecho de propiedad que van adquiriendo los pescadores a través de la administración de las caletas, y tercero -obviamente, voy a votar a favor de este proyecto-, en lograr visibilizar de alguna forma, a través de las caletas de pescadores y su administración, la importancia de la pesca artesanal, que es una actividad que no debemos perder en nuestro país.



Hace días realizamos en el Senado un seminario -además de formar parte de los organizadores, estoy muy orgullosa por haber recibido un galardón de la gente de mar- para avanzar hacia una institucionalidad que nos permita contar a futuro con un Ministerio del Mar que aborde todos los problemas del borde costero, del cuidado de nuestro océano, de la protección del medioambiente.



La Universidad Católica de Valparaíso ha hecho grandes esfuerzos a través del denominado “Centro de Derecho del Mar”. 



Pero me parece que todavía nuestro país está en pañales, ya que falta mucho desarrollo y respeto con relación a lo que sucede. 



Por esa razón queda bastante por hacer: entre otras cosas, por ejemplo, derogar la actual Ley de Pesca y aprobar una normativa nueva que mantenga las cosas positivas de la legislación vigente, pero que también remplace las negativas derivadas de los vicios que hubo durante su tramitación.



Pienso que en algún minuto tenemos que abordar esas cuestiones con mayor profundidad. Pero para ello debe haber además voluntad del Gobierno.



Con todo, señor Presidente, voy votar a favor de este proyecto, pues considero que estamos dando un paso adelante.



Por último, ya que nos acompañan el Ministro de Economía y el Subsecretario de Pesca, quiero solicitarle al Ejecutivo mayor flexibilidad en los plazos.



Por ejemplo, a los pescadores se les piden ciertos informes, y muchas veces, por diversas razones -dificultades informáticas, problemas climáticos, en fin-, se les va pasando el tiempo dentro del cual deben emitirlos.



Entonces, solicito que exista mayor flexibilidad, entre otras cosas, para la recepción de los informes que deben entregar esos trabajadores.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, de las 463 caletas reconocidas oficialmente en virtud del decreto supremo N° 240, del Ministerio de Defensa, 185 están ubicadas en nuestra Región, la de Los Lagos; es decir, 40 por ciento del total nacional.



La existencia de estas caletas da cuenta de los procesos de poblamiento de la mencionada Región, los cuales se consolidaron como poblamientos permanentes, dando origen a ciudades y poblados.



La unión entre tierra y mar en los procesos productivos y económicos ha marcado uno de los principales rasgos culturales de la Región de Los Lagos, creándose a partir de ellos lo que hoy ya se reconoce como “cultura del bordemar”: el pequeño agricultor es pescador artesanal, y viceversa; ambas actividades son consustanciales a su modo de vida.



La ley en proyecto posibilitará formalizar situaciones de hecho no recientes sino, muchas veces, históricas y que, por falta de normativa, en numerosos casos entraron en conflicto con intereses particulares e incluso colisionaron con intereses del propio Estado, dejando a los pescadores-habitantes en el más completo desamparo y obligándolos en varias ocasiones a migrar a las ciudades, lo cual aumenta así la marginalidad existente en ellas.



Al asegurar una caleta definitiva y permanente, que permita desarrollar no solo las actividades propias de la economía pesquera artesanal sino además, en muchos casos, las de habitación, se generarán en los casi 25 mil pescadores inscritos en nuestra Región la certeza y la tranquilidad indispensables para proyectar su vida y la de sus hijos.



Por otro lado, el Estado podrá ejecutar las obras necesarias para brindar seguridad y dar cumplimiento sanitario y ambiental en los lugares de residencia de los miles de pescadores de nuestro país.



No hay que olvidar que actualmente numerosos productos de la pesca artesanal se exportan, de modo que deben cumplir estrictas normas de inocuidad alimentaria, lo que hace necesario contar con instalaciones de alto costo y que el Estado ha venido haciendo desde comienzos de los años noventa.



Los pescadores de mi Región han sentido esta iniciativa como muy propia, ya que les permitirá, con el esfuerzo del Estado, desarrollar y cuidar inversiones de alto costo, así como administraciones democráticas, pues existe al respecto una situación de incerteza jurídica.



Ante la situación de sobreexplotación de los recursos hidrobiológicos, la necesidad de diversificar y agregarles valor se podrá orientar y enfrentar con la disposición para las organizaciones de pescadores artesanales de los espacios del bordemar que la ley en proyecto generará.



Del mismo modo, se debe reconocer como un avance en esta iniciativa la forma como se regularizarán y formalizarán la adjudicación y la administración de los espacios, lo que hasta hoy se realiza por la vía de convenios muy precarios respecto tanto de su legalidad cuanto de la participación equitativa y democrática de la comunidad.



Como dije al comienzo, la aprobación de este proyecto y su promulgación como ley tendrán un impacto muy significativo en la Región de Los Lagos. Y ello, por sus efectos directos no solo en la pesca artesanal, sino también en el ordenamiento territorial de aquella, lo que les permitirá al Gobierno Regional y a las comunas orientar inversiones y los planos reguladores para que se integren de manera armónica y de este modo conformen un proyecto de región coherente en el largo plazo.



Por otra parte, se considera un Plan de Administración, el que deberá ser aprobado por una Comisión Intersectorial.



Se trata de un plan para administrar. O sea, no se va a inhibir lo que los pescadores artesanales quieran ejecutar.



Integrarán la referida Comisión el Director Regional de Pesca y Acuicultura, quien la va a presidir; el Director Zonal de Pesca; un representante de la Secretaría Regional Ministerial de Economía, Fomento y Turismo, precisamente para que en las caletas haya actividades relacionadas con la gastronomía, el turismo, la artesanía, etcétera; y un representante de la Dirección de Obras Portuarias, para las inversiones que sean necesarias allí.



En virtud de una indicación aprobada en la Comisión de Hacienda del Senado, se desestimó, a solicitud de los pescadores artesanales, la participación de los municipios.



Por las razones expuestas, voto a favor.

)---------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Solicito autorización de la Sala a los efectos de establecer un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto sobre creación del Ministerio de Cultura, que se halla en la Comisión de Hacienda: hasta las 18 de hoy.



¿Les parece a Sus Señorías?

El señor PROKURICA.- Sí, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Acordado.

)---------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Continúa la votación.



Para fundar su voto, tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, este proyecto, que estamos votando en particular, responde a una larga y sentida aspiración expresada por todos los pescadores del litoral de nuestro país.



Son muchas las caletas que han estado utilizando el borde costero sin que el Estado les haya asignado formalmente la condición de destinatarios o asignatarios del borde costero para su uso.



Los pescadores se encuentran en situación irregular. Muchos han tratado por años de regularizar su situación con el Ministerio de Defensa, lo que no se ha podido lograr.



Yo celebro esta iniciativa del Gobierno. Saludo al Ministerio de Economía, a la Subsecretaría de Pesca y al SERNAPESCA por el empeño que han puesto en este proyecto, que viene a resolver un conflicto que los pescadores artesanales han tenido siempre.



Pero, señor Presidente, permítame decir que, sin perjuicio de que en la Comisión de Hacienda aprobamos por unanimidad esta iniciativa, hay en lo relativo a la asignación de áreas de manejo vacíos en los que a mi entender deberíamos avanzar. Y esos vacíos constituyen un desafío que queda pendiente para el Ministerio de Economía.



La materia de la iniciativa que nos ocupa es eminentemente económica. Las caletas guardan relación con la forma como subsisten las familias de los pescadores y con la manera en que estos desarrollan su actividad.



No en vano está en proceso de aprobación el proyecto que crea el INDAP Pesquero, pues se reconoce su vinculación con el desarrollo económico del borde costero.



Sin embargo, nos entrampamos cuando se trata de decidir si la tramitación se sigue realizando ante el Ministerio de Defensa.



Conozco la experiencia de pescadores artesanales de la caleta de Nehuentué que ¡durante 18 años han estado tramitando una concesión acuícola!



Por tanto, creo que nada está más lejos de atender la realidad de esos pescadores que mantener radicada en el Ministerio de Defensa la autorización relacionada con los planes de manejo, los cuales tienen que ver con la economía, con los recursos pesqueros, con aquello que les permitirá a los pescadores artesanales emprender, y poca o ninguna relación guardan con los asuntos que debe manejar dicha Secretaría de Estado.



Si tiene algo que ver, dejémosla en Defensa; pero entreguemos todo lo relacionado con la economía del litoral al Ministerio de Economía, que lo va a hacer mucho mejor, bastante más rápido, con una política de fast track, tal como actúa hoy en el caso de los territorios que pasan a la administración del Ministerio de Economía, del SERNAPESCA.



Creo que respecto de las áreas de manejo debería existir la misma solución que estamos dando mediante este proyecto para la administración de los territorios del interior: con fast track, con mirada económica, con visión para facilitar el emprendimiento.



En cuanto a la duración de la destinación, considero que los 30 años no tienen sentido: ¡al cumplirse ese plazo seguramente se legislará para aprobar una prórroga...!



El convenio debe durar mientras se mantenga la destinación de la pesca artesanal, cualquiera que sea el tiempo. De no mantenerse, naturalmente que aquel se acaba.



Respecto de las cuotas de pesca, nada se dice en el sentido de que deberíamos modificar la Ley de Pesca. En todo caso, yo me inclino por la idea más amplia de asignarlas por caleta, como lo hemos hecho en La Barra (Toltén), tal cual lo plantea la ley en proyecto.



Por último, en el borde costero también se está beneficiando a los lafquenches no obstante que todavía no tienen concesiones acuícolas, aun cuando existe una ley que los favorece.



Voy a votar a favor, señor Presidente, porque este es un paso significativo. Pero queda pendiente un desafío para el Ministerio de Economía en el sentido de atender materias relacionadas con el Ministerio de Defensa.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, el proyecto de ley que estamos votando presenta, en nuestro concepto, una serie de debilidades.



Por ejemplo, los exigentes requisitos establecidos y los extensos plazos fijados para solicitar el otorgamiento de la concesión marítima, que es el título habilitante para la legítima administración de las caletas por las organizaciones de pescadores, hacen que en la práctica sea difícil regularizar el uso y aprovechamiento de la caleta pesquera por los pescadores artesanales, sobre todo considerando la diversidad de autoridades que deben intervenir en el procedimiento administrativo: Capitanía de Puerto, Servicio Nacional de Pesca y Dirección de Obras Portuarias.



Además, el otorgamiento de la concesión marítima está sujeto al pago de una renta, pues se trata de un título esencialmente oneroso; y el monto puede aumentar si existe infraestructura portuaria de apoyo para la pesca artesanal. Solo será gratuito en el caso de una destinación a entidades públicas para el cumplimiento de fines específicos; ello, a diferencia del convenio de uso, el cual es por esencia gratuito. Por lo demás, el gasto se halla contemplado en el presupuesto de todos los sindicatos de pescadores, que ya lo tienen asumido. 



A lo anterior hay que agregar que no existe una regulación clara y especial que fomente el progreso de la actividad pesquera artesanal y proyecte una mirada integral con respecto al uso de la caleta para permitir el desarrollo de otras actividades relacionadas con ese tipo de pesca. Solo se dispone de recursos entregados por el Fondo de Administración Pesquero y el Fondo de Fomento para la Pesca Artesanal, cuyo otorgamiento se sujeta a la discrecionalidad de cada organización.



Por otro lado, existe incertidumbre en cuanto a si los convenios de uso se encuentran o no protegidos por la garantía constitucional del derecho de propiedad del artículo 19, N° 24°, de la Carta Fundamental.



Hoy día nadie duda de que las concesiones marítimas se hallan protegidas por la Constitución Política, lo cual resulta beneficioso para los pescadores frente a los actos irregulares de la Administración.



En cambio, tratándose de los convenios de uso no queda del todo claro si otorgan derechos protegidos por el citado precepto constitucional o, al contrario, solo emana de ellos un mero precario sustentado en la tolerancia de la Administración o en la mera discrecionalidad.


En otro orden de ideas, consideramos que el ente que tendrá la tutela de la concesión marítima (el Servicio Nacional de Pesca), si aparte ser un órgano fiscalizador presidirá el Comité Intersectorial, se transforma en juez y parte. En definitiva, se trata de una forma de estatizar la administración por la vía de restarles injerencia a los dirigentes de las organizaciones, quienes conocen directamente las necesidades de sus bases.



Para el objeto de lograr una efectiva implementación de la ley en proyecto, estimamos necesario que se defina qué se entiende por infraestructura portuaria en una caleta pesquera artesanal, como asimismo que se precisen muy bien los ámbitos de competencia de la Comisión Intersectorial y de sus integrantes. 



Igualmente, hay que contar con una nómina nacional de peritos técnicos certificados, quienes deberán demostrar competencias para apoyar a la mencionada Comisión en la resolución de diversos aspectos técnicos y en el establecimiento de mecanismos de regulación de los procesos y de mediación para lograr acuerdos entre las organizaciones interesadas en la asignación de las caletas.



Asimismo, nos parece que debe implementarse un reglamento de operación de la Comisión Intersectorial donde se consigne la participación de un representante del sector pesquero artesanal en la referida instancia, lo que tiene que traducirse en una real gobernanza en la administración de cada caleta.



En síntesis, aunque este proyecto se encuentra bien inspirado, en nuestro concepto presenta serias falencias y debilidades, que espero sean corregidas en los siguientes trámites constitucionales.



Nos habría gustado que la iniciativa que nos ocupa hubiese vuelto a Comisión para un nuevo segundo informe. Ya no tenemos tiempo para eso. Pero, sí, exigimos que se respete el principio de que las caletas deben ser para los pescadores artesanales.



Comenzamos a trabajar dicho principio durante el Gobierno del Presidente Piñera. De este modo, tras un proceso que lideré, logramos que al comenzar el nuevo mandato de  la Presidenta Bachelet se entregara la primera concesión, que recayó en el sindicato de pescadores de la caleta Portales. Y así sucesivamente en las restantes caletas de la Región de Valparaíso. 



Señor Presidente, le pido que me conceda un minuto más.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Lo tiene, Su Señoría.

El señor CHAHUÁN.- Gracias.



Señor Presidente, en esta materia se requiere generar un cambio.



Nosotros le planteamos al Ministerio de Economía la posibilidad de avanzar en la regulación de las macrozonas.



Hoy día los pescadores artesanales de nuestra Región, particularmente los de San Antonio, sufren de brazos caídos pese a tener la biomasa al frente. ¡Pero las cuotas son de Concepción...!



Por eso, debe haber un cambio en la orgánica de las macrozonas.



Para sostener aquello nos amparamos fundamentalmente en el trabajo que hemos realizado de modo permanente con los pescadores artesanales de la Quinta Región, quienes sufren y miran para el lado cuando se les entregan bonos de mitigación en el caso de la extracción de merluza. Esos trabajadores han debido dedicarse actualmente a la pesca de jibia, recurso que antes consideraban una maldición, pero que hoy significa para ellos una bendición, ya que les permite sostener su actividad y subsistir.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, este proyecto, como ya se ha expresado, tiene una finalidad extraordinariamente valiosa y positiva: regularizar la situación de muchas caletas pesqueras que, además de la irregularidad que las afecta, no tienen facilidades para desarrollar actividades conexas con la pesca artesanal que les permitan mejorar sus ingresos y los de su grupo familiar.



En Chile, de acuerdo con la información entregada en la Comisión, existen 564 caletas, de las cuales 461 son permanentes y 103 tienen carácter más bien de fondeadero o de ocupación temporal. Empero, de las 461 permanentes, solo 64 tienen concesiones y 397 no poseen un derecho de administración formal.



Por tales razones, el proyecto que nos ocupa es necesario, pues precisamente contribuirá a regularizar la situación de las caletas artesanales.



En nuestra Región, la del Maule, no hay muchas caletas, en comparación con otras Regiones, como la Octava o la Décima, donde aquellas tienen una presencia muy significativa. Pero las existentes en la Séptima Región, en la costa del Maule, son importantes, sobre todo porque los pescadores son como pymes artesanales, al revés de lo que sucede en regiones donde los pescadores artesanales son de mediana empresa para arriba. Yo estoy hablando de embarcaciones de doce metros de eslora; por tanto, enfrentamos una situación con bastantes más dificultades.



En tal sentido, son muy relevantes la regularización y, al mismo tiempo, la existencia de un marco jurídico claro para permitir que en las caletas se establezca otro tipo de actividades (léase restoranes, desembarque de productos directamente en el mar, etcétera) que de alguna forma ayuden a mejorar la situación de los pescadores, a la participación más directa de ellos en la cadena de comercialización en los puntos de desembarque, en fin.



Por esas razones, señor Presidente, vamos a apoyar esta iniciativa, a pesar de una serie de inquietudes que se han levantado.



Yo voy a referirme solo a una de ellas, que deriva de lo que establece el artículo 10, donde se dispone la existencia de una Comisión encargada de aprobar o rechazar el Plan de Administración.



Según el proyecto aprobado en general, integraban dicha Comisión el Director Regional de Pesca y Acuicultura; el Director Zonal de Pesca; un representante de la Secretaría Regional Ministerial de Economía, Fomento y Turismo; un representante de la Dirección de Obras Portuarias, y un representante de la municipalidad respectiva, al que se eliminó en la Comisión de Hacienda.



La composición del órgano intersectorial que ayudará a integrar y coordinar los esfuerzos necesarios me lleva a advertir -y mi preocupación apunta en esa dirección- que terminará formado por puros funcionarios públicos, y eso abre el riesgo de la politización. Creo que aquí hay algo por revisar. Me parece que no es el mejor camino. Y el Senador señor Moreira y otros han hecho presente su inquietud al respecto.



Por lo tanto, valorando, como digo, el esfuerzo que permite regularizar las caletas de pescadores, quiero hacer mía la inquietud que se plantea desde el momento en que una entidad tan importante puede presentar una mirada demasiado administrativa, discrecional, y susceptible, entonces, de influencias políticas. Abogo por una labor de corrección para asegurar que efectivamente pueda cumplir sin dificultades sus objetivos.



Con todas estas consideraciones, vamos a ir aprobando, por cierto, los distintos aspectos en cuestión.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, la verdad es que la pesca artesanal -por lo menos, en la Región de Valparaíso, a la que tengo el honor de representar- prácticamente está aplicando estrategias de sobrevivencia, dada la situación más global, más macro, respecto de las pesquerías, de la biomasa, pero asimismo ante realidades muy particulares.



Mi circunscripción comprende quince caletas de pescadores artesanales, incluidos Los Molles, Pichicuy, Salinas de Pullally, Papudo, Zapallar, Cachagua, Maitencillo, Ventanas y las cuatro de Quintero. Cuando uno conversa con ellos -estuve el sábado en Horcón-, se impone de que básicamente se están manteniendo sobre la base de la explotación de algas y jibias, por ejemplo, en la medida en que muchas de las pesquerías van desapareciendo o hay veda o se registran circunstancias adversas.



Sobreviven también -es preciso decirlo- por las áreas de manejo, una iniciativa muy importante, desde el punto de vista legal, institucional, a comienzos de los años noventa: locos, erizos, lapas, en fin. Son como parcelas en el mar.



Claro que ahí surge la cuestión de la fiscalización, del cuidado del sector, que no puede recaer enteramente en los propios pescadores artesanales. Para qué hablar de la zona de Puchuncaví y Quintero, donde hay diecisiete industrias, muchas de ellas contaminantes, con el problema consiguiente, que ha sido público y notorio, y el menoscabo que ha significado para ellos.



Cierto: en la Ley de Pesca se otorgó una milla exclusiva para las embarcaciones de menos de doce metros de eslora, pero eso es, con frecuencia, más nominal que real.



Entonces, el sector está viviendo -repito- situaciones verdaderamente muy complejas, lo que también dice relación con el resto de la Región de Valparaíso hacia el sur.



En ese contexto, creo que el proyecto es un paso correcto y adecuado en la dirección necesaria, oportuno. Por supuesto que es posible mejorarlo: se halla en el segundo trámite. Evidentemente que se puede precisar incluso un tercer trámite para aclarar algunos aspectos mencionados aquí.



¿Cómo se podría desconocer el avance con relación a lo ya existente? A la destinación que el Ministerio de Defensa Nacional le hace a SERNAPESCA le estamos agregando un convenio de uso entre este último organismo y cada una de las caletas, por un plazo de treinta años, renovable, a título gratuito. Hoy existe un cobro por las destinaciones. A menudo, cuando se deja de pagar, puede tener lugar la caducidad. Eso desaparece. ¿Cómo no vamos a valorarlo?



Entonces, a mí me parece que el sistema que se está diseñando apunta en la dirección correcta.



A veces surgen conflictos en las caletas cuando hay más de una organización, sea sindicato o cooperativa. Se contempla un mecanismo de resolución que es preciso utilizar.



Mas insisto en el beneficio directo que el uso implica para ellas por las actividades productivas, turísticas y gastronómicas, por ejemplo. Contarán con más autonomía, con más peso, en consecuencia, para poder administrar como corresponde.



Y hay muchas otras iniciativas. Por ejemplo, la Dirección de Obras Portuarias está realizando una labor muy importante, desde el punto de vista de la infraestructura.



Ya se licitó la construcción de la nueva caleta de El Quisco, donde me he encontrado varias veces con sus pescadores; con Natalia Carrasco, su alcaldesa. Son tres mil millones de pesos.



En el mejoramiento de Pichicuy se están invirtiendo seiscientos millones de pesos.



Al futuro muelle de Ventanas, en la comuna de Puchuncaví, se destinan dos mil millones de pesos.



Y a una obra equivalente para Horcón, en la misma comuna, se le asignan mil millones de pesos.



Todo ello va configurando un sistema en beneficio de una pesca artesanal muy deteriorada y que recurre frecuentemente a estrategias de sobrevivencia.



Por eso, vamos a votar a favor, ya que el articulado, sin ser perfecto y siendo todavía susceptible de un mejoramiento, constituye un avance en beneficio de los pescadores artesanales.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, sin perjuicio de aprovechar la presencia del Ministro de Economía, del Subsecretario de Pesca y del Director de SERNAPESCA, votaré a favor.



Me parece muy relevante adelantar en la materia, pero estimo que se necesita un enfoque más sistémico. Estamos haciendo referencia al ecosistema marino, y, lamentablemente, hemos venido aplicando políticas compartimentadas -es decir, para los grandes industriales, para los artesanales, para los que poseen botes de una determinada eslora-, en circunstancias de que todo tiene que estar unido.


Evidentemente, tenemos que avanzar en el sentido de que las concesiones de pesca se entreguen en el futuro en función de criterios que se relacionen justamente con la sostenibilidad, con el valor agregado.



¿Cuál es el desafío venidero de un país como Chile, que es más mar que tierra?



Parto por consignar que la posibilidad de una humanidad con mejores condiciones de vida va a pasar, en el planeta entero, por el ecosistema marino. Por lo tanto, es fundamental protegerlo, ya que es donde se desenvuelven las actividades de que se trata.



Hoy día, ese ámbito es un verdadero basural: recibe el contenido de todos los ríos contaminados. Los plaguicidas y fungicidas que se aplican en la agricultura terminan todos en el mar. Y, por desgracia, los emisarios de alcantarillado se internan bajo las aguas. Mas no concebimos nuestro ecosistema marino como un gran basurero.



En seguida, toda la labor extractiva está explotando los recursos por sobre la capacidad de reproducción. Vivimos una crisis biológica ante la captura de especies que no son capaces de multiplicarse de manera adecuada. ¡Eso es una realidad, no solo en Chile, sino también en el mundo entero!


¿Qué pasa cuando se llega a tal punto? Se generan problemas ecosistémicos. Si se sobreexplotan los peces, que se alimentan de zooplancton, este último crece, lo que se traduce, a su vez, en la depredación del fitoplancton, del cual se alimenta. Y el fitoplancton contribuye a la captura del CO2 de la atmósfera y a la liberación de sulfuro de dimetilo, que permite las nubes. Es decir, se impacta no solo en aumentar el cambio climático, en no producir oxígeno, sino también en que no haya un núcleo o una condensación para que se formen nubes. Eso genera sequía, disminución del efecto albedo e incremento del cambio climático. Se puede ver cómo todo se halla interrelacionado.



Debiéramos contar con políticas que considerasen lo anterior, así como con otras que apuntaran, por ejemplo, a otorgar concesiones en función de más valor agregado. La alimentación del futuro es EPA y Omega-3. Chile dispone de las mayores concentraciones en el planeta. Cabe entregarles las concesiones, entonces, a quienes estén dispuestos a actuar sobre la base de más valor agregado, a operar con artes de pesca menos invasivas, a ceñirse a mejores leyes laborales, etcétera.



Y es preciso compatibilizar lo anterior, al mismo tiempo, con la acuicultura, que ha sido una gran depredadora de las oportunidades del mundo artesanal, porque, evidentemente, las condiciones en que se desarrolla destruyen los ecosistemas. Cuando se liberan peces, muchas veces devoran al resto de los habitantes que forman parte de ese ámbito.



Por ejemplo, estamos lanzando cerca de 500 mil kilos de antibióticos todos los años, de manera indiscriminada, a la crianza del salmón. Y eso está afectando a toda la biología, porque genera una resistencia que finalmente repercutirá en los seres humanos. El ochenta por ciento de tales sustancias que se usan en Chile se destinan a la producción animal.



En consecuencia, es necesario considerar todos estos aspectos, porque se está afectando también a la pesca artesanal. Todo está vinculado. Nada se halla separado.



Los seres vivos tienen en sus cuerpos -incluido el hombre, desde luego- más bacterias que células propias: los llamados “biomas”, que determinan las enfermedades, son un segundo cerebro y forman parte del sistema genético, los cuales están siendo totalmente alterados por el uso indiscriminado de antibióticos.



Además, estamos seleccionando las bacterias más resistentes a estos últimos. Cada día las entrenamos para ello. Estamos llegando a una era posantibiótica. Pero asimismo fragilizamos todos los ecosistemas vivos, porque hasta los sistemas vegetales presentan biomas y conviven con bacterias que están siendo objeto de un cambio.



Pienso que tiene que haber, por lo tanto, una mayor preocupación.



Al mismo tiempo, si en el siglo XXI la pesquería artesanal no cuenta con tecnología, cerca del treinta por ciento de la captura se malogra ante la falta de una cadena de frío, por ejemplo.



Evidentemente, una política inteligente es transformar a Chile en una potencia alimentaria en estos recursos. Además, son carísimos para la población, porque tiene que haber mayor disponibilidad, más sostenibilidad y tecnología que impida la pérdida por no disponer los botes de condiciones sanitarias y de preservación adecuadas.



A mi juicio, el proyecto constituye un gran avance, pero queda todavía mucho por hacer.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las enmiendas unánimes acordadas por las Comisiones de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura y de Hacienda, dejándose constancia, para los efectos del quorum constitucional requerido, de que se registran 27 votos a favor y una abstención.



Votaron las señoras Muñoz y Lily Pérez y los señores Allamand, Araya, Bianchi, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


Se abstuvo el señor Chahuán.
MAYOR TECHO DE DESCUENTOS VOLUNTARIOS POR PLANILLA PARA COOPERATIVAS A FUNCIONARIOS MUNICIPALES
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Conforme al acuerdo de Comités, corresponde ocuparse en el proyecto, iniciado en moción de los Honorables señora Pérez San Martín y señor Tuma, en primer trámite constitucional, que modifica el artículo 54 bis de la Ley General de Cooperativas, en lo relativo al límite máximo de descuentos voluntarios en favor de cooperativas, con informe de la Comisión de Economía.


--Los antecedentes sobre el proyecto (11.199-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señora Lily Pérez y señor Tuma):



En primer trámite: sesión 10ª, en 18 de abril de 2017 (se da cuenta).



Informe de Comisión:



Economía: sesión 23ª, en 14 de junio de 2017.



Discusión:



Sesión 25ª, en 21 de junio de 2017 (queda aplazada la votación en general).
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es ampliar de un quince por ciento a un veinticinco, respecto de la persona regida por el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, contenido en la ley N° 18.883, el aumento máximo del descuento voluntario por planilla en favor de la cooperativa de la que sea socia.



Cabe recordar que la Comisión discutió el proyecto solo en general, no obstante ser de artículo único, y que la idea de legislar fue acogida por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Lily Pérez y señores Pizarro y Tuma.



El texto que se propone aprobar en general se transcribe en el primer informe y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión general.



Puede intervenir el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, la iniciativa que hemos patrocinado con la Senadora señora Lily Pérez apunta a igualar las condiciones de los funcionarios municipales con las del resto de los trabajadores.



En la Ley General de Cooperativas establecimos un aumento del quince por ciento al veinticinco en el descuento que se les efectúa a los solicitantes de crédito en alguna de estas entidades de la que son socios. Ello dice relación con los regidos por la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, en general. Mas no previmos que muchos funcionarios municipales -son 175 mil en el país- afiliados a cooperativas no pueden acceder al mismo beneficio, a diferencia de quienes se desempeñan en el mundo privado o el público, como también de los pensionados. En el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales se determina un tope de quince por ciento, que no ha sido modificado.



El proyecto viene a hacer justicia, a equilibrar y a terminar con una disposición arbitraria, que excluye a quienes se desempeñan en el ámbito de este último ordenamiento.



Por esa razón, para ponerle fin a la mencionada discriminación legal, le pedimos a la Sala que, tal como lo aprobó por unanimidad la Comisión, ampliemos también en este caso al veinticinco por ciento el descuento por planilla en favor de las cooperativas, del mismo modo que se hace con el resto de los trabajadores del país.



Me pronunciaré a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si no hay objeciones, se abrirá la votación.



Acordado.



En votación.



--(Durante la votación).
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, las cooperativas son medios que contribuyen al desarrollo económico y social. El cooperativismo se compromete con las comunidades a las que presta servicios y tiene como base la inclusión y la sostenibilidad, para que exista más justicia económica, social y política.



Aprobaré el proyecto, ya que se hace cargo de incluir a los funcionarios municipales entre los beneficiarios del incremento del límite de descuentos voluntarios establecido en el artículo 54 bis de la Ley General de Cooperativas.



La medida, como da cuenta la iniciativa en análisis, ya se había tomado en relación con los funcionarios públicos regidos por el Estatuto Administrativo.



Debemos seguir fortaleciendo a las cooperativas, pues cumplen un rol muy relevante en la sociedad. Sin embargo, es necesario recalcar que el sobreendeudamiento de los trabajadores en todo Chile es una realidad que también es preciso tener muy presente.



En el caso de que se trata, el aumento, que ya se otorgó a principios del año 2016, solo se extiende a los funcionarios municipales.



Por lo tanto, voy a votar a favor.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, seré muy breve.



La disposición en examen debió haber quedado incorporada en la enmienda de la Ley General de Cooperativas. No era aceptable que los funcionarios del Estado fueran divididos o discriminados de forma completamente irracional. 



¿Por qué permitir un límite de veinticinco por ciento de descuento para el personal regido por el Estatuto Administrativo y de solo un quince para el adscrito al régimen municipal?



Ello no tenía razón de ser. Ahora se corrige.



Pero, así como se va a beneficiar quizás a miles de personas que se desempeñan en este último ámbito, estimo importante consignar mi preocupación por la creciente precarización del trabajo a nivel municipal. Constituye un tremendo problema. Cada día más, la formación de corporaciones municipales de educación, de salud, ha ido generando regímenes paralelos que afectan las fuentes laborales y dan lugar a inestabilidad en el empleo.



Es sabido que cuando un trabajador del sector público -y aquí englobo: sea del área municipal, sea del Gobierno regional, sea del Estado central- está contratado bajo el régimen de honorarios, las posibilidades de acceder a un crédito son francamente limitadas.



En consecuencia, a una mala remuneración, a una inexistente cotización previsional se le suma la imposibilidad de adquirir créditos como complemento del ingreso con el objetivo de satisfacer las necesidades básicas.



Por consiguiente, creo que si bien el proyecto corrige este aspecto que no fue considerado en la modificación a la Ley General de Cooperativas, también deberíamos revisar otras normas en materia de posibilidades de mejoramiento de las condiciones laborales de los trabajadores del sector público.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (15 votos a favor).


Votaron las señoras Allende y Muñoz y los señores Araya, Chahuán, García-Huidobro, Harboe, Hernán Larraín, Letelier, Ossandón, Prokurica, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Senador señor Tuma, ¿propone alguna fecha como plazo para presentar indicaciones?

El señor TUMA.- El lunes 10 de julio, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Le parece a la Sala?



--Así se acuerda.
)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, le solicito recabar la autorización de la Sala al objeto de que se prorrogue hasta el martes 11 de julio, a las 12, el plazo para presentar indicaciones al proyecto que moderniza y fortalece el ejercicio de la función pública del Servicio Nacional de Pesca.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para acceder a lo solicitado?


--Se accede.

)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Les propongo a Sus Señorías  pasar al Tiempo de Votaciones, puesto que el último proyecto del Orden del Día que nos quedaría por tratar requiere quorum orgánico constitucional. Por lo tanto, quedaría pendiente su discusión para una próxima sesión.

VI. TIEMPO DE VOTACIONES

NO APLICACIÓN DE CIRCULAR DE MINISTERIO DE HACIENDA PARA TRASPASO DE FUNCIONARIOS DE HONORARIOS A CONTRATA. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- La Sala debe votar en primer término el proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señoras Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Larraín, Montes, Navarro, Ossandón, Prokurica, Quintana y Tuma.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1.935-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 22ª, en 13 de junio de 2017.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito de este proyecto de acuerdo es solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que, si lo tiene a bien, ordene dejar sin efecto la circular N° 6, de 6 de abril de 2017, del Ministerio de Hacienda, en lo relativo al traspaso de funcionarios de honorarios a contrata.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Por unanimidad, se aprueba el proyecto de acuerdo.



--(Aplausos en tribunas).
CREACIÓN DE COMUNAS QUEULAT PALENA, ISLAS HUICHAS, MAÑIHUALES Y CHELENKO EN REGIÓN DE AISÉN. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- A continuación, corresponde tratar el proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señor Walker (don Patricio), señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Horvath, Matta, Montes, Moreira, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar. 


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1.937-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 22ª, en 13 de junio de 2017.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo del proyecto de acuerdo es pedirle a Su Excelencia la Presidenta de la República que, si lo tiene a bien, considere el envío de un proyecto de ley con el objeto de crear las comunas de Queulat Palena, Islas Huichas, Mañihuales y Chelenko en la Región de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Por unanimidad, se aprueba el proyecto de acuerdo.



--(Aplausos en tribunas).
CREACIÓN DE DISTINCIÓN “BOMBERO VOLUNTARIO DE CHILE”. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Finalmente, cabe tratar el proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señor García, señoras Muñoz y Pérez San Martín y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, Harboe, Lagos, Larraín, Matta, Moreira, Navarro, Pérez Varela, Quinteros, Tuma y Zaldívar.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1.939-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 24ª, en 20 de junio de 2017.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La finalidad del proyecto de acuerdo es solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que, si lo tiene a bien, envíe un proyecto de ley para crear la distinción “Bombero Voluntario de Chile”, consistente en una pensión de gracia para los voluntarios que cumplan cuarenta años de servicio. 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Por unanimidad, se aprueba el proyecto de acuerdo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Por haberse cumplido el objetivo de la sesión, procederé a levantarla, sin perjuicio de dar curso a los oficios que han llegado a la Mesa.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:


Del señor CHAHUÁN:



Al señor Contralor General de la República, pidiéndole remitir INFORME FINAL DE INVESTIGACIÓN EFECTUADA EN CODELCO DURANTE 2017.


Del señor DE URRESTI:



Al señor Fiscal Nacional del Ministerio Público, preguntándole por ANTECEDENTES DE CAPACITACIÓN REALIZADA POR MICROSOFT A 28 FISCALES DE MINISTERIO PÚBLICO EN MATERIA DE CIBERCRIMEN; RAZONES DE ELECCIÓN DE ESA EMPRESA Y EVENTUAL PARTICIPACIÓN FUTURA DE EMPRESAS DE SOFTWARE LIBRE O DE CÓDIGO ABIERTO.


A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo y al señor Alcalde de Arica, consultándoles sobre PROCESO DE ELABORACIÓN DE PLAN REGULADOR COMUNAL DE ARICA; CRONOGRAMA DEL PROCESO; ASPECTOS SOMETIDOS A CONSULTA INDÍGENA, Y NECESARIA PROTECCIÓN DE HUMEDAL Y DE VALLES ANTE EXPANSIÓN DE RADIO URBANO.


A los señores Ministro de Agricultura, Ministro del Medio Ambiente y Rector de la Universidad de Concepción, para que remitan antecedentes acerca de RED DE ADMINISTRACIÓN DE BANCOS DE RECURSOS ZOOGENÉTICOS; TRABAJO DE EMPRESA CRYOBAZ, Y BANCO GENÉTICO DE FAUNA NATIVA.



Y al señor Alcalde de Zapallar, con el fin de que envíe información relativa a CONSTITUCIÓN DE DERECHO REAL DE CONSERVACIÓN, A TÍTULO GRATUITO, SOBRE TERRENO UBICADO EN CERRO EL BOLDO, EN FAVOR DE MUNICIPIO.



Del señor GARCÍA:



A la señora Subsecretaria de Redes Asistenciales, consultándole ESTADO DE AVANCE FÍSICO Y FINANCIERO DE HOSPITALES EN TRAMITACIÓN O EN CONSTRUCCIÓN EN REGIÓN DE LA ARAUCANÍA.


Al señor Superintendente de Seguridad Social, solicitándole información sobre ESTADO DE CRÉDITO OTORGADO POR CAJA DE COMPENSACIÓN LOS HÉROES A SEÑORA NORMA ELISA FUENTES.



Y al señor Superintendente de Pensiones, pidiéndole antecedentes referidos a DERECHO DE SEÑORA NORMA ELISA FUENTES A INCREMENTO DE PENSIÓN MEDIANTE APORTE PREVISIONAL SOLIDARIO U OTRO BENEFICIO.



Del señor NAVARRO:



A los señores Ministros del Interior y Seguridad Pública y de Relaciones Exteriores, requiriéndoles diversos antecedentes acerca de NEGATIVA A OTORGAMIENTO DE RESIDENCIA DEFINITIVA EN CHILE A PROFESIONALES MÉDICOS SIN ACREDITACIÓN DE APROBACIÓN DE EXAMEN ÚNICO DE CONOCIMIENTOS MÉDICOS.



A la señora Ministra de Salud y al señor Superintendente de Salud, pidiéndoles información relativa a FISCALIZACIÓN A REGISTRO DE ENTIDADES ACREDITADORAS Y SANCIONES POR CONFLICTO DE INTERÉS DE DIRECTORES Y EVALUADORES DE ENTIDADES QUE FIGURAN EN PÁGINA WEB DE SUPERINTENDENCIA DE SALUD; y consultándoles sobre MODALIDAD DE EVALUACIÓN DE PABELLONES QUIRÚRGICOS DE HOSPITALES; EVENTUALES SANCIONES A HOSPITAL CLÍNICO DE LA UNIVERSIDAD DE CHILE, Y EPISODIOS DE NEGLIGENCIA Y MALA PRAXIS EN HOSPITAL REGIONAL DE TALCA DESDE 2006 A LA FECHA, SEÑALANDO MEDIDAS APLICADAS EN CADA CASO.


A los señores Ministro del Medio Ambiente, Comandante en Jefe de la Armada y Gobernador Marítimo de Aisén, solicitándoles informar sobre FISCALIZACIÓN A NAVES QUE LANZAN BASURA AL OCÉANO Y TRATAMIENTO DE AGUAS RESIDUALES QUE LLEGAN AL MAR.



A la señora Subsecretaria de Turismo y al señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal, requiriéndoles antecedentes relativos a CREACIÓN DE PARQUE NACIONAL YENDEGAIA Y CONSULTA INDÍGENA OBLIGATORIA SOBRE PLAN DE MANEJO.



Al señor Alcalde de Temuco, pidiéndole información concerniente a ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL DE WTE ARAUCANÍA; PROYECTO “PLANTA DE TRATAMIENTO DE RESIDUOS EN LAUTARO”, y RECURSOS PARA TRASLADO DE BASURA A RELLENO SANITARIO EN LOS ÁNGELES Y LICITACIÓN A EMPRESA KDM.


A las señoras alcaldesas de San Rafael y de Pencahue y a los señores alcaldes de Pelarco y de Río Claro, para que se informe acerca de CANTIDAD DE PERSONAS Y BIENES MATERIALES AFECTADOS POR CORTES DE ELECTRICIDAD EN ÚLTIMO TEMPORAL.



Al señor Superintendente de Electricidad y Combustibles, a fin de consultar por COPIA DE CARGOS Y CANTIDAD DE DENUNCIAS CONTRA LUZ LINARES, LUZ PARRAL Y CGE ANTE CORTES DE ELECTRICIDAD EN ÚLTIMO TEMPORAL.



Y al señor Director del Servicio Nacional de Pesca, con el objeto de que se remitan FUNDAMENTOS DE VEDA DE CAZA DE LOBO MARINO Y DE CUOTA PARA PUEBLOS ORIGINARIOS.

)------------(
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:19. 







Manuel Ocaña Vergara,







  Jefe de la Redacción
A N E X O S

DOCUMENTOS
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OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA CON EL QUE SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA NOMBRAR COMISIONADOS INTEGRANTES DEL CONSEJO DE LA COMISIÓN PARA EL MERCADO FINANCIERO, A LOS SEÑORES KEVIN COWAN LOGAN, MAURICIO LARRAÍN ERRÁZURIZ, SEÑORA ROSARIO CELEDÓN FÖRSTER Y SEÑOR CHRISTIAN LARRAÍN PIZARRO, POR LOS PERÍODOS QUE INDICA

(S 1.941-05)

GAB. PRES: N°962/

ANT.: Artículo 9 del artículo primero y primero transitorio, ambos de la ley N° 21.000, que crea la Comisión para el Mercado Financiero.

MAT.: Acuerdo del H. Senado para nombramiento de los Comisionados que integran el Consejo de la Comisión para el Mercado Financiero.

SANTIAGO, 28 JUN 2017
DE: MICHELLE BACHELET JERIA 

PRESIDENTA DE LA REPUBLICA

A: SEÑOR ANDRÉS ZALDÍVAR LARRAÍN

PRESIDENTE DEL H. SENADO

1. De conformidad con lo preceptuado por el artículo 9 del artículo primero y primero transitorio, ambos de la ley N° 21.000, que crea la Comisión para el Mercado Financiero, en relación con lo dispuesto por el N° 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República, corresponde al Presidente de la República, previo acuerdo del H. Senado, la designación de cuatro de los Comisionados del Consejo de la Comisión para el Mercado Financiero.

2. Los Comisionados del Consejo de la Comisión para el Mercado Financiero, deberán ser personas de reconocido prestigio profesional o académico en materias relacionadas con el sistema financiero. Durarán seis años en sus cargos y se renovarán por pares, cada tres años.

3. Sin perjuicio de lo anterior, y de conformidad a lo establecido en el inciso final del artículo primero transitorio de la precitada ley N° 21.000, para el nombramiento de los primeros comisionados y su renovación alternada, dos de los candidatos que se proponen lo serán por un plazo de tres años y los otros dos por un período de seis años.

4. En mérito de lo anterior, vengo en solicitar el acuerdo de esa H. Corporación para designar como Comisionados del Consejo de la Comisión para el Mercado Financiero a las siguientes personas, por el plazo que en cada caso se indica:

	Comisionado propuesto
	RUT
	Período de Nombramiento

	KEVIN COWAN LOGAN
	7.018.223-8
	6 años

	MAURICIO LARRAÍN ERRÁZURIZ
	9.039.227-1
	6 años

	ROSARIO CELEDÓN FÖRSTER
	13.253.137-4
	3 años

	CHRISTIAN LARRAIN PIZARRO
	7.015.275-4
	3 años


5. Atendida la conveniencia de contar, a la brevedad posible con el acuerdo de esa H. Corporación para proceder al nombramiento antes referido, hago presente urgencia en el despacho de esta materia, en los términos a que alude el párrafo segundo del N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.

Saluda a V.E.,

(Fdo.): Michelle Bachelet Jeria, Presidenta de la República.
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PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 37 DE LA LEY N° 19.496, SOBRE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES, A FIN DE ESTABLECER NUEVAS OBLIGACIONES A LOS PROVEEDORES DE CRÉDITO Y A LAS EMPRESAS DE COBRANZA EXTRAJUDICIAL
 (10.226-03)

Oficio Nº 13.390

VALPARAÍSO, 22 de junio de 2017.

La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha dado su aprobación al proyecto de ley de ese H. Senado, que modifica el artículo 37 de la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, a fin de establecer nuevas obligaciones a los proveedores de crédito y a las empresas de cobranza extrajudicial, correspondiente al boletín N° 10.226-03, enmendado del modo siguiente:

Artículo único

- Ha reemplazado su encabezado por el siguiente:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 37 de la ley Nº 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores:

*****

Número 1, nuevo 

- Ha introducido el siguiente número 1, nuevo:

“1. Agrégase la siguiente letra g) en el inciso primero:
“g) Las consecuencias directas que puedan provenir del incumplimiento del crédito concedido, sobre todos los bienes muebles e inmuebles del deudor, sean presentes o futuros, mediante el ejercicio de acciones tendientes a obtener el cumplimiento forzado o por equivalencia del crédito, y los efectos procesales del ejercicio de la acción ejecutiva en los casos que corresponda, como la traba del embargo, el retiro de especies y el remate de las mismas, entre otros. De igual forma, en el momento de la concesión del crédito deberá ponerse en conocimiento del deudor el listado de los bienes no embargables designados en el artículo 1618 del Código Civil.”.”.

*****

Número 2, nuevo 

·  Ha incorporado el siguiente número 2, nuevo :

“2. Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando los actuales tercero, cuarto y quinto a ser incisos cuarto, quinto y sexto:  

“El proveedor del crédito o la empresa de cobranza deberá resguardar que la información entregada en cumplimiento de los artículos precedentes sólo sea conocida por el deudor, evitando cualquier maniobra que exponga esta información a terceros o familiares del deudor.”.”.

*****

Número 3, nuevo 

- Ha contemplado como número 3, nuevo, el contenido en el artículo único del H. Senado, con las siguientes enmiendas:

a) Ha incorporado como encabezado el siguiente:

“3. Agréganse los siguientes incisos séptimo, octavo y noveno, nuevos, pasando los actuales sexto y séptimo a ser incisos décimo y undécimo.”.

b) Ha sustituido el encabezado del inciso sexto propuesto, que pasa a ser séptimo, por el siguiente:  

“Las empresas que realicen cobranza extrajudicial, y los proveedores de créditos que efectúen estos procedimientos, una vez transcurridos a lo menos diez días desde la mora o simple retraso, deberán entregar al deudor la siguiente información:”.

c) El inciso séptimo ha pasado a ser octavo, sin enmiendas.

d) El inciso octavo ha pasado a ser noveno, sin modificaciones.

***

- Ha incorporado el siguiente artículo transitorio:

“Artículo transitorio.- El reglamento a que se refiere el inciso noveno del artículo 37 de la ley N° 19.496 deberá dictarse dentro del plazo de seis meses contado desde la fecha de publicación de esta ley.”.

***

Lo que tengo a honra decir a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 10/SEC/16, de 6 de enero de 2016.

Acompaño la totalidad de los antecedentes.

Dios guarde a V.E.
(Fdo.): Fidel Espinoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE MINERÍA Y ENERGÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA UN MECANISMO DE ESTABILIZACIÓN DEL PRECIO DEL COBRE PARA LA PEQUEÑA MINERÍA

(10.995-08)

HONORABLE SENADO:




Vuestra Comisión de Minería y Energía tiene el honor de informaros, en general, acerca del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, con calificación de urgencia “simple”.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 17 de mayo de 2017, disponiéndose su estudio por la Comisión de Minería y Energía y la de Hacienda, en su caso.

- - -





Cabe consignar que este proyecto de ley se discutió sólo en general, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado.

- - -


Se hace presente, además, que el artículo 6 de esta iniciativa legal debe ser aprobado con el quórum requerido para las normas orgánico constitucionales, de conformidad con lo prescrito en los artículos 66, inciso segundo, y 99, inciso final, de la Constitución Política de la República.

- - -





A las sesiones en que se discutió este asunto, concurrieron los siguientes personeros:


- La Ministra de Minería, señora Aurora Williams, en compañía del Subsecretario de la Cartera, señor Erich Schnake; el Jefe de Gabinete, señor Nicolás Torrealba, y los abogados señora Carolina Herrera y señor Francisco Canessa.


- Del Ministerio de Hacienda, el Jefe de la División de Finanzas Públicas, señor José Pablo Gómez; la Coordinadora Legislativa, señora Macarena Lobos, y el Coordinador Macroeconómico, señor Claudio Soto.


- El especialista de la Dirección de Presupuestos, señor Francisco Encina, y la asesora jurídica señora Mónica Bravo.


- Los profesionales de la SEGPRES, señora Paola Fabres y señores Nicolás Gatica y Renato Valenzuela.


- La Jefa de la Unidad de Estudios Legislativos de la Contraloría General de la República, señora Pamela Bugueño.


- El Vicepresidente de la ENAMI, señor Jaime Pérez de Arce, en compañía del Gerente de Administración y Finanzas, señor Román Vera, y el Fiscal, señor Patricio Cartagena.


- El Presidente y el Vicepresidente de la Sociedad Nacional de Minería (SONAMI), señores Diego Hernández y Francisco Araya, respectivamente.


- Los presidentes y representantes de las siguientes asociaciones mineras: Antofagasta, señor Patricio Céspedes; Taltal, señor Jorge Pavletic; Chañaral, señores Slobodan Novak y Manuel Canebillo; Andacollo, señor Fernando Brito; Illapel, señor Patricio Gatica; San Felipe, señoras Patricia Beiza, Jessica Núñez y Giselle Aranda; Putaendo, señor Martín Espíndola, y Rancagua (Sexta Región), señor Matías Jiménez.


- El asesor legislativo de CODELCO, señor Juan Molina.


- Los asesores parlamentarios que se indican: de la oficina de la Senadora señora Allende, el señor Alejandro Sánchez; de la oficina del Senador señor Prokurica, la señora Carmen Castañaza; de la oficina del Senador señor Guillier, la señorita Natalia Alviña y los señores Fernando Navarro y Cristóbal Soto; de la oficina del Senador señor García-Huidobro, los señores Felipe Álvarez y Cristián Rivas; de la oficina del Senador señor Pizarro, la señorita Andrea Gómez; del Comité DC, el señor Sebastián Silva, y del Comité PS, el señor Francisco Aedo.

- De la Biblioteca del Congreso Nacional, el analista sectorial señor Rafael Torres.


- La periodista del Diario La Tercera, señorita Cecilia Arroyo.


- El periodista del Departamento de Prensa del Senado, señor Francisco Ramdohr.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO



Establecer con rango legal un mecanismo de estabilización del precio del cobre para la pequeña minería, que goce de mayor estabilidad y otorgue certeza jurídica a los beneficiarios, compatible y complementario con otros instrumentos de apoyo a la pequeña minería actualmente implementados por el Ministerio de Minería y la ENAMI.
- - -

ANTECEDENTES

1.- Antecedentes normativos.


a) El decreto N° 2.421, del Ministerio de Hacienda, de 1964, que fija el texto refundido de la ley N° 10.336, de Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la República.


b) El decreto ley N° 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado.


c) La ley N° 20.168, sobre Responsabilidad Fiscal.


d) El decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2000, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

2.- Mensaje del Ejecutivo.


El Mensaje con que se origina este proyecto de ley recuerda que la pequeña minería ha existido desde antes de la fundación de la República, caracterizándose como una actividad económica clave para su desarrollo en las zonas norte y centro del país. En tal sentido, agrega, diversas ciudades y localidades dependen directamente de ella, pues genera empleo y encadenamiento productivo. No obstante, la elevada vulnerabilidad de la pequeña minería a las fluctuaciones del precio de los metales en los mercados internacionales, amerita la adopción de políticas públicas que le confieran estabilidad.


Según estimaciones de COCHILCO, prosigue el Mensaje, el valor de la producción de la pequeña minería en el año 2015 fue de casi 320 millones de dólares, correspondiente a unas 58.000 toneladas de cobre fino. En términos de empleo directo, bajo el supuesto de un promedio de siete personas por faena, la pequeña minería comprende alrededor de 6.300 trabajadores. Entre los años 2007 y 2015, el promedio de la producción de cobre de la pequeña minería fue de 81.000 toneladas finas. Lo anterior es de relevancia en las áreas geográficas donde la pequeña minería tiene un significativo impacto (Antofagasta, Atacama, Coquimbo y Valparaíso). En particular, es el principal sustento económico en sectores con menor diversificación productiva y operaciones alejadas de los principales centros de consumo local. Así las cosas, la producción de la pequeña minería en la Región de Arica y Parinacota alcanzó 376 toneladas; en la de Antofagasta, 16.724 toneladas; en la de Atacama, 25.672 toneladas; en la de Coquimbo, 9.469 toneladas; en la de Valparaíso, 5.975 toneladas, y en la de O’Higgins, 217 toneladas.


Según antecedentes del INE y del SERNAGEOMIN, existen zonas cuyas tasas de empleo dependen en más de un 30% de la pequeña minería: este es el caso de comunas como Vallenar, Illapel, Diego de Almagro, Caldera, Chañaral, Tierra Amarilla, Andacollo, Punitaqui, Freirina, La Higuera y Río Hurtado. Tratándose de productores que realizan ventas en algunas de las agencias de la ENAMI, la pequeña minería es una fuente laboral para microempresarios y pequeños emprendedores: son aproximadamente 1.312 productores empadronados, de los cuales en promedio 905 efectuaron entregas regulares en el año 2015. En este orden de ideas, el Mensaje advierte acerca de lo sensible que es para la pequeña minería el precio del cobre: mientras en 2011 el número de productores con entregas regulares a ENAMI fue, en promedio, de 1.566; en 2015 esta cifra cayó a 905, a causa de la baja en el precio del mineral.


El reconocimiento de la pequeña minería, por sus aspectos culturales e históricos, prolonga el quehacer minero nacional, especialmente en zonas de características geológicas reconocidas por la explotación cuprífera desde tiempos prehispánicos. Además, esta actividad incrementa el patrimonio económico del país, especialmente de las comunas del centro-norte.


La pequeña minería, arguye el Mensaje, requiere normas flexibles que se ajusten a la realidad económica y técnica de la disciplina, que aseguren el carácter multiplicador y redistributivo de las rentas que genera merced a la compra de bienes y servicios locales, lo que posibilita afianzar el asentamiento y la permanencia de la población en lugares apartados. Además, atendida su mayor fragilidad económica, vinculada a una baja posibilidad de reconversión hacia otros rubros, precisa de políticas y mecanismos de fomento focalizados. Lo dicho, concluye, exige la consagración legal del mecanismo de estabilización del precio del cobre para la pequeña minería, a objeto de que el sistema pueda gozar de estabilidad y otorgar certeza jurídica a los beneficiarios. Este mecanismo, en todo caso, será plenamente compatible y complementario con otros instrumentos de apoyo a la pequeña minería, actualmente a cargo del Ministerio de Minería y de la ENAMI.

3.- Estructura del proyecto de ley.





La iniciativa consta de ocho artículos permanentes y cinco transitorios. Entre los aspectos que contiene, cabe destacar los siguientes:


a) Crea un mecanismo de estabilización del precio del cobre para la pequeña minería, que operará a través de un Fondo de Estabilización del Precio del Cobre para la Pequeña Minería, administrado por la ENAMI y cuya finalidad exclusiva será atenuar las fluctuaciones que experimente el precio del cobre para sus beneficiarios.


El patrimonio del Fondo estará constituido por un aporte fiscal proveniente de la liquidación de activos del Tesoro Público, que se materializará mediante transferencias; las recuperaciones provenientes de las diferencias positivas entre el precio internacional del cobre promedio observado en la Bolsa de Metales de Londres en el mes inmediatamente anterior a la operación del mecanismo y el precio de estabilización que obligue a aplicar la Banda de Precios a que se refiere el artículo 8 del proyecto (en cuyo caso corresponderá devengar un monto de recursos desde ENAMI al Fondo, equivalente a la aplicación de la banda en las compras efectuadas a los beneficiarios), y el producto de las inversiones financieras que el propio Fondo realice, sujetas a las normas contenidas en el artículo 12 de la ley N° 20.128, sobre responsabilidad fiscal.


b) Define con precisión el rol de la ENAMI en lo que atañe a su labor de fomento mediante el llamado "precio de sustentación", esto es, una ayuda económica temporal para atenuar las diferencias entre lo que le cuesta a un productor extraer su mineral y el precio de venta del mercado cuando éste está en niveles reducidos. Durante el año 2016 la empresa sustentó el precio del cobre por hasta un total estimado de US$34 millones.


Así, el artículo 4 regula las obligaciones que deberá cumplir la empresa, entre ellas: administrar el Fondo y mantenerlo en una cuenta separada; realizar inversiones financieras y compras de minerales de cobre al conjunto de beneficiarios, en función del marco presupuestario comunicado por el Ministerio de Hacienda; elaborar balances trimestrales que den cuenta de los recursos entregados y recuperados, y emitir una resolución trimestral (visada por el Ministro de Hacienda) con el detalle de los depósitos o giros que corresponda efectuar. Dichas rendiciones de cuentas estarán sometidas a las normas de la Contraloría General de la República.


c) Encarga al Ministerio de Hacienda comunicar a la ENAMI, en el mes de diciembre de cada año o cuando las condiciones de mercado lo ameriten, el precio de estabilización del cobre, el marco presupuestario para el año calendario y toda otra condición financiera y operativa que incida en las compras del mineral. Además, deberá visar la resolución trimestral que elabore la ENAMI con el detalle de los depósitos o giros del Fondo, pudiendo hacer observaciones o solicitar su rectificación, si lo estimare procedente.

4.- Informe financiero.


En este documento la Dirección de Presupuestos destaca que el Fondo de estabilización del precio del cobre, a través del cual operará el respectivo mecanismo, será administrado por la ENAMI y tendrá como objeto exclusivo atenuar el impacto que tiene –para sus beneficiarios- la fluctuación que experimenta el precio del mineral.


Enseguida, declara que, en ese marco, aunque este proyecto de ley no tiene efecto en los ingresos del sector público, considera un aporte fiscal inicial al Fondo de US$50 millones, sufragado con activos financieros disponibles en el Tesoro Público, sin incrementar el gasto del Gobierno Central por referirse a transacciones de dicha clase de activos.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

Al iniciarse la discusión de esta iniciativa legal expuso ante la Comisión, en primer término, la señora Ministra de Minería, quien destacó la raigambre patrimonial y cultural de la pequeña minería en el país desde los albores de la República, y la circunstancia de que muchas ciudades y localidades apartadas dependen directamente de esta actividad, generadora de empleo y encadenamiento productivo, como en el caso de las regiones de Antofagasta, Atacama, Coquimbo y Valparaíso (en este sentido, acotó la personera, por cada peso que paga la ENAMI se duplica su valor en el territorio respectivo).


Este sector económico, agregó, es altamente vulnerable a la variación que experimentan los precios de los metales en los mercados internacionales, lo cual justifica la adopción de políticas públicas que permitan su desarrollo en condiciones de estabilidad. El precio de los minerales, y en particular del cobre, tiene un carácter cíclico: la volatilidad del precio y el acceso limitado al mercado de capitales impide a los pequeños productores materializar proyectos de inversión con un horizonte de mediano y largo plazo.


El valor de la producción de la pequeña minería en el año 2015, adujo, fue de aproximadamente US$320 millones, correspondientes a 58.000 toneladas de cobre fino, aunque en promedio la producción de cobre de la pequeña minería entre los años 2007 y 2015 fue de 81.000 toneladas finas. En términos de empleo, según datos del SERNAGEOMIN y del Instituto Nacional de Estadísticas, existen zonas en que la tasa de trabajo depende en más del 30% de este sector (por ejemplo, Vallenar, Illapel, Diego de Almagro, Caldera, Chañaral, Andacollo).


En ese marco, prosiguió la personera de Gobierno, los principios que inspiran este proyecto de ley son: financiamiento, objetividad, automaticidad, transparencia y metodología (mediante el reconocimiento de nuevas estructuras del ciclo de precios). Así, mientras en el modelo de financiamiento actual la ENAMI presta recursos que son devueltos al año siguiente por el Ministerio de Hacienda, en esta iniciativa legal se crea un fondo que parte con US$50 millones que la empresa administrará en cuenta separada.


Hoy el precio de sustentación lo fija el Ministerio de Hacienda, en el proyecto de ley se dispone que un Comité de Expertos lo determine. El financiamiento tendrá el mismo grado de objetividad. La automaticidad se refleja en que el mecanismo de sustentación y de flujos de recursos funcionará en forma inmediata cuando se den las condiciones de mercado. En materia de transparencia se exige a la ENAMI rendir cuenta trimestral de los gastos e ingresos del Fondo, mediante publicaciones en su sitio web, para garantizar que el Fondo se coloque en la sustentación. Desde el punto de vista metodológico, mientras más bajo sea el precio del mineral, mayor será el acompañamiento del Estado al minero en una curva asintótica.


Los beneficiarios del Fondo serán los productores mineros que realicen entregas mensuales a la ENAMI, bajo sistema de compras por tarifa o por contratos para máximo de 2.000 TMS de mineral de cobre, 300 TMS de concentrado de cobre, 150 TMS de mineral de fundición directa o 100 TMS de precipitado de cobre.


El Ministerio de Hacienda comunicará a la ENAMI el precio del cobre de estabilización (equivalente al precio de referencia del cobre de largo plazo utilizado para el balance estructural del sector público); el marco presupuestario para el año calendario, y otras disposiciones que la empresa deberá utilizar para la aplicación de estas condiciones en las compras de mineral de cobre. Las diferencias negativas o positivas entre el precio internacional contado del cobre promedio observado en la Bolsa de Metales de Londres y el precio de estabilización, determinarán si corresponde que el Fondo entregue recursos a la ENAMI o ésta al Fondo.


La señora Ministra reiteró que la ENAMI administrará el Fondo y realizará las inversiones financieras; realizará las compras de mineral al conjunto de beneficiarios; elaborará balances trimestrales del Fondo, los que remitirá a Hacienda; emitirá una resolución trimestral con detalle de depósitos y giros del Fondo, para aprobación de Hacienda, y publicará en su sitio web el informe financiero trimestral del referido Fondo. A su turno, el Ministerio de Hacienda visará la resolución trimestral que ENAMI le remitirá para efectos de determinar depósitos o giros del Fondo que deban efectuarse. Sin perjuicio de lo anterior, la Contraloría General de la República ejercerá su función fiscalizadora de conformidad a su ley orgánica, en especial en lo tocante a las normas que regulan la rendición de cuentas ante este órgano contralor.


El patrimonio del Fondo estará constituido por un aporte fiscal inicial de US$50 millones, proveniente de la liquidación de activos del Tesoro Público; por las recuperaciones de los créditos otorgados, y por el producto de las inversiones financieras que el Fondo realice. A su vez, el Fisco podrá efectuar retiros de capital desde el Fondo cuando no registre movimientos durante dos años consecutivos (estos retiros deberán ser restituidos a requerimiento de la ENAMI ante una disminución del precio del cobre que haga aplicable el mecanismo).


Un reglamento expedido por el Ministerio de Hacienda y suscrito también por el Ministerio de Minería, regulará los aspectos necesarios para la adecuada implementación de la ley. En particular, establecerá una banda de precios para las compras que realice la ENAMI, de manera que puedan atenuarse las fluctuaciones del precio del cobre. Además, dispondrá la forma de determinar pagos por gastos de administración del Fondo en que deba incurrir la empresa, los que se financiarán con cargo a aquél. En la dictación del reglamento, y en sus modificaciones, se aplicarán normas relativas a participación ciudadana en la gestión pública.


El mecanismo de estabilización regirá a partir del primer día del mes siguiente de la publicación en el Diario Oficial del reglamento, el cual deberá dictarse en un plazo de noventa días contados desde la publicación de la ley. El total de los recursos recuperados por la ENAMI por aplicación del mecanismo para el año 2016 ingresarán al patrimonio del Fondo. Pero, los recursos que recupere la estatal por la operación del mecanismo en el año 2015 se mantendrán en su activo.


Enseguida, la señora Ministra explicó que el aporte extraordinario de capital al Fondo se realizará mediante uno o más decretos, autorizándose al Ministerio de Hacienda a realizar estos aportes por un monto de US$35.343.000 a más tardar en seis meses desde la publicación de la ley. En todo caso, se financiará también con reasignación de recursos de la Partida Ministerio de Minería durante el año 2017, y con recursos de la Partida Tesoro Público a partir de 2018. Como fuere, la ENAMI podrá aplicar otros mecanismos de fomento para los productores de la mediana minería del cobre según lo permitan sus recursos financieros y competencias.


Consultada por el Honorable Senador señor Prokurica acerca de la forma en que se devuelven los recursos a la ENAMI, la señora Ministra de Minería expresó que se devolverán mediante aportes extraordinarios. Así, la restitución de los créditos otorgados en el año 2015 se practicará mediante el pago que realicen los pequeños mineros beneficiados (US$24 millones), cerrándose la cuenta por cobrar (en lo que va del año ya se han devuelto US$4 millones).


El Honorable Senador señor Prokurica advirtió acerca de la lentitud que caracteriza a este sistema de recuperación e hizo hincapié en que existen compromisos previamente adquiridos en lo relativo a saldar deudas con la ENAMI, que se deben cumplir.


La señora Ministra comentó que para el Fisco esto representa una inversión financiera: el Fondo entrega créditos con una tasa de interés, que luego recupera y permiten mantener o incrementar su valor. En términos del registro fiscal, si bien la creación del Fondo corresponde a una transacción de activos financieros por US$50 millones, no se afectan los gastos fiscales.


Luego, señaló que las políticas públicas impulsadas por el Ministerio de Minería buscan robustecer el desarrollo de la industria minera nacional, valorar el rol de los trabajadores de la minería en toda la escala productiva, velar por la seguridad laboral y fomentar la productividad y el emprendimiento. En circunstancias que un foco importante está dado por el fortalecimiento de la pequeña minería nacional, el Ministerio ha diseñado políticas públicas que reconozcan a este sector: se trata de una actividad que aun cuando no contribuye significativamente al PIB, dinamiza las economías locales y genera empleos y encadenamientos productivos en las zonas donde establecen sus emprendimientos.


El señor Vicepresidente de la ENAMI, luego de destacar que el mecanismo de estabilización del precio del cobre ha funcionado durante muchos años, adujo que, en relación con el reintegro de recursos de los años 2015 y 2016, se trata de recursos que los mineros devuelven con intereses. Así, si bien la recuperación puede tardar un tiempo más, finalmente se logra solucionar el problema de financiamiento.


El Jefe de la División de Finanzas Públicas del Ministerio de Hacienda precisó que la contabilidad del reintegro de los recursos otorgados en el año 2016 se hará mediante un aporte de capital separado. Cuando la ENAMI entrega créditos a mineros, el monto respectivo queda en el activo del patrimonio de la empresa, en cuentas por cobrar. Esto explica el aporte adicional de US$35 millones, que contempla lo prestado por la estatal en 2016 y los intereses devengados por los créditos a los mineros. Los créditos otorgados en el año 2015 ya han comenzado a ser recuperados, con el interés devengado.


El Honorable Senador señor Prokurica, partidario de fortalecer a la ENAMI mediante la entrega de los recursos públicos que necesita para cumplir su propósito, manifestó su inquietud por la posibilidad de que la idea de crear un fondo de sustentación de tarifas sea el indicio de que se ha llegado a una situación crítica de la actividad minera. En razón de lo anterior, consideró oportuno conocer el monto de los créditos que se han otorgado en los últimos dos años a la pequeña y mediana minería, en conjunto.


El señor Senador recordó el compromiso gubernamental según el cual los recursos de 2015 entregados por la ENAMI a la pequeña minería se devolverían en la partida presupuestaria del Ministerio de Minería de 2016. Sin embargo, dijo, hasta la fecha ese compromiso está pendiente. La solución que contempla el proyecto en orden a que dichos montos se recuperen de las devoluciones que hagan los pequeños mineros, plantea una serie de dificultades: entre ellas, el tiempo que tardará la ENAMI en recobrar la totalidad de los fondos involucrados.


A continuación, manifestó su disconformidad con el retiro de utilidades anticipadas de la ENAMI que hiciera hace algunos años el Ministerio de Hacienda. Sobre el particular, abogó por la exclusión de esta clase de prácticas financieras por el daño que provocan a las entidades afectadas.


El Vicepresidente de la ENAMI aclaró que durante el año 2015 se otorgaron créditos a la pequeña y mediana minería, en conjunto, por US$24 millones, y en el año 2016 por US$35 millones. En este sentido, precisó, estos últimos años han sido aquellos en los que más créditos se han otorgado, porque las bandas de años anteriores eran menores.


El Honorable Senador señor Pizarro, manifestó su inquietud por los requisitos que deben cumplir los pequeños mineros para constituirse en beneficiarios de la ENAMI. Sobre el particular, consideró necesario contar con información referida al número de productores que logran reunir tales requisitos en comparación con quienes quedan fuera del sistema crediticio. El problema que se ha observado con preocupación en el último tiempo, dijo, es que los pequeños mineros que quedan excluidos del mecanismo se han transformado en proveedores de los que ostentan la calidad de beneficiarios, lo que genera conflictos.


Por otra parte, advirtió que si la sustentación máxima alcanza los US$0,60, la oscilación crítica de la banda sería de US$0,120. Y en lo relativo a la restitución de los créditos otorgados a los mineros que debe hacer el Fisco a la ENAMI, hizo presente que debe incluir los intereses devengados y darse en la oportunidad necesaria para que esta empresa no quede impedida de realizar sus proyectos de inversión.


Sobre la posibilidad de que el Ministerio de Hacienda pueda retirar recursos del Fondo cuando éste no sea utilizado al cabo de dos años, subrayó que ello sólo podría admitirse sobre la base de un límite máximo a retirar, para asegurar la sustentabilidad del Fondo.


El Honorable Senador señor Prokurica recabó de los personeros de Gobierno un pronunciamiento acerca del tiempo que tardará la ENAMI en recuperar los US$24 millones que otorgó a título de créditos a la pequeña minería en el año 2015. Además, en circunstancias que se trata de créditos que luego los productores pagan íntegramente, fue contrario a la idea de fijar límites a la cantidad de toneladas que se producen para acceder al sistema crediticio.


La Honorable Senadora señora Allende, en lo que respecta a la posibilidad de retiro de recursos del Fondo por parte del Fisco, expresó dudas en cuanto a las garantías existentes en la ley para que los montos retirados sean devueltos en su totalidad tan pronto sean requeridos. En todo caso, añadió, dada la alta inestabilidad de los precios del cobre y las dificultades que experimenta la economía mundial, parece difícil que el Fondo pueda permanecer inactivo durante dos años.


En cuanto al tiempo que tardará la recuperación de créditos otorgados por la ENAMI en 2015, manifestó su preocupación por la posibilidad de que la lentitud del proceso esté afectando o pueda afectar la materialización de proyectos de inversión estratégicos para la empresa.


La señora Ministra de Minería explicó que cuando baja el precio del cobre se pierden mineros, lo que determina que sólo puedan acceder al mecanismo los productores que efectivamente son “sustentables” en el largo plazo. En este caso los recursos se prestan a un conjunto menor de productores que aquel que podría estar en el mercado en condiciones normales. Cuando el precio comienza a aumentar retornan mineros al sistema, lo que se traduce en un incremento de la velocidad de recuperación de los créditos y una mayor producción de mineral.


En la actualidad, dijo, se observa una volatilidad del precio de sustentación que implica una fluctuación de entre US$0,260 y US$0,250. Como el precio de sustentación es de US$0,256 el mecanismo opera en el margen. Se espera un nuevo precio de sustentación para el 1° de enero de 2018, que debería ser superior si se mantienen condiciones de mercado. Si el precio de mercado sube por dicho costo, la devolución se dará en sintonía.


Enseguida, indicó que el mecanismo de sustentación beneficia a 890 pequeños mineros: En ciclos positivos ha alcanzado a 1.200 beneficiarios. Como el 95% de los pequeños mineros producen menos de 1.000 toneladas, en la curva de recuperación el minero que aporta es el que llega.


El señor Vicepresidente de la ENAMI recordó que los límites a la producción para acceder a los créditos de la estatal se establecieron hace larga data. Así, los mineros que producen cerca de 2.000 toneladas son muy pocos. Con todo, si bien por las 2.000 toneladas reciben la sustentación, si producen un poco más no la reciben por el diferencial, porque entonces el productor ingresa en otra categoría respecto de la cual la empresa aplica otros instrumentos. Lo que hace la estatal es financiar toneladas de mineral, no productores directamente: si ingresara un minero con una producción muy alta en toneladas se llevaría una cantidad importante de recursos (quizá una gran proporción de los recursos disponibles).


El personero informó que, merced a una buena gestión financiera, hasta ahora no dejó de materializarse ningún proyecto de la ENAMI a causa de la falta de devolución de fondos desde el Ministerio de Hacienda. Así las cosas, agregó, no sólo se ha reducido la deuda de la empresa de US$250 millones a US$100 millones, sino que además hay acceso a líneas de crédito a tasas bajas que permiten acometer los diversos requerimientos institucionales. El personero aclaró que hace muchos años que no se efectúan retiros anticipados de utilidades.


El Coordinador Macroeconómico de la Subsecretaría de Hacienda explicó que cuando en la pequeña minería falla el mercado, el Estado asume el rol de proveerle de una cobertura. El mecanismo debe dar certidumbre respecto de los precios a los cuales los mineros venderán sus productos, en un horizonte de mediano y largo plazo. El diseño del mecanismo debe ser sustentable, esto es, duradero, y generar incentivos. De existir alzas y establecerse estímulos para aumentar la producción, que cabría incluir en el diseño paramétrico del mecanismo, habría que pensar en retardar el cobro de los créditos o establecer límites a las devoluciones.


Luego, el profesional explicó que en la ENAMI no existe retiro de utilidades anticipadas, sino acumuladas. Pero, añadió, si bien en la práctica no se ha hecho retiro de ningún tipo de utilidades de la ENAMI, en la medida que la empresas públicas tengan algún tipo de ganancias, éstas contribuyen al erario nacional para financiar al Fisco en sus programas presupuestarios.


La vía contable para la devolución es la siguiente: se dispone de activos en el Tesoro Público y, previa tramitación del decreto respectivo, se hace un traspaso de caja en dólares a la ENAMI. En el balance de la estatal este traspaso figura como aporte de capital. Cuando el dueño de cualquier empresa incrementa su participación no se generan utilidades por el aporte de capital, sino que una base patrimonial más sólida para enfrentar negocios y actividades y respaldar sus operaciones. El Fisco no tiene injerencia en relación con el destino que la ENAMI le dará a los US$35 millones.


Por otra parte, continuó, cuando la empresa genera créditos queda con una cuenta por cobrar, que es parte de sus activos. Como el proyecto de ley dispone que esos activos -que se materializarán en el futuro- pasen al Fondo, se está haciendo una restitución (los recursos se incorporan de inmediato a la base patrimonial y de caja de la ENAMI). La restitución es automática, pues se gatilla cuando la diferencia de precios entre el de sustentación (determinado por el Comité de Expertos) y el spot activa la banda. Al existir informes trimestrales de la empresa coadministradora respecto de cuántos recursos se devengan, en la práctica apenas empiece a activarse la banda se dará una señal respecto a la necesidad de restituir los fondos que se requieran. El límite de los fondos será el de los que se hayan retirado. Como existirá facultad legal para restituir, cuando el administrador del Fondo (esto es, la ENAMI) comunique la activación de la diferencia, la restitución se dará casi automáticamente. 


En términos de una correcta administración fiscal, adujo, es preocupante que existan fondos sin movimiento acumulados en distintas partes del Estado. Utilizarlos permite que el Fisco no se endeude en exceso.


El Honorable Senador señor Prokurica hizo hincapié en que la restitución de estos fondos no corresponde a un aporte de capital, sino que es una devolución del Ministerio de Hacienda hacia ENAMI.


La señora Ministra de Minería acotó que si bien para el Ejecutivo es relevante que no haya un activo inmovilizado, ha sido cuidadoso en exigir que la restitución sea automática, esto es, sin necesidad de una modificación legal sino que a mera condición de mercado (si el precio es menor al de sustentación se devuelve lo que se retiró, conforme al valor que tenía el mineral al momento en que dejó de prestarse). Como el aporte de sustentación de 2016 de US$35 millones quedará en el Fondo, en la práctica éste será de US$85 millones.


El Jefe de la División de Finanzas Públicas del Ministerio de Hacienda precisó que cabe distinguir dos devoluciones, por cuanto existe una transición entre el mecanismo existente en el decreto supremo N° 76, del Ministerio de Minería, de 2003, y los préstamos otorgados, y el nuevo sistema. En el nuevo sistema la ENAMI compra a los pequeños mineros con precio de estabilización mayor al de mercado, y el Fondo le restituye ese monto (por esta razón el Fondo estabiliza precios). En el período de transición están los préstamos de los años 2015 y 2016. Las devoluciones del año 2015 permanecen como activo de la estatal, mientras que las de 2016 pasan al Fondo (y éste los opera). En el ínterin, para no afectar el patrimonio de la empresa se hace el aporte extraordinario de capital.


En otro orden de ideas, la Honorable Senadora señora Allende aludió al anuncio que se hiciera en el reciente Mensaje Presidencial, referido a la eventual construcción de una nueva fundición en la Región de Atacama. Dado el impacto que esto puede tener para la actividad minera del país, solicitó mayores antecedentes a los personeros de Gobierno.


Sobre el particular, la señora Ministra de Minería recordó que, en circunstancias que la norma ambiental de captura para las fundiciones se pretende cumplir en diciembre de 2018, las siete fundiciones existentes han venido adecuándose desde hace algunos años, sin perjuicio de someterse a planes de descontaminación propios. Este es el caso, dijo, de la Fundición Ventanas, que cumple la normativa desde diciembre de 2016 en sintonía con las exigencias del plan de descontaminación de Puchuncaví. Asimismo, la Fundición Alto Norte cumplió en el año 2015, en correspondencia con un plan propio. La Fundición Chagres se halla en vías de cumplir la norma de captura. Tratándose de la ENAMI, se consideran dos etapas: la primera, busca cumplir la norma; la segunda, dar un salto cualitativo para mejorar las tasas de captura.


El Gobierno, agregó, es de opinión que, por razones estratégicas, ambientales y económicas, es necesario continuar fundiendo cobre en Chile, aun cuando al evaluar el negocio por etapas se pudiera concluir que fundir es menos rentable y disminuye el rendimiento de lo extractivo. En este sentido, arguyó, no sólo se requiere de una fundición a la vanguardia en tecnología limpia, sino que también una instalación moderna que permita recuperar más minerales (en presencia de polimetales, por tal razón, se prefiere hablar no sólo de fundiciones sino, también, de refinerías). Lo anterior, sostuvo, sería especialmente significativo respecto de la Región de Atacama.


Enseguida, precisó que el mandato contenido en el Mensaje Presidencial se orienta a la realización de un estudio entre cuatro organismos (CODELCO, INVESTCHILE, CORFO y ENAMI), destinado a identificar el mejor modelo de fundición para el país.


Acerca de la opción consistente entre introducir nuevas tecnologías en las ya existentes o construir una nueva planta con tecnología de punta, y su aplicación a los esfuerzos que en la materia realiza la ENAMI, el Coordinador Macroeconómico del Ministerio de Hacienda señaló que se trata de una decisión sobre gobernanza que atañe al sector público y a las empresas privadas. Hasta ahora las empresas públicas y privadas han adoptado decisiones sin dialogar entre ellas. La idea del mandato presidencial es conminar al diálogo a la ENAMI y a CODELCO –al menos- para que en conjunto evalúen la mejor estrategia para el desarrollo de las fundiciones, complementándolo con las propuestas de la CORFO e INVESTCHILE por la importancia del tema para estimular la inversión extrajera. Sin embargo no se descarta de antemano ninguna alternativa, pues el óptimo puede ser una fundición competitiva y eficiente.


El Vicepresidente de la ENAMI destacó la necesidad de cumplir con la norma ambiental de captura. En una primera fase la captura obligatoria será del orden del 95%, pero con el riesgo de quedar prontamente atrasados respecto de futuras exigencias que tornen más onerosas las inversiones que se deban efectuar. El personero recordó que hubo un momento –cuando se pensó en la norma del 95% de captura- en que se discutió la posibilidad de postergar su entrada en vigencia de manera de contar con proyectos de mayor envergadura que enfrentaran de manera más estable en el tiempo los problemas ambientales, de productividad y rentabilidad.


La ENAMI, dijo el profesional, asumió la norma con un proyecto en dos etapas:


Primero, inversiones menores (en estudio de factibilidad) que pueden fluctuar según la tecnología a utilizar. Estas inversiones permitirán que Paipote cumpla la norma en el año 2018, hasta fines del año 2021. Son inversiones que no perdurarán en el tiempo, por cuanto son mínimas y se espera que en 2020 se encuentre vigente la norma de calidad del aire, que impondrá nuevas condiciones a las fundiciones. Las iniciativas en marcha deberán ser capaces de prevenir la futura norma de calidad del aire, pero no serán rentables.


La segunda, se encuentra en licitación de la ingeniería de factibilidad del proyecto, estando aprobado el estudio de preinversión por parte de la COCHILCO. Además, ya se dio a conocer a la comunidad. La nueva fundición será del doble del tamaño de la actual, e implica una tecnología y un esquema operacional diferentes. El punto es que la ENAMI no puede tener una fundición con resultados negativos, porque sus instalaciones participan en el mercado de fundiciones (las de CODELCO no lo hacen). Con todo, esta empresa está disponible para interactuar con otras instituciones (en circunstancias que CODELCO piensa en mega-fundiciones en Chuquicamata y El Teniente). Le compete a la COCHILCO evaluar todas estas iniciativas.


El Honorable Senador señor Prokurica adujo que si bien el problema es cómo financiar estas nuevas fundiciones, el costo no debe considerarse un gasto sino una inversión productiva. A su juicio, en esta materia no se ha actuado con el máximo cuidado al analizar los riesgos para nuestro país. China, principal comprador a nivel mundial de cobre, tendrá en el futuro el 62% de la capacidad global de fundición. Al invertir en nuevas tecnologías se pasará de recuperar tres metales a catorce, lo que constituirá un beneficio neto para la ENAMI, pero fundamentalmente para la pequeña minería nacional.


La Honorable Senadora señora Allende hizo hincapié en la dificultad que entraña tomar decisiones de esta magnitud en el contexto financiero actual del país. Es evidente, señaló, que deben efectuarse estudios que respalden las decisiones de inversión. Sin embargo, en términos de plazos se está perdiendo una valiosa oportunidad: hay un retraso preocupante en la materia. Es claro, en todo caso, que no se puede continuar exponiendo a las personas a los niveles actuales de contaminación industrial. De allí es que sea crucial contar con proyecciones fundadas relativas a la fecha en que se espera solucionar este asunto.


El Coordinador Macroeconómico del Ministerio de Hacienda explicitó que existe voluntad y decisión política de avanzar en materia de fundiciones. Si bien desde un punto de vista económico acotado las fundiciones aparecen como proyectos de baja rentabilidad, son estratégicos. Las trabas surgidas no responden a problemas de financiamiento, sino de coordinación y gobernanza (CODELCO y ENAMI han avanzado por caminos distintos), por lo que se necesita mayor coordinación.


El personero, sin embargo, sostuvo que no es posible comprometerse con plazos ciertos acerca del tiempo que tardará una solución definitiva.


Cabe consignar que la señora Ministra de la Cartera consideró negativo postergar una norma ambiental, aun cuando presente ineficiencia económica: se trata de un asunto que debe examinarse en términos de rentabilidad social. Así, agregó, postergar la entrada en vigencia de la norma de captura podría generar un conflicto complejo en lo que concierne a salud pública y relación con la comunidad.

El señor Presidente de la Sociedad Nacional de Minería (SONAMI), destacó que en circunstancias que la minería del cobre en Chile representa el 28% de la producción mundial, CODELCO se erige como el mayor productor, y alcanza en el país el 30% de la producción nacional. Por otra parte, en la gran minería privada, las grandes compañías mineras internacionales ostentan el 52% de la producción nacional, mientras que Antofagasta Minerals el 12%. Así, la pequeña minería representa el 1% de la producción en Chile, mientras que la mediana 5%. 

La producción en conjunto de la mediana y la pequeña minería en Chile es sólo el 6% a nivel nacional, pero es comparable a la producción total de otros países mineros como Mongolia, Brasil, Kazajistán o Polonia. Además, las exportaciones del sector son similares a las de otros ámbitos relevantes de la economía chilena como la celulosa, la industria salmonera, frutícola, vitivinícola y forestal. En este sentido, la pequeña y mediana minería (PyMM) tiene un rol fundamental en nuestro país, por cuanto dinamiza las economías locales, principalmente la de aquellas ubicadas en el norte del territorio nacional. A su vez, otorga empleos, especialmente en zonas con escasas oportunidades laborales y tiene bajo impacto ambiental.

La ENAMI, dijo el personero, se encarga de materializar las políticas públicas que promueven el desarrollo del sector mediante fomento, producción y comercialización. La PyMM es rentable y sustentable con bajos precios de largo plazo, según el consenso de los analistas. Sin embargo, los pequeños y medianos productores son más vulnerables comparados con operaciones de gran tamaño. El problema medular es que la volatilidad de esta actividad podría producir conflictos en las comunidades cercanas.

Desde el año 2011 el número de pequeños productores de cobre ha decrecido en 56%, mientras que desde el año 2003 el mecanismo de sustentación del precio del cobre ha sido esencial para mantener la actividad. La producción de cobre fino del sector muestra una caída persistente, siguiendo la tendencia de los precios del metal. La producción del 2016 fue 2/3 de la producción del 2011. La pequeña minería aportó el año 2016 alrededor de 55.000 TMF de cobre a lo largo del país.

El 90% de la producción se concentra principalmente en la zona norte, entre las regiones de Arica y Parinacota y Coquimbo. Las asociaciones mineras afiliadas a la SONAMI son 38 y están distribuidas desde la Región de Arica y Parinacota hasta la Región de los Ríos, concentrándose el 90% de ellas desde la Región Metropolitana al norte. A su vez, el 55% de las asociaciones están concentradas en Atacama y Coquimbo. La pequeña minería se organiza en asociaciones mineras; es vulnerable en períodos de precios bajos; cuenta con más de 1.210 productores potenciales; su escala y recursos financieros no son suficientes para construir plantas procesadoras y tener una comercialización competitiva; cuenta con flexibilidad para explotar depósitos, posee leyes de cobre más altas que la mediana y gran minería, y tiene acceso limitado a crédito bancario. Por su parte, la mediana minería cuenta con flexibilidad en las operaciones; tiene oficinas centrales austeras y organizaciones sencillas; buenas relaciones con las comunidades y fuerte impacto en las economías locales; buena rentabilidad durante períodos de precios altos, leyes de cobre más altas que en la gran minería y tiene un acceso limitado a crédito bancario.

Enseguida, el personero recordó que en 1960 el Estado fusionó CACREMI y la Empresa Nacional de Fundiciones para crear la ENAMI, a fin de fomentar la producción y comercialización de la pequeña minería. El fomento se relaciona con las herramientas financieras para un desarrollo sustentable del sector mediante la exploración, asistencia en evaluación de proyectos, capacitación, créditos para puesta en marcha de proyectos y capital de trabajo. En lo tocante a producción, la acción de la ENAMI se traduce en el tratamiento de minerales provenientes de la pequeña y mediana minería, con cinco plantas procesadoras y una fundición, más producción de cátodos de cobre de minerales oxidados y sulfurados. A su turno, la comercialización alude a la compra de minerales y venta de la producción en mercados internacionales con tarifas anuales de compra de minerales y exportaciones de cobre.

La política del  precio de sustentación busca cubrir parcialmente la diferencia entre el precio de referencia de largo plazo y el contado de mercado, lo que se entrega como un crédito sectorial para la pequeña minería. El rango máximo de cobertura de esta política ha sido definido periódicamente, en función del contexto de mercado. El año 2016, durante el primer semestre el precio de referencia fue de 298 c/Lb y la banda fue estratificada según rangos de precios, mientras que en el segundo semestre el precio de largo plazo se fijó en 256 c/Lb. En consecuencia, los fondos entregados se estiman en US$34 millones.

Durante este año 2017 el sector está devolviendo los fondos entregados, a raíz del alza que experimentó el precio del metal. Esta devolución comenzó en el mes de enero, y de manera continua en los siguientes meses. Se estima que entre enero y abril la devolución bordeó los US$2 millones.

En cuanto a la fijación de precios durante el año 2017, los antecedentes son los siguientes: finos pagables del sector, 3.800 TMF/mes; enero a junio, finos comprometidos: 1.900 TMF/mes; precio fijado: 267,98 c/Lb; marzo a agosto, finos comprometidos 570 TMF/mes; precio fijado: 272,16 c/Lb; julio a diciembre, finos comprometidos 2.275 TMF/mes; precio fijado: 272,29 c/Lb. Para 2017 el total ponderado es de 270,55 c/Lb. El precio de mercado se mantiene según el período de cotización del mes anterior.

En lo que respecta al proyecto de ley en discusión, el personero sostuvo que la SONAMI comparte plenamente las apreciaciones gremiales sobre la relevancia de la pequeña minería en las ciudades y localidades emplazadas en el norte del país, y coincide con la idea de que el sector necesita contar con una política pública que le otorgue mayor estabilidad. En idéntico sentido la iniciativa legal valora positivamente los encadenamientos productivos que genera; la creación de empleos en localidades con escasas oportunidades de trabajo; la importancia económica en localidades con menor diversificación productiva y alejadas de los principales centros urbanos; la sensibilidad del sector a las fluctuaciones de precios; la historia productiva desde épocas prehispánicas y su acervo cultural y económico, y la fragilidad económica asociada a la menor posibilidad de reconversión laboral.

El proyecto de ley, explicó, crea un fondo y un mecanismo de estabilización de precios del cobre para la pequeña minería administrado por la ENAMI, que se contabilizará mediante cuentas separadas. Los beneficiarios serán los productores que vendan vía tarifas de la ENAMI hasta 2.000 toneladas de minerales al mes, o su equivalente a 300 toneladas de concentrados o 100 toneladas de precipitados.

Luego de reseñar los aspectos centrales contenidos en el proyecto de ley, el personero destacó que el patrimonio del Fondo se integrará con un aporte fiscal inicial de hasta US$50 millones, proveniente de la liquidación de activos del tesoro público, desde la vigencia de la ley hasta febrero de 2018, y con las recuperaciones de los recursos entregados por esta vía. Se incluyen también los recursos que se han aportado en los años 2015 y 2016, y el producto de las inversiones financieras que el Fondo realice. Con todo, advirtió, el Fisco podrá efectuar retiros de capital cuando el Fondo no registre movimientos de recursos durante un periodo de dos años consecutivos.

En ese marco, la iniciativa legal recoge un anhelo propuesto por el sector: el Fondo es un mecanismo cuya aplicación automática dependerá de las condiciones de mercado. Por lo tanto, independiza la actividad minera de las interpretaciones y decisiones de las autoridades de turno. Se entiende que la entrega de los recursos del Fondo será bajo modalidad sectorial, por lo cual se valora la confianza puesta en la pequeña minería.

En este sentido el reglamento cobra especial importancia, pues regulará puntos vitales para el sector, como la banda de precios para la entrega y devolución de los recursos y los retiros de capital de parte del Ministerio de Hacienda, entre otros. La SONAMI espera conocer el reglamento antes de su aprobación.

Para la SONAMI es importante participar en la elaboración del reglamento porque la banda de precios que hoy se aplica no es acogida por el sector: la devolución de los recursos no está sometida a la misma modalidad de su entrega. La idea que sugiere la SONAMI consiste en un esquema que considere -al inicio de la devolución- una banda que facilite la recapitalización del sector y la reincorporación de productores.

Sobre el aporte fiscal al Fondo, el personero previno acerca de la incertidumbre referida a que este aporte sea una cantidad menor a US$50 millones, dada la forma en que viene redactada la norma respectiva y el uso de la preposición “hasta”.

Por otra parte, adujo que el proyecto de ley tendría cierta inconsistencia porque crea un Fondo para dar estabilidad a un sector muy vulnerable y, simultáneamente, incluye la posibilidad de retirar capital, cuando se sabe que la duración de los ciclos de los minerales es impredecible y no se establece cómo el Fisco repondrá los fondos cuando sea necesario.

El personero comentó que los pequeños mineros tenían mayores expectativas respecto del proyecto de ley. En los últimos años se ha discutido un estatuto para el sector que incluya diversos temas, entre ellos el fondo de sustentación, a objeto de dar mayor proyección de estabilidad a la actividad. Pero este anhelo no se ha materializado en esta oportunidad. Una alternativa en el intertanto sería potenciar el decreto supremo N°19 en temas de exploración, capital de trabajo, innovación y tecnología, mientras el Gobierno estudia el estatuto para la pequeña minería. En todo caso, la mediana minería también requiere de un instrumento que le asegure algún grado de estabilidad operativa en periodos de precios bajos.

El Honorable Senador señor García manifestó su inquietud por el elevado monto total de los créditos otorgados en el período 2015 a 2016.

El Honorable Senador señor Pizarro, luego de hacer presente la coincidencia fundamental entre lo expresado por el Presidente de la SONAMI y lo señalado por el Ejecutivo, abogó por la necesidad de que la pequeña minería cuente con seguridad y certeza para su desarrollo por la relevancia que tiene en algunas regiones.

En lo que atañe a la pequeña minería informal, el señor Senador advirtió que está constituida hoy por aquellos productores que no cumplen con los requisitos exigidos por la ENAMI para acceder a sus beneficios. Estos productores –afectados por la precariedad- se han transformado en proveedores de terceros que cumplen los requisitos y venden a la Estatal. Con todo, añadió, en ocasiones el poder de compra privado se desenvuelve en forma irregular, lo que genera una situación extraña incluso para la propia ENAMI.
El Presidente de la SONAMI explicó que cuando el precio está alto el costo de producción sube, porque aumentan los insumos y existe mayor demanda. El mérito del proyecto de ley es elevar a rango legal una práctica de años, y conferirle un funcionamiento automático. Es decir, se trata de institucionalizar un mecanismo que ha operado bien, mediante la creación del Fondo que administrará la ENAMI. Así, cuando el precio baje se gatillará el precio de sustentación y cuando suba se devolverán los créditos. El reglamento fijará los rangos.

Algunos pequeños mineros postulan otro mecanismo, dijo el personero: según esta propuesta el precio de sustentación debe vincularse con el costo. Sobre este particular el Presidente de la SONAMI manifestó su desacuerdo, porque transforma el precio de sustentación en un subsidio respecto del cual los productores ineficientes podrían participar. Ello implicaría que al momento de devolver el crédito los productores eficientes terminarían solventando la ineficiencia de otros.

En relación con la seguridad y certeza en la actividad minera, hizo presente que el SERNAGEOMIN ha elaborado un nuevo reglamento que aborda, entre otros temas, un conjunto de exigencias aplicables a la pequeña minería, como la factura electrónica. En ocasiones estas exigencias agobian al pequeño minero. Esto sucede cuando el SERNAGEOMIN impone exigencias desmesuradas y trámites burocráticos adicionales que no agregan ningún valor.

Al concluir, sostuvo que en lugares donde no se justifica tener una planta de la ENAMI o instalar un poder de compra, parte del mineral que se adquiere se procesa en plantas privadas. Sin embargo, el flete tiene un costo muy alto para los mineros. La ENAMI si bien se ha preocupado de la pequeña minería, ha dejado de lado a la mediana. 

Ante la pregunta del Honorable Senador señor Pizarro, acerca de cuánto se necesita para que la ENAMI vuelva a considerar a la mediana minería, el Presidente de la SONAMI acotó que si la estatal tuviera un presupuesto de inversión de US$50 millones anuales podría quedar al día en cinco o seis años.

La Honorable Senadora señora Allende, partidaria de la idea de legislar en la materia, señaló que los retiros de recursos del Fondo que el proyecto contempla constituyen un riesgo asociado a la dificultad de restituirlos. En su opinión, debe buscarse un mecanismo que garantice la posibilidad de utilizar los fondos tan pronto sea necesario.

Enseguida, abogó por una regulación integral de la pequeña minería, que considere cierta flexibilidad para, por una parte, avanzar en la reducción de los grados de informalidad existentes y, por otra, se incrementen los niveles de seguridad en esta actividad.

La ENAMI, dijo, se encuentra ejecutando un plan de mejoramiento y de inversión interesante, que incluye las medidas y acciones que se requieren para cumplir con la normativa ambiental de captura. No obstante, la empresa necesita más capital: algunas de sus plantas son antiguas y su modernización es dispendiosa y reclama una mayor inversión.

Luego, fue partidaria de diseñar un modelo de inversión en fundiciones que, junto con permitir cumplir la normativa ambiental en 2018, haga posible que a futuro se acceda a una tecnología de última generación.

El Presidente de la SONAMI, en relación con las inversiones destinadas a cumplir la norma ambiental de 95% de captura en las fundiciones, consideró que ha habido un lento avance. No obstante, agregó, es posible que en algunas fundiciones se reduzca la cantidad de material a procesar para bajar los niveles de captura y cumplir la norma, mientras se realizan las inversiones respectivas.


Ante una consulta del Honorable Senador señor García-Huidobro sobre el anhelo de los pequeños mineros de las regiones VI y VII de contar con un centro de acopio, el Presidente de la SONAMI dijo que esta organización gremial tiene interés en que la pequeña minería se desarrolle también en otras regiones del país.
El Presidente de la Asociación Minera de Antofagasta coincidió con lo señalado por los representantes de la SONAMI, en cuanto a que el proyecto de ley, al recoger planteamientos que hicieran los pequeños mineros del país, está destinado a transformarse en un impulso modernizador para este sector económico. Al ser un mecanismo cuya aplicación automática dependerá de las condiciones del mercado, independiza la actividad minera de las interpretaciones y decisiones de la autoridad de turno. En la medida en que los recursos se entregarán bajo una modalidad sectorial, demuestra confianza en la pequeña minería nacional.

No obstante, dijo, su asociación minera seguirá instando por un estatuto para el sector: esta iniciativa legal es sólo un complemento. La pequeña minería no se puede medir según los estándares de las grandes empresas y requiere su propio marco normativo. Por otra parte, añadió, el proyecto debe considerar más recursos para la ENAMI y desechar la posibilidad de retirar utilidades anticipadas. La estatal necesita estas utilidades para invertirlas en sus instalaciones y mejorar su gestión. Sobre este particular advirtió que hace veinte años que la ENAMI no invierte en el equipamiento de sus plantas.

A su turno, señaló, el SERNAGEOMIN también debe disponer de más recursos para apoyar a la pequeña minería en capacitación, orientación en seguridad y proyectos productivos. Asimismo, requiere recursos frescos para modernizarse en función de los actuales nuevos requerimientos del sector. En lo tocante al reglamento de seguridad minera, el personero comentó que los pequeños mineros entregaron más de 560 observaciones que fueron acogidas sólo parcialmente por el SERNAGEOMIN.

Respecto del reglamento de sustentación, el personero sostuvo el interés de las asociaciones mineras de participar directamente en su elaboración.

Por último, se mostró contrario a la idea de retirar recursos del Fondo cuando no ha tenido movimiento por dos años consecutivos, atendido el carácter cíclico e imprevisible del mercado del cobre. En todo caso, el Fisco debería estar obligado a reponer los recursos que retira con los intereses que el Fondo habría ganado de no haberse retirado.

El Consejero de la Asociación Minera de Taltal, señor Jorge Pavletic, destacó que si bien esta iniciativa legal es un sentido anhelo de su organización, en circunstancias que su objetivo es otorgar estabilidad al sector, principalmente en períodos de vaivenes cíclicos del precio del cobre, el mecanismo de sustentación debería operar en función de los costos medios. Tratase de un sistema ligeramente distinto al de un precio de referencia determinado por el Comité de Expertos. El personero advirtió que con el proyecto de ley el Ministerio de Minería y la ENAMI pierden facultades en lo que respecta a la administración del Fondo que se crea: la forma en que se articula la presencia del Ministerio de Hacienda le resta movilidad a la estatal y merma la agilidad en la eventual aplicación de la ley.

En cuanto al mecanismo de devolución de créditos, explicó que cuando se otorga un crédito sectorial solidario, incluyendo intereses, se transita de mayor a menor. Esto es, en la medida que disminuye el precio del cobre en relación con el de referencia, se aplica uno a uno hasta 20 centavos de dólar. El problema radica en que la devolución se debe realizar, de acuerdo a la normativa, tal como se otorga. En este sentido, fue partidario de un sistema espejo inverso, donde al otorgarse el crédito de mayor a menor, la devolución se materialice de menor a mayor: en la medida que se haga la devolución, el diferencial que se produzca favorecerá la recuperación del sector, mediante la tarifa de compra de minerales. Si el precio continúa aumentando, el aporte a la devolución seguirá creciendo, lo que generará un círculo virtuoso: al recuperarse el flujo de caja, mejorará la tarifa y se incorporarán más productores, acelerando la recuperación del crédito otorgado. Lo fundamental es lograr el objetivo de otorgar permanencia en el tiempo al sector.

El Presidente de la Asociación Minera de Chañaral, no obstante valorar el aporte del Estado a la ENAMI por US$50 millones, manifestó su preocupación por la facultad que se le entrega al Ministerio de Hacienda de retirar los recursos que se encuentren inmovilizados por dos años consecutivos: esta alternativa, dijo, desconoce el destino original de los recursos y omite pronunciarse acerca de los intereses que se dejan de ganar por el Fondo. Por otra parte, dado el rol social que cumple la ENAMI, el aporte de US$50 millones parece insuficiente si se lo compara con el que se entregará a la ENAP, que alcanzará los US$400 millones. La sustentación es un préstamo que se hace a los pequeños mineros, no es un subsidio.

El Presidente de la Asociación Minera de Illapel, luego de destacar los positivos efectos que genera la pequeña minería en las comunidades locales y su aporte a las regiones en materia laboral y de encadenamiento productivo, arguyó que el objeto específico de la iniciativa legal no está claramente definido. Si su finalidad es permitir la continuidad operacional de las faenas de la pequeña minería cuando el precio del cobre lo impide, se necesita establecer un límite que podría quedar determinado por los costos medios. Dada la dificultad para cuantificarlos, parece razonable que el margen sea el precio del cobre promedio de largo plazo, o bien el precio de referencia que utiliza el Estado para fijar el presupuesto de la Nación. El justo equilibrio permitirá la continuidad operacional de todas las faenas mineras capaces de ser rentables con el precio promedio.

En otro orden, dijo, no queda claro el monto que se asigna al Fondo mediante aporte de capital: según la redacción de la norma dicho aporte fiscal inicial será “de hasta” US$50 millones, lo que originará conflictos de interpretación.

Se extraña en el proyecto un rol más preponderante del Ministerio de Minería, que es el encargado de promover esta actividad. A su turno, el cometido específico de la ENAMI como ejecutor de política pública queda disminuido y con una mínima movilidad. Al respecto, recordó que se trata de una empresa del Estado que ya es susceptible de fiscalización por la Contraloría General de la República. El proyecto de ley, sin embargo, la obliga a informar cada noventa días respecto de la destinación de los recursos del Fondo, lo que –en su opinión- constituiría un celo excesivo en su fiscalización.

En cuanto al Ministerio de Hacienda, señaló, el proyecto de ley otorga fondos pero mantiene la potestad en esta Cartera para determinar la oportunidad y el monto de los recursos que se entregarán. Sería oportuno, adujo, incluir estándares que aseguren el cumplimiento del objeto del cuerpo normativo. Además, el aporte de hasta US$50 millones no constituye una cifra que haga justicia con la pequeña minería. La rentabilidad social de la ENAMI ha quedado históricamente demostrada y evidencia lo positivo que es mantener la actividad.

Enseguida, indicó, debe ser un mecanismo autónomo el que gatille el otorgamiento y la devolución de los créditos. La devolución del crédito debe ser similar a la forma en que se otorga. Dado que cuando el precio está cerca de la banda no hay un efecto reactivador en el sector, la forma de devolución debe ser creciente en la medida que el precio se aleje del piso de la banda. Esto permitirá el ingreso de nuevos actores y una recuperación de fondos más rápida y eficaz.

El Presidente de la Asociación Minera de Putaendo destacó la importancia de esta iniciativa legal: hasta ahora, dijo, no se ha regulado legalmente mecanismo alguno de sustentación del precio del cobre. En este sentido, es fundamental contar con una ley que blinde la actividad de la pequeña minería.

En lo relativo al Fondo de sustentación, manifestó su reparo al modo en que se redacta la norma sobre aporte de capital por el riesgo de que en algún momento se extingan los recursos. Los ciclos del cobre no duran dos años, sino que son más largos: es aventurado establecer la posibilidad de que el Ministerio de Hacienda retire recursos del Fondo por encontrarse dos años consecutivos inmovilizados. Quizá sería oportuno pensar en la posibilidad de crear un banco monetario del fomento minero con los recursos entregados en este Fondo, lo cual permitiría que devenguen intereses.

El Vicepresidente de la Asociación Minera de la Sexta Región, luego de señalar que la mayor parte de la actividad de la pequeña minería en esta región corresponde a la explotación de oro, sostuvo que el aporte de US$50 millones no es coherente con el alto cumplimiento que exhibe la pequeña minería en el pago de los créditos que se le otorgan. Por tal motivo, dicho monto debe aumentarse y considerar ciclos más extensos en relación con esta actividad económica.

El personero explicó que a su asociación le preocupa el tiempo que requerirá acceder al beneficio, el rol que tendrá la ENAMI, las reglas de devolución del monto y el tratamiento que se hará en el reglamento de todas estas materias, sin ninguna participación de sus principales beneficiarios.

El Honorable Senador señor Prokurica, luego de hacer hincapié en el hecho de que existen localidades que sin minería no podrían subsistir ante la ausencia de otras alternativas económicas, adujo que el proyecto no inventa ningún mecanismo nuevo, sino que acoge una propuesta hecha por las asociaciones mineras en décadas pasadas. Así las cosas, el mérito de la creación de este mecanismo es de las asociaciones.

El mecanismo, sostuvo el señor Senador, responde a ciertos fundamentos, a saber:


1) La entrega de los recursos de que se trata inciden en una administración eficiente del gasto público. Hasta ahora, sostuvo, ha sido difícil sentar el principio de que este mecanismo corresponde esencialmente a un crédito. Los pequeños mineros históricamente tienen un alto cumplimiento en el pago de sus obligaciones crediticias. Siendo así, los recursos que el Fisco destina a este propósito no son un gasto sino una inversión que beneficia a todas las partes.


2) Los recursos que el Estado deja de invertir en el fomento de la pequeña minería, termina más tarde entregándolos por intermedio de organismos regionales o municipales vía subsidios u otras formas de ayuda social.


3) Una normativa de esta índole evita la discrecionalidad del Ministerio de Hacienda, aunque debe tener la flexibilidad suficiente como para que puedan incorporarse las adecuaciones que se requieran en la práctica a fin de que el mecanismo funcione y beneficie realmente a los pequeños mineros.


El señor Senador expresó su inquietud por la disparidad de criterio en el respaldo del Gobierno hacia las empresas del Estado. Así, dijo, mientras a la ENAP se le entregarán US$400 millones para capitalización, no obstante sus históricas dificultades administrativas y de gestión, a la ENAMI sólo se destinan US$50 millones, aun cuando es una empresa altamente eficiente.

Luego de manifestarse partidario de que las asociaciones mineras sean convocadas a participar en la elaboración del reglamento de esta ley, lamentó que la iniciativa no se pronuncie respecto de la devolución de los fondos adeudados por el Ministerio de Hacienda a la estatal, que ascienden a casi US$22 millones y que se originan en los préstamos que entregó la ENAMI vía precio de sustentación en 2015. La pequeña minería exhibe un elevado cumplimiento de sus obligaciones crediticias, por lo cual no se ve razón suficiente para establecer restricciones en el acceso a esta clase de créditos.

El Honorable Senador señor Pizarro resaltó que el alto grado de cumplimiento de las obligaciones crediticias por parte de los pequeños mineros es lo que, precisamente, justifica crear este instrumento de fomento y apoyo bajo la forma de un Fondo de sustentación.

En cuanto al retiro de recursos inmovilizados por dos años consecutivos, afirmó que es susceptible de modificarse en función de los ciclos mineros (cabría revisar la gradualidad a aplicarse). En este sentido, la experiencia que puede aportar la ENAMI con el historial de cada productor se torna relevante. No puede olvidarse, dijo, que la gran minería puede soportar por más tiempo ciclos adversos o reactivarse de manera más acelerada, aun cuando advirtió acerca del significativo porcentaje de proyectos de la mediana y gran minería que se encuentran paralizados.

En lo que concierne a las denominadas “aguas del minero”, hizo presente que –en su opinión- las modificaciones que se están proponiendo al Código de Aguas serían contrarias a los intereses de los pequeños mineros. Sobre este particular expresó su preocupación: en algunas zonas geográficas, especialmente en el norte, la pequeña minería es la que reactiva las economías locales con mayor rapidez que otros sistemas productivos.

El Honorable Senador señor Prokurica coincidió con lo expuesto respecto del tema de las aguas en la minería. A su juicio, éste es un asunto complejo y de difícil fiscalización.

El Honorable Senador señor García-Huidobro declaró que en circunstancias que Chile es un país minero y los ingresos del Fisco provienen en una proporción significativa de esta actividad económica, el país debe proseguir incentivando este rubro productivo. En este sentido, la iniciativa legal en discusión entrega tranquilidad y permite la subsistencia de la pequeña minería. Pero, explicó, la minería debe desarrollarse en condiciones de respeto a las comunidades y al medio ambiente, por lo que lamentó el desconocimiento que se observa respecto de las aguas del minero.

El Subsecretario de Minería destacó que las asociaciones mineras valoran la relevancia de este proyecto de ley, en línea con sus intereses. Mientras el actual mecanismo se regula mediante decretos, la ley otorgará seguridad jurídica a los pequeños mineros sobre la forma en que operará el mecanismo y la manera de ejercer este derecho: su actividad se sustentará desde el Estado y no dependerá de la fluctuación del precio del cobre.

En lo relativo al monto del Fondo, afirmó que lo importante es que sea suficiente. Al respecto se realizó un estudio acerca de la operación histórica del mecanismo actual, que demuestra que el Fondo que se propone debería bastar.

En cuanto a la forma de devolución del crédito, precisó que cuando el precio del cobre mejore habrá una señal de reactivación del sector. Con todo, manifestó su disposición a analizar la operatividad de la banda.

El personero aclaró que los roles del Ministerio de Minería y de la ENAMI en esta iniciativa legal son los que han tenido históricamente: no se les resta protagonismo alguno en este mecanismo. No obstante, si bien hay alternativas en lo que respecta al mecanismo, lo que no puede ocurrir es que el Fondo se quede sin recursos. De allí es que sea factible pensar en un sistema espejo o espejo inverso o proporcional, pero siempre que lo esencial sea recomponer el Fondo.


Cabe consignar que, por acuerdo unánime de la Comisión, se ofició al señor Ministro de Hacienda, a fin de hacerle presente la necesidad de devolver a la ENAMI los recursos que esta empresa prestara a título de créditos otorgados en 2015, en aplicación del Fondo de Sustentación del Precio del Cobre para la Pequeña Minería. Se considera que estos recursos no sólo permitirán mejorar la situación patrimonial de la ENAMI, sino también cumplir adecuadamente su función legal de fomento productivo de la pequeña minería y artesanal.


A continuación, el señor Presidente declaró cerrado el debate y sometió a votación en general la iniciativa de ley en estudio.


- Sometida a votación la idea de legislar en la materia, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García-Huidobro, Guillier, Pizarro y Prokurica.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO





En concordancia con el acuerdo anteriormente expresado, vuestra Comisión de Minería y Energía recomienda aprobar en general el proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1.- Objeto de la ley. Créase un mecanismo de estabilización del precio del cobre para la pequeña minería, que operará a través del Fondo de Estabilización del Precio del Cobre para la Pequeña Minería (en adelante también “el Fondo”), y de la Empresa Nacional de Minería (en adelante también “Enami”), cuyo objeto exclusivo será atenuar las fluctuaciones que experimente el precio de ese metal para el referido sector.


El Fondo se constituirá con los recursos que señala la presente ley y será administrado por Enami, mediante una cuenta separada creada al efecto.


Artículo 2.- Beneficiarios. Serán beneficiarios del mecanismo de estabilización dispuesto en esta ley todos los productores mineros que realicen entregas mensuales a Enami bajo el sistema de compras por tarifa o por contratos, para un máximo de 2.000 Toneladas Métricas Secas (TMS) de mineral de cobre, 300 TMS de concentrado de cobre, 150 TMS de mineral de fundición directa o 100 TMS de precipitados de cobre, siempre que cumplan con lo dispuesto en el reglamento de esta ley y se encuentren debidamente empadronados en Enami.


Artículo 3.- Operación del Mecanismo. El mecanismo operará del siguiente modo:


a) El Ministerio de Hacienda, mediante oficio, comunicará a Enami en el mes de diciembre del año anterior al de su vigencia o cuando las condiciones así lo ameriten, el precio del cobre de estabilización, el marco presupuestario para el año calendario y otras disposiciones que la empresa deberá utilizar para la aplicación de estas condiciones en las compras de mineral de cobre conforme a los preceptos de este cuerpo legal y en el ámbito de las competencias definidas en su ley orgánica. El mencionado precio será equivalente al precio de referencia del cobre de largo plazo utilizado para la estimación del Balance Estructural del Sector Público, vigente para el año correspondiente a la aplicación del mismo, de conformidad a lo señalado en el artículo 10 del decreto ley N° 1.263, de 1975, del Ministerio de Hacienda, orgánico de Administración Financiera del Estado.


b) En base a la banda de precios a que se refiere el artículo 8 de esta ley, y en caso de generarse una diferencia negativa entre el precio internacional contado del cobre promedio observado en la Bolsa de Metales de Londres el mes inmediatamente anterior al de la operación del mecanismo y el precio de estabilización, que obligue a aplicarla, corresponderá al Fondo devengar un monto de recursos a Enami, equivalente a la aplicación de la señalada banda en las compras efectuadas a los beneficiarios de esta ley.


c) Del mismo modo, en base a la banda de precios previamente indicada, y en caso de generarse una diferencia positiva entre el precio internacional contado del cobre promedio observado en la Bolsa de Metales de Londres el mes inmediatamente anterior al de la operación del mecanismo y el precio de estabilización, que obligue a aplicarla, corresponderá devengar un monto de recursos desde Enami al Fondo, equivalente a la aplicación de la señalada banda en las compras efectuadas a los beneficiarios de esta ley.


d) Para el solo efecto de la aplicación del Fondo, Enami comprará los minerales de cobre de aquellos productores mineros que cumplan con los requisitos para ser considerados beneficiarios, teniendo presente las instrucciones impartidas de acuerdo al oficio aludido en el literal a) y las condiciones señaladas en los literales b) y c) anteriores.


e) Para efectos de determinar los montos de los recursos por ser transferidos entre Enami y el Fondo, dicha empresa confeccionará balances trimestrales y emitirá una resolución, que deberá ser visada por el Ministro de Hacienda, para sancionar los depósitos o giros del Fondo.


Artículo 4.- Rol de la Empresa Nacional de Minería. Para efectos de asegurar el adecuado funcionamiento del mecanismo establecido en esta ley, serán obligaciones de Enami las siguientes:


a) Administrar el Fondo, mantenerlo en una cuenta separada y realizar inversiones financieras.


b) Realizar las compras de minerales de cobre al conjunto de beneficiarios identificados en el artículo 2, de acuerdo al marco presupuestario comunicado.


c) Elaborar balances trimestrales del Fondo que den cuenta de los recursos efectivamente entregados y recuperados del conjunto de beneficiarios, los que deberán ser remitidos al Ministerio de Hacienda, dentro de los treinta días siguientes al término del trimestre respectivo.


d) Emitir una resolución trimestral para la aprobación del Ministro de Hacienda, con el detalle de los depósitos o giros del Fondo que corresponda efectuar.


e) Elaborar y publicar en su sitio web el informe financiero trimestral del Fondo, cuyo contenido quedará establecido en el reglamento a que  hace mención el artículo 8.


Artículo 5.- Rol del Ministerio de Hacienda. Para efectos de esta ley, serán obligaciones del Ministerio de Hacienda las siguientes:


a) Comunicar a Enami, mediante oficio, el precio de estabilización, el marco presupuestario para el año calendario en el cual regirá, así como otras condiciones financieras que deberá observar la empresa, conforme a los preceptos de este cuerpo legal y en el ámbito de las competencias definidas en su ley orgánica.


b) Visar la resolución trimestral que Enami le remitirá para efectos de determinar los depósitos o giros del Fondo que corresponda efectuar.


Artículo 6.- Rol de la Contraloría General de la República. La Contraloría General de la República ejercerá su función fiscalizadora de conformidad con lo dispuesto en la ley N° 10.336, de Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la República, cuyo texto refundido fija el decreto N° 2.421, de 1964, del Ministerio de Hacienda. Asimismo, Enami estará sujeta a las normas que regulan la rendición de cuentas ante ese órgano contralor.


Artículo 7.- Patrimonio del Fondo. El Patrimonio del Fondo estará constituido por:


a) Un aporte fiscal inicial de hasta US$ 50.000.000 (cincuenta millones de dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda nacional, proveniente de la liquidación de activos del Tesoro Público. Dicho aporte se materializará en una o más transferencias que se realizarán desde la entrada en vigencia del mecanismo hasta el 28 de febrero de 2018.


b) Las recuperaciones a las que hace referencia la letra c) del artículo 3, las que considerarán la aplicación de una tasa de interés equivalente al costo de deuda del Fisco relativo al aporte realizado.


c) El producto de las inversiones financieras que el Fondo realice, las que deberán sujetarse a lo dispuesto en el artículo 12 de la ley N° 20.128, sobre Responsabilidad Fiscal.


El Fisco podrá efectuar retiros de capital desde el Fondo si es que éste no registra movimientos de recursos durante un periodo de dos años consecutivos. Sin embargo, ante una disminución en el precio del cobre, que haga aplicable el mecanismo de sustentación establecido en esta ley, y a requerimiento de Enami, el Fisco deberá restituir los recursos retirados a los que se refiere este párrafo.


Artículo 8.- Reglamento. Un reglamento, expedido a través del Ministerio de Hacienda y suscrito también por el Ministro de Minería, regulará los asuntos necesarios para la adecuada implementación de esta ley. En particular, el reglamento establecerá una banda de precios para las compras que Enami realice a los beneficiarios de la ley para que, conforme a los recursos del Fondo, puedan atenuarse las fluctuaciones que experimente el precio del cobre respecto del precio de estabilización señalado en la letra a) del artículo 3. Asimismo, establecerá reglas que permitan ajustar la banda de precios, el devengo y las transferencias contempladas en el artículo 3 para mantener su sustentabilidad, en especial, cuando se proyecte el agotamiento del Fondo durante un año calendario.


Este reglamento dispondrá también la manera de determinar los pagos que por concepto de administración del Fondo deban efectuarse a la empresa, los que deberán ser financiados con cargo al mismo Fondo.


En la dictación del reglamento previsto en este artículo, así como sus modificaciones, serán aplicables los artículos 69 al 75 contenidos en el Título IV de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se fijó en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

Disposiciones transitorias


Artículo primero.- El mecanismo de estabilización que se establece en la presente ley regirá a partir del primer día del mes siguiente a la publicación en el Diario Oficial del reglamento señalado en el artículo 8.


El reglamento a que se refiere el inciso anterior deberá dictarse en el plazo de noventa días contado desde la fecha de publicación de esta ley.


Artículo segundo.- El total de los recursos que recupere Enami por aplicación de lo autorizado por el Ministerio de Hacienda respecto de la operación del mecanismo de estabilización del precio del cobre para la pequeña minería para el año 2016 ingresará al patrimonio del Fondo.


Los recursos que recupere Enami por la operación del mecanismo de estabilización del precio del cobre para el año 2015 se mantendrán en el activo de la empresa.


Artículo tercero.- Autorízase al Ministro de Hacienda para que, mediante uno o más decretos expedidos bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, efectúe el aporte extraordinario de capital al Fondo de Estabilización del Precio del Cobre para la Pequeña Minería, de acuerdo a lo dispuesto en la letra a) del artículo 7.


Artículo cuarto.- Autorízase al Ministro de Hacienda para que, mediante uno o más decretos expedidos bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, efectúe aportes extraordinarios de capital a Enami por un monto de US$ 35.343.000 (treinta y cinco millones trescientos cuarenta y tres mil dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda nacional, en una o más transferencias, a más tardar en seis meses contados desde la publicación de la presente ley. Este aporte se financiará durante el año 2017 con una reasignación de recursos de la Partida del Ministerio de Minería, o con recursos de la Partida Tesoro Público a partir del año 2018.


Artículo quinto.- Sin perjuicio del mecanismo establecido en la presente ley, Enami podrá aplicar otros mecanismos de fomento para los productores de la mediana minería de cobre, según lo permitan sus recursos financieros y competencias, en conformidad a su ley orgánica.”.

- - -





Acordado en sesiones celebradas los días 7, 14 y 21 de junio de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señor Alejandro García-Huidobro Sanfuentes (Presidente), señora Isabel Allende Bussi y señores José García Ruminot (Baldo Prokurica Prokurica), Alejandro Guillier Álvarez, Jorge Pizarro Soto, Rabindranath Quinteros Lara (Alejandro Guillier Álvarez) y Baldo Prokurica Prokurica.





Sala de la Comisión, a 30 de junio de 2017.

(Fdo.): Ignacio Vásquez Caces, Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE INSTITUYE EL PRIMER SÁBADO DE SEPTIEMBRE DE CADA AÑO COMO EL “DÍA NACIONAL DEL CIRCO CHILENO”
(10.662-24)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de los Honorables del Diputados señoras Daniella Cicardini Milla, Maya Fernández Allende, María José Hoffmann Opazo y señores Claudio Arriagada Macaya, Ramón Farías Ponce, Issa Kort Garriga, Roberto Poblete Zapata, Leonardo Soto Ferrada, Guillermo Tellier Del Valle y Víctor Torres Jeldes.


Cabe señalar que la iniciativa en estudio ingresó a trámite en el Senado en sesión de 2 de agosto de 2016, remitiéndolo la Sala para conocimiento de esta Comisión.


Se hace presente que, por tratarse de un proyecto de artículo único, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, y acordó, unánimemente, proponer al Excelentísimo señor Presidente que en la Sala sea considerado del mismo modo.


A una o más de las sesiones en que se analizó esta iniciativa legal además de los miembros de la Comisión, asistieron las siguientes personas:


- Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Ministro, señor Nicolás Eyzaguirre; el Subsecretario, señor Gabriel de la Fuente; el Asesor de la División Jurídica, señor Gabriel Osorio, y los Asesores, señores Fernando Carrasco, Hernán Campos y Gonzalo Frei.


- De la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo: el Subsecretario, señor Ricardo Cifuentes; la Jefa de División de Políticas y Estudios, señora Viviana Betancourt; el Jefe de Gabinete, señor Eduardo Jara; y los Asesores, señores José Luis Donoso y Rodrigo O’Ryan.


- De la Fundación Jaime Guzmán: el Asesor, señor Carlos Oyarzún.


- Del Instituto Igualdad, el Asesor señor Rodrigo Márquez.


- De la Biblioteca del Congreso Nacional: la Analista, señora Gabriela Dazarola.


- El Asesor de la Senadora Ena Von Baer, señor Jorge Barrera.


- El Asesor del Senador Rabindranath Quinteros, señor Jorge Frites.


- La Asesora del Senador Ricardo Lagos, señora Leslie Sánchez.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO


Instituir, en todo el territorio nacional, el primer sábado de septiembre de cada año, como el Día Nacional del Circo Chileno.

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- Constitución Política, artículo 19, N° 21.


2.- La ley N° 20.782, que establece el Día Nacional de Gendarmería de Chile.


3.- La ley N° 20.153, que establece el Día Nacional del Teatro.


4.- La ley N° 20.747, que establece el 29 de abril de cada año como “Día de los sewellinos y sewellinas”.


5.- La ley N° 20.834, que establece el día 18 mayo, como día nacional del chuquicamatino y chuquicamatina.


6.- La ley N° 20.946, que establece el 14 de agosto como Día Nacional de los Radioaficionados.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO


La moción que da origen al presente proyecto señala que algunas de las entretenciones más antiguas y tradicionales de Chile en los últimos siglos han sido las reuniones de personas alrededor de la celebración de algún espectáculo callejero efectuado en algún lugar de alta afluencia, plaza o pueblo, que normalmente han consistido en pruebas de destreza física o mental que son comunes a todas las naciones, cuya fisonomía ha cambiado a lo largo de los siglos y de las épocas. 


Indica que hace 600 años eran trovadores y juglares que saltaban y danzaban al ritmo de la música de algún instrumento en la Europa medieval, y que hoy son bandas de músicos que por una retribución ejecutan piezas de distintos estilo, o sencillamente personas de destreza física que realizan cabriolas de toda índole o trucos, a veces utilizando animales o instrumentos especiales, o simplemente mostrando su habilidad en algún arte o técnica. 


Hace presente que es en el período bajo medieval donde las «troupes de saltimbanquis» ya incluían en sus espectáculos la música, el baile, los cuentos populares, las narraciones épicas, los títeres, además de las habilidades clásicas como la acrobacia y los malabares, y que en muchos pueblos se acogía a los artistas itinerantes ofreciéndoles un lugar para presentar sus espectáculos, como atracción de los acontecimientos públicos importantes. 


Destaca que en forma lenta, pero contundente se formalizaron itinerarios y caminos por los cuales miles de artistas solían pasar durante todo el año, y que esa conjunción de medios humanos y técnicos, desde tiempos inmemoriales, ha dado lugar en la modernidad a lo que conocemos como “el circo”. 


Este, prosigue, representa una parte de la cultura y de la entretención humana constituyendo a la vez una agrupación de recursos que forman una empresa, que se ha ido construyendo a lo largo de siglos, donde se incluyen la acrobacia, el malabarismo, el contorsionismo y otras prácticas corporales que, si bien actualmente se asocian al universo circense, son expresiones humanas anteriores a los propios conceptos de «circo» o de «artes del circo» pero que conjuntamente o agrupadas le han dado origen.


Señala que en Chile desde antiguo han podido observarse espectáculos en las calles realizados por artistas circenses que van recorriendo cada pueblo o ciudad y que posteriormente con la instalación de carpas dio inicio a la función de circo, dirigida la mayoría de las veces por el maestro de ceremonia, quien presentaba a viva voz los diferentes números con sus respectivos artistas, los que conformaban todo un mundo dispuesto a cumplir el propósito esencial que consiste entretener a los niños y cautivar a los adultos.


Recuerda que la historia del circo en Chile se inicia aproximadamente en 1885, cuando la familia de los hermanos Pacheco llegó desde el extranjero a Valparaíso, e inauguró el primero de ellos, no obstante que sus antecedentes se remontan a comienzos del siglo XIX ya que a mediados de éste se presentaron en nuestro país funciones extraordinarias de equitación.


Indica que eran bastante frecuentes los espectáculos de maravillas gimnásticas y, según lo consigna el texto de Pilar Ducci González titulado “Años de circo: historia de la actividad circense en Chile”, es a comienzos del siglo XX donde se vivió el apogeo del circo chileno pues se recogió e incorporó lo mejor de los circos extranjeros a los rasgos del pueblo chileno, conformándose un espectáculo de dos partes: una primera con los clásicos números circenses, y una segunda consistente en una pantomima o en un espectáculo de música popular o de folclor.


Hace presente que la actividad circense fue y es compleja y difícil debido a que los primeros circos chilenos eran pequeños y con muy escasos medios, razón por la cual sus trabajadores debían hacer frente a una serie de labores dentro de la pista y fuera de ella en la producción del evento. Con el tiempo, agrega, el negocio del circo ha evolucionado hacia la formación de pequeñas empresas donde son los payasos las figuras principales y el eje de las presentaciones, al tiempo que han nacido los grandes circos que cuentan con números especializados, sin la presencia de animales, y que poseen prestigio internacional.


A mayor abundamiento resalta que el primer circo nacional que se constituyó como una gran empresa fue el Circo Las Águilas Humanas, y que posteriormente muchas otras familias se han dedicado al espectáculo circense, como Los Tachuela, Los Montes de Oca, Los Caluga, Los Mazzini, los Farfán, los Ventura y Los Corales. 


Por último, indica que en la actualidad el circo chileno ha logrado mantenerse vigente, a pesar de las múltiples ofertas de entretención que tiene el público a su disposición, y es en este contexto que en septiembre del 2007 entra en vigencia la ley N° 20.216 de protección y fomento de la actividad circense nacional, que reconoció al circo chileno como una manifestación tradicional de la cultura chilena, la cual regula el enorme patrimonio circense que debe preservarse pues, sin duda alguna, el circo chileno es una de las artes y tradiciones populares más entrañables que tiene el país y que, como tales, el Estado debe contribuir a preservar, promover, difundir y proteger con el objeto que puedan ser conocidas y apreciadas por todos los chilenos de hoy y también de mañana.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El texto del proyecto de ley en informe es el que sigue: 

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Institúyese, en todo el territorio nacional, el primer sábado de septiembre de cada año como el Día Nacional del Circo Chileno.”. 
- - -





Al iniciar el estudio de esta iniciativa legal se hizo presente que en diversos proyectos previamente aprobados que fijan días nacionales, se ha discutido si la materia es propia de la iniciativa legal, pues durante el debate en Sala es un aspecto que se ha considerado. 


Establecido lo anterior, la Comisión coincidió plenamente con las finalidades expresadas por los autores de la moción con el objeto instaurar en nuestro país el primer sábado de septiembre como el Día Nacional del Circo Chileno, como una manera de reconocer a esta manifestación tradicional de la cultura chilena, por lo que prestó un respaldo unánime a la iniciativa en informe.

- - -

- Cerrado el debate y puesto en votación, el proyecto resultó aprobado en general y particular por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene el honor de proponeros aprobar el proyecto de ley en informe, en general y en particular, en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Institúyese, en todo el territorio nacional, el primer sábado de septiembre de cada año como el Día Nacional del Circo Chileno.”. 
- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 14 y 21 de junio del presente año, con asistencia de la Honorable Senadora señora Ena Von Baer y los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi Chelech, Alberto Espina Otero, Rabindranath Quinteros Lara (Presidente) y Andrés Zaldívar Larraín.


Sala de la Comisión, a 21 de junio de 2017.

(Fdo.): Juan Pablo Durán G., Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECE EL DÍA 19 DE MARZO, COMO EL “DÍA DEL MAESTRO OBRERO CONSTRUCTOR”

(11.221-04)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Bianchi, Chahuán, Prokurica y Quinteros.


Cabe destacar que por acuerdo de la Sala de fecha 10 de mayo del presente, el proyecto en estudio pasó a esta Comisión en reemplazo de la de Educación y Cultura, como se había determinado al inicio de su tramitación.


Se hace presente que, por tratarse de un proyecto de artículo único, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley y acordó, unánimemente, proponer al Excelentísimo señor Presidente que en la Sala sea considerado del mismo modo.


A una o más de las sesiones en que se analizó esta iniciativa legal además de los miembros de la Comisión, asistieron las siguientes personas:


- Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Ministro, señor Nicolás Eyzaguirre; el Subsecretario, señor Gabriel de la Fuente; el Asesor de la División Jurídica, señor Gabriel Osorio, y los Asesores, señores Fernando Carrasco, Hernán Campos y Gonzalo Frei.


- De la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo: el Subsecretario, señor Ricardo Cifuentes; la Jefa de División de Políticas y Estudios, señora Viviana Betancourt; el Jefe de Gabinete, señor Eduardo Jara; y los Asesores, señores José Luis Donoso y Rodrigo O’Ryan.


- De la Fundación Jaime Guzmán: el Asesor, señor Carlos Oyarzún.


- Del Instituto Igualdad, el Asesor señor Rodrigo Márquez.


- De la Biblioteca del Congreso Nacional: la Analista, señora Gabriela Dazarola.


- El Asesor de la Senadora Ena Von Baer, señor Jorge Barrera.


- El Asesor del Senador Rabindranath Quinteros, señor Jorge Frites.


- La Asesora del Senador Ricardo Lagos, señora Leslie Sánchez.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

Establecer el día el 19 de marzo de cada año como el “Día Nacional del Maestro Obrero Constructor”.

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- Constitución Política, artículo 19, N° 21.


2.- La ley N° 20.782, que establece el Día Nacional de Gendarmería de Chile.


3.- La ley N° 20.153, que establece el Día Nacional del Teatro.


4.- La ley N° 20.747, que establece el 29 de abril de cada año como “Día de los sewellinos y sewellinas”.


5.- La ley N° 20.834, que establece el día 18 mayo, como día nacional del chuquicamatino y chuquicamatina.


6.- La ley N° 20.946, que establece el 14 de agosto como Día Nacional de los Radioaficionados.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO


La moción que da origen al presente proyecto hace presente que se ha hecho una costumbre en el país, desde hace algunos años, celebrar el día 19 de marzo como el día del maestro obrero constructor.


Indica que para dar un especial reconocimiento al obrero constructor es que se ha establecido la costumbre de conmemorar el día del maestro constructor en esa fecha que, aunque no se corresponde con la celebración de San José Obrero, Patrono de los maestros constructores, si se encuentra cercana a ella, permitiendo un reconocimiento mucho más especial para este tipo de trabajador.


Destaca que son muchas las razones que justifican la existencia de un reconocimiento a este importante oficio, por cuanto los maestros constructores realizan una sacrificada e insustituible labor que, lamentablemente, no tiene el reconocimiento social ni económico que se merece, recibiendo muchas veces un salario que está muy por debajo de lo que significa su importante y muchas veces arriesgada labor.


Agrega que en reiteradas ocasiones las voces de malestar social y laboral surgen de este sector que sienten muchas de sus demandas de justicia salarial, seguridad laboral y otros beneficios aún insatisfechas.


Señala que, en esta materia, la Cámara Chilena de la Construcción ha intentado dar un realce a esta celebración con el ánimo de impulsar el desarrollo y fomento de la actividad de la construcción, un elemento fundamental para el crecimiento del país, y que dicha organización también se encuentra desarrollando diversos proyectos sociales orientados a los trabajadores y sus familias en las áreas de salud, capacitación, vivienda, recreación y educación.


En cuanto a los derechos y beneficios de los trabajadores obreros constructores, hace presente que falta mucho por avanzar. Sin embargo, destaca que declarar el día 19 de marzo de cada año como su día nacional, es un símbolo de un reconocimiento a su labor y una oportunidad para que cada año éstos puedan ser oficialmente reconocidos.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El texto del proyecto de ley en informe es el que sigue: 

PROYECTO DE LEY:


“ARTÍCULO ÚNICO.- Declárase el día 19 de marzo de cada año como el "Día del Maestro Obrero Constructor".

- - -





Al iniciar el estudio de esta iniciativa legal, se hizo presente que en diversos proyectos previamente aprobados que fijan días nacionales se ha discutido si la materia es propia de la iniciativa legal, pues durante el debate en Sala es un aspecto que se ha considerado. 


Establecido lo anterior, la Comisión coincidió plenamente con las finalidades expresadas por los autores de la moción y en el propósito de instaurar en nuestro país el Día del Maestro Obrero Constructor, como una manera de reconocer la valiosa labor que despliegan dichos trabajadores y su contribución al bienestar de los chilenos, por lo que prestó un respaldo unánime a la iniciativa en informe.

- - -

- Cerrado el debate y puesto en votación el presente proyecto de ley resultó aprobado en general y particular por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene el honor de proponeros aprobar el proyecto de ley en informe, en general y en particular, en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY:





“Artículo único.- Declárase el día 19 de marzo de cada año como el "Día del Maestro Obrero Constructor".

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 14 y 21 de junio del presente año, con asistencia de la Honorable Senadora señora Ena Von Baer y los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi Chelech, Alberto Espina Otero, Rabindranath Quinteros Lara (Presidente) y Andrés Zaldívar Larraín.


Sala de la Comisión, a 21 de junio de 2017.

(Fdo.): Juan Pablo Durán G., Secretario.
6
MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES QUINTANA, SEÑORA MUÑOZ Y SEÑORES DE URRESTI, NAVARRO Y QUINTEROS, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE REFORMA, QUE MODIFICA LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA, CON EL OBJETO DE RECONOCER A LOS PUEBLOS ORIGINARIOS Y GARANTIZARLES CARGOS DE DIPUTADOS Y SENADORES

(11.289-07)
1. Fundamentos.- Si bien, conforme a la ley núm. 19.253 que establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los Indígenas se prescribe que "El Estado reconoce que los indígenas de Chile son los descendientes de las agrupaciones humanas que existen en el territorio nacional desde tiempos precolombinos, que conservan manifestaciones étnicas y culturales propias siendo para ellos la tierra el fundamento principal de su existencia y cultura", en nuestros sistema constitucional a diferencia de varias constituciones latinoamericanas, "la Constitución no establece un reconocimiento o un estatuto para las etnias o pueblos originarios. El mensaje presidencial N°1101-355, de 23 de noviembre de 2007 da cuenta del compromiso adquirido por el Estado en orden a reconocer constitucionalmente a los pueblos indígenas (acuerdo de nueva Imperial de 1989), y señala también las dificultades de la aprobación de este reconocimiento, que a pesar de las múltiples iniciativas y discusiones en el congreso aún no ha sido exitoso. En este mensaje se indicó que el Estado, a nuestro juicio, debe reconocer la existencia de los pueblos indígenas, negada por siglos, y comprometerse su desarrollo y el respeto de sus tierras"1, luego se agrega "Con ello, nadie pone en duda la unidad de la Nación chilena, de la cual los pueblos indígenas son parte constitutiva e indisoluble"2. Por otro lado, si bien nuestro régimen constitucional asume como forma de Estado, que Chile es un Estado unitario, no se debe perder de vista que el convenio N°169 de la OIT, vigente en chile desde 14 de octubre de 2008, "establece una serie de derechos para los pueblos tribales o indígenas y los correlativos deberes estatales"3. 

Es en esta perspectiva, donde radica la necesidad de efectuar una revisión en la materia a nivel constitucional. En este sentido la presente propuesta asume el déficit en la relación entre el Estado de Chile y las comunidades indígenas, que conforme a lo señalado aún es tarea inconclusa, es por eso que tiene razón Bengoa cuando afirma que "El Estado en América Latina fue un factor de homogenización cultural. El colonialismo interior de nuestros países conducía a negar la existencia de diversidad interna y dejarla solo aceptable en el espacio del folclore. Mujeres vestidas a la usanza tradicional eran fotografiadas como parte de una idea simpática y atractiva de que "alguna vez fuimos indios"4, luego agrega que "Las autoridades políticas de los países latinoamericanos no reconocieron nunca el carácter étnico de estas poblaciones. No tomaron conciencia que se estaba en presencia de culturas diferenciadas, como lo dice la Declaración Internacional recientemente aprobada, con orígenes distintos y con derecho a continuar viviendo".5
2. Historia legislativa y derecho comparado. Esta materia ha sido abordada en otras mociones con anterioridad, como el Boletín 2.360-07 de los ex Diputados Huenchumilla, Bustos, Elgueta, Luksic, Tuma, Letelier y los Diputados García, Ojeda y Ceroni mediante reforma constitucional pretende reconocer explícitamente la existencia de los pueblos indígenas que conforman la nación chilena y les conceda, en ese Pacto Político, la participación política respectiva en los órganos que toman decisiones colectivas al elegir 10 de los 130 diputados por los ciudadanos inscritos en el Registro electoral indígena, en la forma que determine la ley orgánica respectiva. Estos ciudadanos no podrán participar en la elección del resto de los diputados, además eligen 3 senadores. En la misma línea asoma la propuesta contenida en el Boletín 8.438-07 de los ex Diputados Arenas, De Urresti y Vargas y los Diputados Auth, Chahin, Meza, Monckeberg, Jaramillo, Teillier y Tuma, que pretende asegurar la participación y representación política de los Pueblos Indígenas, mediante la elección de 10 diputados y 2 senadores, así como en la elección de consejeros regionales. 

En la perspectiva comparada, existe a nivel mundial diversos casos para abordar la materia distinguiendo entre sistemas de cuotas electorales; sistemas de escaños reservados; sistemas con método de redistritaje y finalmente el de modificación de umbrales electorales para favorecer las votaciones de grupos determinados6. En este sentido, el caso más relevante en materia de escaños reservados a distintas minorías, que guardan relación con aspectos étnicos, religiosos, es el sistema de Nueva Zelanda "país que desde pasada la segunda mitad del siglo XIX reconoce explícitamente al pueblo Maorí en su parlamento. En efecto Nueva Zelanda es la única de las democracias contemporáneas que mantiene un sistema de registro electoral opcional separado para los votante maoríes". En Colombia, mediante la reforma del año Por su parte Colombia, en su Constitución dispone expresamente la creación cargos de senadores y un número a reglamentarse de hasta cinco representantes a elegirse en circunscripción nacional especial por comunidades indígenas, en la misma línea el Estado Plurinacional de Bolivia conforme a la Constitución de 2009, se instauran siete escaños reservados para los sectores indígenas y afro-bolivianos en la Cámara de Diputados (no así para el Senado). Así, la Cámara está compuesta por 137 miembros, y siete de ellos uno para cada departamento de los que tienen los distritos con mayor población indígena se encuentran hoy reservados con criterios étnicos, y su elección se realiza para candidatos nominados de acuerdo a las costumbres tradicionales de los pueblos indígenas.

 3. Ideas matrices. El presente proyecto incorpora una referencia expresa a que la nación chilena es multicultural, el Estado reconoce la preexistencia étnica y cultural de los pueblos indígenas que habitan su territorio y el derecho de los pueblos, comunidades y personas indígenas a conservar, desarrollar y fortalecer su identidad, idiomas, instituciones y tradiciones sociales y culturales. Los órganos del Estado deberán garantizar el respeto a su identidad y el derecho a una educación intercultural. La ley deberá proteger las tierras y derechos de aguas de las personas y comunidades indígenas. 

Adicionalmente y coherente con lo anterior se hace una referencia expresa a establecer una regulación expresa de incorporar en la ley un sistema de escaños reservados a objeto que un número de personas pertenecientes a los pueblos originarios reconocidos por la ley, acreditando su calidad de indígena (criterio adscriptivo) pueda participar en la elección parlamentaria conforme a las reglas que se indican. Es sobre la base de estos antecedentes que venimos en proponer el siguiente: 

Proyecto de reforma constitucional 

Artículo Único. Para incorporar las siguientes enmiendas en la Constitución Política de la República. 

1) Incorpórese el siguiente artículo 3 bis nuevo en el Capítulo I. 

"Art. 3 bis.- La nación chilena es multicultural7. El Estado reconoce la preexistencia étnica8 y cultural de los pueblos indígenas que habitan su territorio y el derecho de los pueblos, comunidades y personas indígenas a conservar, desarrollar y fortalecer su identidad, idiomas, instituciones y tradiciones culturales. Los órganos del Estado deberán garantizar el respeto a su identidad y el derecho a una educación intercultural. La ley deberá proteger las tierras y derechos de aguas de las personas y comunidades indígenas.".

2) Para incorporar el siguiente inciso final en el artículo 15:

 "La ley orgánica respectiva establecerá un sistema de escaños reservados de pueblos indígenas para ser electos Diputados y Senadores.".

(Fdo.): Jaime Quintana Leal, Senador.- Adriana Muñoz D’Albora, Senadora.- Alfonso de Urresti Longton, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.

_______________

1 García Pino, Gonzalo, Contreras Vásquez, Pablo; Martínez Placencia, Victoria. Diccionario constitucional chileno. Editorial Huedes. Santiago de Chile. 2014. pág. 457.
2 Cf. Boletín 5427-07.
3 Ídem., pág. 458.
4 Bengoa, José. La Emergencia Indígena en América Latina. Tercera Edición, Chile, Fondo de Cultura Económica 2016: pág. 245-246
5 Ídem.
6 cf. "Representación Indígena en Poderes Legislativos", Programa Gobernabilidad democrática, Investigador Responsable Marcela Ríos, PNUD N°2, 2015: P. 23 y ss.
7 cf.  Mensaje Boletín 5427-07.
8 cf. Arts. 7-10 CP Colombia; CN Argentina;
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES PATRICIO WALKER, GIRARDI Y ZALDÍVAR, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO, QUE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DEL CONGRESO NACIONAL, CON EL OBJETIVO DE PROMOVER LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN EL PROCESO LEGISLATIVO

(11.291-07)

La Función Legislativa es, sin lugar a dudas, la más relevante del Congreso Nacional. En el cumplimiento de esta función, se generan las propuestas y la discusión que contribuyen a enriquecer el contenido de la iniciativa de ley original y dan cuenta de la manifestación de voluntad de los parlamentarios en el ejercicio de su labor legislativa, como representantes de los intereses de sus electores.

Sin perjuicio de lo importante que es este proceso, mirado desde la perspectiva interna del quehacer legislativo, existe la expectativa razonable de la ciudadanía de ser escuchada durante la etapa de discusión de las iniciativas de ley. Así, resulta evidente pensar que una buena ley no es solo aquella que evalúa de manera objetiva sus implicancias jurídicas y técnicas, sino también aquella que considera su impacto real en la comunidad, para lo cual un elemento trascendente lo constituye el escuchar a la ciudadanía a lo largo del debate legislativo.

Las normas que actualmente regulan el proceso de formación de la ley se encuentran contendidas en la Constitución Política (CP), en la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional (LOCCN) y en los reglamentos de la Cámara de Diputados y del Senado (RC y RS). De su revisión se desprende una muy escaza regulación en materia de participación ciudadana dentro del proceso legislativo. En el caso de la CP no existe mención alguna a la participación ciudadana. En lo que respecta a la LOCCN las nomas son aún más escuetas, por cuanto en el artículo 5A se consagra que las sesiones de comisiones se realizarán sin audiencia de público salvo acuerdo en contrario. En la misma línea, el artículo 22 considera la participación en el proceso legislativo de ciertos intervinientes, pero su calidad se encuentra circunscrita a determinadas autoridades, funcionarios y especialistas. Asimismo se establece que pueden oír a las instituciones y personas que estime conveniente.

Los reglamentos de cada Cámara dan cuenta que cada corporación posee normas distintas. El Senado, regula la materia de manera similar a la LOCCN (artículo 38 RS). En cambio, la Cámara de Diputados en el artículo 213 de su Reglamento, establece el deber de las comisiones de escuchar a instituciones o entidades que tengan interés en la materia a que se refiere el proyecto en trámite. Probablemente esta última norma es la única que, en materia de procedimiento legislativo, consagra algún grado de participación ciudadana en el proceso de formación de la ley.

Ante este panorama normativo, el Congreso ha buscado generar ciertas alternativas desformalizadas de participación ciudadana en el quehacer legislativo, como lo son senador virtual, audiencias de parlamentarios en Cámara y Senado, bajo de regulación de la Ley de Lobby, jornadas temáticas, evaluación ciudadana de la ley y los sitios web de la Cámara, el Senado y la Biblioteca, entre otras instancias.

En lo que respecta propiamente al proceso de formación de la ley, la sociedad civil en la práctica, tiene participación en las comisiones legislativas, pero al no existir una regulación sobre la materia, esta queda entregada a las definiciones de cada comisión. A este respecto el PNUD1 ha señalado que "la participación de la sociedad civil en el proceso legislativo es de carácter esporádico y focalizada en entregar una opinión concreta, en cuanto la frecuencia en la cual asisten y exponen en muchos casos no pasa de una vez en los dos años estudiados2. El grupo de los "Expertos" constituye, de cierta manera, una excepción. Sin embargo, al interior de los grupos de la sociedad civil existen diferencias importantes según los distintos tipos de instituciones y organizaciones". Esto último hace más que generar una sensación de que en lo concreto, los ciudadanos tienen pocas oportunidades de ser escuchados en materias que afectan su diario vivir.

Todo lo anterior no se condice con la creciente necesidad de dar paso a una verdadera democracia participativa, aspiración actual en la que los ciudadanos tienen una influencia más trascendente en la toma de decisiones de carácter político, siendo probablemente, una de sus principales manifestaciones, la ley.

Frente a este panorama, el Consejo de Modernización de la Labor Legislativa, en su Informe Final3, plantea como una de sus propuestas el "fortalecer la participación ciudadana en el trabajo de comisiones", facilitando mecanismos que permitan a los interesados emitir opiniones y así que las comisiones tengan en cuenta distintos puntos de vistas existentes sobre una misma temática. En la misma línea, en sus Recomendaciones4 el PNUD propone "institucionalizar la participación de la sociedad civil en el proceso legislativo", a fin de fortalecer la participación de la ciudadanía, lo que permitirá "ajustar las expectativas de las distintas partes respecto de los objetivos y resultados de los mecanismos de participación".

Por lo anterior, es que el presente proyecto de ley tiene por objeto dar reconocimiento a la participación ciudadana en el proceso legislativo, particularmente en la etapa de discusión en comisiones, por ser esta la etapa de formación de la ley más trascendental en cuanto a la delimitación del contenido de la norma en tramitación.

Proyecto de Ley

ARTÍCULO UNICO: Agrégase el siguiente inciso segundo al artículo 22 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional:

Además, las comisiones legislativas deberán recibir, a los menos, a dos representantes de la sociedad civil que den a conocer puntos de vista acerca del contenido de la norma que se encuentra en tramitación. La regulación de este procedimiento de audiencias ciudadana quedará entregada a los respectivos reglamentos.

(Fdo.): Patricio Walker Prieto, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.

________________________
1 Informe PNUD "La Participación de la Sociedad Civil en el Proceso legislativo chileno", mayo 2017. 

2 Años 2013 y 2014.

3 Informe Final, Consejo de Modernización de la Labor Legislativa, Congreso Nacional, año 2015, pag.56. 

4 Informe PNUD "La Participación de la Sociedad Civil en el Proceso legislativo chileno", Mayo 2017, pag.96
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES PATRICIO WALKER, GIRARDI Y ZALDÍVAR, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO, QUE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DEL CONGRESO NACIONAL, ESTABLECIENDO LA OBLIGACIÓN PARA LOS SENADORES Y DIPUTADOS DE RENDIR UNA CUENTA PÚBLICA INDIVIDUAL

(11.292-07)

En el mundo actual, la transparencia y el acceso a la información se han posicionado como derechos fundamentales de los ciudadanos y organizaciones civiles, que cada vez exigen con mayor empoderamiento el ejercicio de estos derechos. 

Chile no es una excepción a esta realidad. Desde la reforma constitucional del año 2005, que establece el Principio de Publicidad de las actuaciones de los órganos del Estado y con la posterior dictación de la Ley 20.285, Sobre Acceso a la Información Pública el año 2008, se institucionaliza el deber para los órganos del Estado y un derecho para los ciudadanos, que se ejerce cada vez con mayor rigor y exigencia por parte de los destinatarios. 

El Congreso y los parlamentarios no han quedado ajenos a esto. Los cambios han implicado una transformación institucional, en el sentido de buscar diversos mecanismos para dar a conocer la información a la ciudadanía, entre los cuales se encuentran medidas como la publicidad de las sesiones en Sala y Comisión, la gran cantidad de información disponible en los sitios web de ambas corporaciones, la existencia de aplicaciones web como el Senador Virtual que permite al ciudadano interactuar con el Congreso en la tramitación de una ley, entre otras. 

Una de las medidas que fomentan en la actualidad la transparencia es la rendición de cuentas públicas por parte de las autoridades. Como ha señalado el Consejo para la Transparencia "el ejercicio mismo de rendir cuentas ya es transparencia1". Así, el Parlamento, aprobó el año 2015 la Ley de Reforma Constitucional N° 20.854, que establece la obligación de las autoridades del Congreso Nacional de rendir una Cuenta Pública Anual. Durante la tramitación de esta ley se señaló como argumento para su aprobación que "el acceso ciudadano a estos antecedentes y a sus fuentes hará posible una evaluación real de su trabajo. Y en la medida que éste se haga conocido, la credibilidad en el Congreso y los congresistas aumentará en la medida que se refleje a cabalidad el trabajo legislativo que es, en líneas generales, valioso y esforzado". 

A la fecha, los presidentes de las Cámaras han realizado dos cuentas públicas. Pese a este importante avance persiste la sensación en la ciudadanía de no conocer lo que hace el Congreso, desde la perspectiva de la labor de sus propios parlamentarios. Es por ello que creemos que es necesario avanzar hacia una cuenta pública individual de los parlamentarios. 

El año 2015 se llevó a cabo una instancia de análisis y discusión de aspectos relevantes para el Congreso Nacional, denominada Consejo de Modernización de la Labor Legislativa. En esta instancia participaron importantes académicos y funcionarios del Congreso, recibiendo opiniones de expertos en los diversos ámbitos tratados. Dentro de las medidas propuestas se encuentra precisamente la rendición de cuentas públicas por parte de los parlamentarios2. Alan Bronfman, destacado académico en derecho constitucional, señalaba acerca de la relevancia que tiene este mecanismo como medida para generar acercamientos entre parlamentarios y la ciudadanía: "una cuenta muy breve de un Diputado, que comprenda un período significativo de tiempo -seis meses, tres meses- y dé a conocer lo que hizo en servicio de sus representados, puede ser algo muy valioso para asentar el vínculo entre ambos"3.

Así, estimamos que la rendición de cuentas públicas por parte de los parlamentarios requiere ser incorporada como una obligación. Igualmente es necesario que, para que esta herramienta cumpla con los objetivos de transparentar la actividad parlamentaria y generar vínculos ciudadanos, debe contener ciertas exigencias: debe tratarse de una cuenta estandarizada que no se reduzca a aspectos cuantitativos de la gestión; deben ser realizadas en un lenguaje sencillo y claro; deben ser pronunciadas en audiencias públicas donde se logre congregar a la mayor cantidad de personas de la circunscripción o distrito; debe existir la posibilidad de formular consultas a los parlamentarios, debe ser distribuida, entre otros elementos.

Una buena cuenta pública pronunciada por los senadores y diputados sin duda es una importante contribución al proceso de restablecer las confianzas entre representantes y electores, en la medida que a través de ellas se entreguen elementos certeros que permitan a la ciudadanía evaluar la gestión de sus parlamentarios. Además, contribuye a fomentar la participación de los ciudadanos en el trabajo parlamentario y a desarrollar un vínculo real entre ellos, elementos trascendentales en una sociedad transparente, democrática y participativa.

Proyecto de Ley

ARTÍCULO ÚNICO: Sustitúyese el artículo 5° C de la Ley N° 18.9181, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, por el siguiente:

"Artículo 5° C.- Cada Senador o Diputado deberá rendir cuenta pública anual de su labor en su circunscripción o distrito según corresponda, en una audiencia pública participativa, dentro de los 30 días siguientes contados desde el término del año legislativo respectivo.

La cuenta pública de cada Senador, o Diputado deberá considerar, a lo menos, los siguientes elementos: relación de las iniciativas legislativas destacadas presentadas en el período; posición del Senador o Diputado en la discusión de los proyectos de ley más significativos que se encuentran en tramitación; reseña del ejercicio del rol de fiscalización, en el caso de los Diputados; y, actividades relevantes realizadas en la circunscripción o distrito, según corresponda.

El reglamento de cada Cámara establecerá los mecanismos de publicidad de las cuentas públicas, como también los mecanismos de participación ciudadana.

En caso de incumplimiento de esta obligación, corresponderá conocer de las reclamaciones a la Comisión de Ética respectiva, conforme al procedimiento establecido en cada reglamento.".

(Fdo.): Patricio Walker Prieto, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.

___________

1 Consejo para la Transparencia. Modelo de Cuentas Participativas, octubre de 2015. 

2 Consejo de Modernización de la Labor Legislativa. Informe Final, propuesta número 7, pág. 55.

3 Consejo de Modernización de la Labor Legislativa. Diario de Sesiones, sesión 5.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR MONTES, SEÑORA VON BAER Y SEÑORES BIANCHI, QUINTEROS Y ZALDÍVAR, CON LA QUE DAN COMIENZO A UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA DIVERSOS CUERPOS LEGALES, CON EL OBJETIVO DE SIMPLIFICAR EL PROCEDIMIENTO DE CALIFICACIÓN DE LAS ELECCIONES DE LAS JUNTAS DE VECINOS Y ORGANIZACIONES COMUNITARIAS

(11.293-06)

Vistos. Lo dispuesto en los artículos 1°, 5°, 19° y 63° de la Constitución Política de la República; en la Ley 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, en la Ley 19.418 sobre Juntas de Vecinos y demás organizaciones comunitarias y en la Ley 18.593 sobre Tribunales Electorales Regionales. 

Considerando. 

1.- Que las Juntas de Vecinos se originaron en los cerros de Valparaíso, a comienzos del siglo XX, tras la efervescencia de las movilizaciones obreras de esos años. Ya con anterioridad había surgido incipientes formas de agrupación de pobladores. 

Constituyeron una organización social, destinada a promover intereses comunes vinculados especialmente al mejoramiento de barrios y a la generación de programas de vivienda social. 

2.- Que durante el Gobierno del Presidente Eduardo Frei Montalva se institucionalizó su organización y funcionamiento, a través de la dictación de la Ley 16.880. 

Dicha normativa se enmarcó en una serie de iniciativas impulsadas por dicha administración en el ámbito de la promoción popular, que vinieron a recoger y estimular un importante movimiento social existente en el país. 

3.- Que se puso freno a este ascenso de la comunidad organizada. Se intervinieron las Juntas de Vecinos y otras entidades sociales. Se detuvo y persiguió a sus dirigentes y se nombraron autoridades designadas. 

Asimismo, se impulsaron políticas tendientes a desfavorecer las acciones colectivas y promover, en su lugar, soluciones individuales a los problemas públicos. 

4.- Que la reinstalación de la democracia fue precedida por un movimiento social a favor de la recuperación del tejido social. 

Fue así como incluso antes de 1990 se comenzó a democratizar las Juntas de Vecinos. Otro tanto ocurría en sindicatos y agrupaciones estudiantiles y gremiales. 

En 1995 se dictó la ley 19.418 que repuso la elección democrática de sus dirigentes y estableció normas básicas para su creación y funcionamiento. 

Sin embargo, el texto sufriría un grave revés al cuestionarse la constitucionalidad de las disposiciones que permitían constituir sólo una Junta de Vecinos por Unidad Vecinal y una Unión Comunal por comuna.

5.- Que lo anterior, unido a sus reducidas atribuciones, a programas de gobierno que no privilegian la asociatividad y al marcado individualismo de la sociedad chilena actual, ha impedido que las Juntas de Vecinos recuperen la fuerza y relevancia de las décadas finales del siglo pasado. 

6.- Que explica también este diagnóstico, las normas vigentes, que dificultan el funcionamiento regular de estas organizaciones al imponerles trámites y dilaciones innecesarias. 

En efecto, el numeral 1° del artículo 10° de la Ley 18.593 sobre Tribunales Electorales Regionales entrega a éstos la atribución de "Calificar las elecciones de carácter gremial y las de los grupos intermedios, que tengan derecho a participar en la designación de los integrantes de los Consejos Regionales de Desarrollo o de los consejos comunales de organizaciones de la sociedad civil, de acuerdo con las respectivas leyes orgánicas constitucionales." 

Sus incisos segundo y tercero agregan que: "Con este objeto, los gremios y grupos intermedios a que se refiere este número deberán comunicar al Tribunal respectivo la realización de toda elección que tenga lugar en ellos, dentro de quinto día de efectuada. La contravención a esta obligación, hará aplicable lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 23. 

El Tribunal deberá requerir los antecedentes necesarios, dentro del décimo día, contado desde el ingreso en la secretaría del Tribunal de la comunicación aludida en el inciso anterior." 

7.- Que el artículo 35 de la ley 20.500, sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública, sustituyó, en el número 1° del inciso primero del artículo 10 de la ley N° 18.593, de los Tribunales Electorales Regionales, la expresión "Consejos de Desarrollo Comunal" por "consejos comunales de organizaciones de la sociedad civil". Con ello, dichos tribunales ampliaron significativamente el universo de elecciones de los grupos intermedios que deben calificar. 

Atendido el procedimiento ante dichos órganos, esto impone un mecanismo largo y engorroso que entraba el funcionamiento de las Juntas de Vecinos y genera obstáculos excesivos a sus dirigentes. El proceso de calificación puede tardar entre un mes y más de tres en algunos casos. 

A ello se agrega que obtenida la calificación, los municipios retardan su incorporación en el registro. 

8.- Que la Cámara de Diputados tramitó hace unos meses una moción con una finalidad similar, el Boletín 10.234-06, que modifica la ley N°18.593, de los Tribunales Electorales Regionales, para eliminar una facultad de éstos referida a la calificación de elecciones de grupos intermedios. Sin embargo, ésta fue rechazada. 

Entre los argumentos esgrimidos por los parlamentarios detractores se señaló la insuficiencia del debate realizado y, en lo sustantivo, la necesidad de conciliar de mejor forma la expedición del trámite con la formalización de las organizaciones y la certeza jurídica, lo que entendemos subsanado en esta iniciativa. 

9.- Que creemos que es muy relevante recuperar el sentido colectivo en nuestra sociedad y promover la organización de los ciudadanos, particularmente en el ámbito vecinal.

Por ello, sin perjuicio de la necesidad de otras enmiendas como las contenidas en el Boletín 8699-06 que Modifica diversos cuerpos legales, con el objeto de fortalecer las funciones y representatividad de las Juntas de Vecinos y de la Unión Comunal de Juntas de Vecinos, estimamos urgente e indispensable promover una reforma legal que apunte a agilizar la calificación de las elecciones vecinales y comunitarias. 

Nos parece indispensable hacer primar los principios de autonomía de los cuerpos intermedios y la buena fe. En consecuencia, en lugar de presumir la irregularidad y por tanto obligar a la calificación de todas las elecciones, debe suponerse la corrección de éstas, salvo en cuanto existan impugnaciones. 

De este modo, a nuestro juicio, las nuevas directivas deben ser incorporadas en el registro municipal en forma inmediata con la sola constancia de la propia organización, una vez transcurridos quince días de la elección, equivalentes al plazo para efectuar reclamaciones, cuando no hubiera impugnaciones. 

En caso de existir cuestionamientos al proceso, deberá esperarse el resultado. Si el TER valida las elecciones, se obliga al Secretario Municipal a actualizar en forma inmediata el registro de Juntas de Vecinos y organizaciones comunitarias y sus dirigentes, con el solo mérito de la notificación del Tribunal. Si éste anula los comicios no procederá inscripción alguna. 

Con el fin de lograr una rápida comunicación de las impugnaciones y las resoluciones que recaen sobre ellas, se incorporan, además, notificaciones obligatorias mediante formato electrónico entre el Tribunal Electoral Regional y los municipios. 

Por lo anterior, los senadores que suscriben vienen en presentar el siguiente: 

PROYECTO DE LEY 

Artículo 1°.- Modifíquese la ley 18.593 sobre Tribunales Electorales Regionales del siguiente modo: 

1.- Incorpórese la siguiente parte final al inciso primero del numeral 1° del artículo 10°: 

"Lo anterior no se aplicará respecto de las Juntas de Vecinos y demás organizaciones comunitarias regidas por la Ley 19.418, cuyas elecciones se entenderán aprobadas automáticamente transcurridos quince días desde su celebración cuando no se presenten reclamaciones en su contra." 

2.- Agréguese el siguiente inciso segundo al numeral 2° del artículo 10°: 

"Tratándose de Juntas de Vecinos y demás organizaciones comunitarias regidas por la ley 19.418, el Tribunal deberá notificar en forma electrónica al Secretario Municipal respectivo, comunicándole la presentación de una reclamación." 

3.- Incorpórese el siguiente artículo 26 bis:

 Artículo 26° bis.- En el caso de reclamaciones referidas a la elección de directorios de Juntas de Vecinos y demás organizaciones comunitarias regidas por la Ley 19.418; el fallo del tribunal, las resoluciones que recaigan en los recursos referidos en el artículo precedente o la circunstancia de no haberse presentado estos recursos o ejercido la facultad de revisión y encontrarse vencido el plazo para hacerlo, serán notificados en forma electrónica al Secretario Municipal respectivo. 

Artículo 2°.- Modifíquese la ley 19.418 sobre Juntas de Vecinos y demás organizaciones comunitarias del siguiente modo: 

1.- Agréguese la siguiente parte final al inciso segundo del artículo 6°: 

"La información señalada precedentemente deberá registrarse en forma inmediata transcurridos quince días de realizada una elección, cuyo resultado haya sido informado por escrito por la respectiva organización. También deberá procederse al registro inmediato cuando se notifique, por vía electrónica, la resolución definitiva del Tribunal Electoral Regional que rechace una reclamación." 

2.- Intercálese el siguiente inciso tercero al artículo 6°, pasando los actuales incisos tercero, cuarto y quinto a ser cuarto, quinto y sexto, respectivamente: 

En caso que el Tribunal Electoral Regional informe la existencia de una reclamación no procederá el citado registro hasta que se notifique la sentencia que la rechace. No procederá inscripción alguna de una directiva cuya elección haya sido declarada inválida por el Tribunal." 

3.- Agréguese el siguiente inciso tercero al artículo 25°:

"Las elecciones de las Juntas de Vecinos y demás organizaciones comunitarias regidas por la Ley 19.418 se entenderán aprobadas sin requerir calificación del Tribunal Electoral Regional, cuando no se presenten reclamaciones en su contra."

(Fdo.): Carlos Montes Cisternas, Senador.- Ena von Baer Jahn, Senadora.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR CHAHUÁN, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 194 DE LA LEY DE TRÁNSITO, RESPECTO DE LA SANCIÓN APLICABLE AL CONDUCTOR QUE MANEJE UN VEHÍCULO QUE REQUIERA TENER UNA LICENCIA PROFESIONAL DETERMINADA, SIN CUMPLIR ESTA EXIGENCIA 
(11.308-15)

Exposición de motivos.

El artículo 194 de la Ley de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se contiene en el Decreto con Fuerza de Ley N° 1 del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, del año 2009, establece que "1 que sin tener la licencia de conducir requerida, maneje un vehículo para cuya conducción se requiera una licencia profesional determinada, será castigado con presidio menor en su grado mínimo a medio."

Si bien resulta razonable que deba sancionarse a la persona que maneje un vehículo, cuya conducción la ley entrega –exclusivamente- a quienes poseen determinada licencia profesional, sin tenerla, las penas de simple delito, con que, actualmente se castiga esta conducta son a todas luces, excesivas.

A este respecto debe tenerse presente que en nuestro sistema jurídico, las penas se encuentran establecidas en directa relación con la gravedad del hecho que la motiva, de manera tal que, mientras más grave el atentado y más importante el bien jurídico protegido, más elevada debe ser a su vez, la sanción.

No obstante lo señalado, este mismo sistema requiere que se mantenga siempre la coherencia entre la gravedad de las conductas sancionadas, y las penas asignadas a ellas, lo que en nuestro concepto, el texto del artículo 194 antes transcrito, no cumple.

En efecto, no resulta coherente que la ley considere que la carencia de licencia profesional en el conductor, de aquellos vehículos que así lo requieran, sea castigada con una pena corporal tan elevada.

Tampoco es razonable, considerar que el conductor que incurre en el tipo antes descrito, merezca el mismo tratamiento punitivo, que el previsto para ciertos fraudes y estafas, e incluso, algunos delitos de hurto.

Como se puede apreciar, la sanción para estos casos no tiene ninguna relación con la gravedad de los hechos, ya que supera lo razonable, atentando contra el principio de proporcionalidad.

En nuestro concepto, esta conducta debe recibir el tratamiento de una falta, agravada, pero en ningún caso, el conductor que incurra en ellas, puede ser equiparado a un responsable de estafas, hurtos o robos, o de tráfico de armas, que es precisamente lo que ocurre en la actualidad, en que se le aplican sanciones propias de delitos, debido a la confusión que la norma vigente hace, entre la falta de un requisito de carácter administrativo para habilitar determinada licencia para conducir y el riesgo que implica el manejo por parte de quien no cuenta con ningún tipo de licencia de conducir.

En tal virtud, sometemos a la aprobación del Senado de la República, el siguiente

PROYECTO DE LEY:

Artículo único: Modifíquese el artículo 194 de la Ley de Tránsito, cuyo texto refundido, sistematizado y coordinado se contiene en el Decreto con Fuerza de Ley N° 1 del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, del año 2009, reemplazando el texto de su inciso primero, por el siguiente:

"El que sin tener la licencia de conducir requerida, maneje un vehículo para cuya conducción se requiera una licencia profesional determinada, será sancionado con multa de diez a veinte unidades tributarias mensuales."

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.
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